
 

 

 
 

Los retos de la descentralización 
administrativa y financiera en el 
diseño y la implementación del 

Sistema Educativo Indígena Propio 
de Colombia 

 
 
 
 

Laura Natalia Pulgarin Garcia 
 
 
 
 

 

Universidad Nacional de Colombia 

Facultad de Ciencias Económicas, Escuela de Economía 

Bogotá, Colombia 

2021 



II  

 

Los retos de la descentralización 
administrativa y financiera en el 
diseño y la implementación del 

Sistema Educativo Indígena Propio 
de Colombia 

 
 

Laura Natalia Pulgarin Garcia 
 
 
 
 

Trabajo de investigación presentado como requisito parcial para optar al título de: 

Magister en Ciencias Económicas 

 
 
 
 

Director: 

PhD Ilich Gustavo Ortiz Wilches 

Codirector: 

PhD Diego Alejandro Guevara Castañeda 
 

 

 

 

Línea de Investigación: 

Economía Pública y Políticas 

Grupo de Investigación: 

INTERGES 

 

Universidad Nacional de Colombia 

Facultad de Ciencias Económicas, Escuela de Economía 

Bogotá, Colombia 

2021 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

A mis padres Luis Fernando y Maria Luisa, a 

mis hermanos Karen, Daniela, Diana, Oscar y 

Santiago, y a mi abuelo Henry, quienes de 

alguna manera me acompañaron en este 

camino y han sido mi motivación en la vida. 

 

A Peterson, mi amor y compañero de estudio, 

quien estuvo presente en este proceso 

dejándome las mejores experiencias, y con 

quien quiero compartir muchos más logros. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



IV  

 

 

 

 

“Todas las tesis sobre el problema indígena, 

que ignoran o eluden a éste como problema 

económico-social, son otros tantos estériles 

ejercicios teoréticos, y a veces sólo verbales, 

condenados a un absoluto descrédito. No las 

salva a algunas su buena fe. Prácticamente, 

todas no han servido sino para ocultar o 

desfigurar la realidad del problema.” 

 

J. C. Mariátegui 



Contenido V 

 

Resumen 

 

Los retos de la descentralización administrativa y financiera en el diseño y la 

implementación del Sistema Educativo Indígena Propio de Colombia 

 

A partir del entendimiento del proceso de descentralización en Colombia y en los pueblos 

indígenas, de la problemática educativa y el contexto demográfico de los resguardos y del 

estado actual de la distribución de los recursos del Sistema General de Participaciones 

(SGP), y tras un análisis cualitativo desde la perspectiva de las comunidades y del entorno 

legal que enmarca el SGP, se identificaron algunos de los retos en materia administrativa-

financiera que eventualmente asumen los pueblos indígenas en Colombia en términos de 

las condiciones necesarias para administrar los recursos transferidos por la Nación en 

relación con el Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP). 

Estos retos se clasificaron en cinco (5) categorías interrelacionadas: Experiencia en 

administración de recursos, Contable y presupuestal, Información no financiera, Laboral e 

Infraestructura y tecnología. 

Para enfrentar los desafíos propuestos además de la actuación directa de las comunidades 

indígenas, se requiere de un importante acompañamiento por parte del Estado de manera 

que los territorios indígenas puedan certificarse y posteriormente ejerzan la administración 

directa de los recursos requeridos para poner en funcionamiento el Sistema Educativo. 

Palabras clave: Pueblos indígenas, Colombia, Descentralización Financiera, 

Descentralización Administrativa, Autonomía, Educación, SEIP.  
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Abstract 

 

The challenges of administrative and financial decentralization in the design and 

implementation of Colombia's Sistema Educativo Indígena Propio 

 

Based on the understanding of the decentralization process in Colombia and the indigenous 

people, the educational problem and the demographic context of the reservations and the 

current state of the distribution of the resources of the Sistema General de Participaciones 

(SGP), and after a qualitative analysis from the perspective of the communities and the 

legal environment that frames the SGP, some of the challenges in administrative-financial 

matters that eventually assume the indigenous people in Colombia were identified in terms 

of the necessary conditions to manage the resources Sistema Educativo Indígena Propio 

(SEIP). 

These challenges were classified into five (5) interrelated categories: Experience in 

resource management, Accounting and budgeting, Non-financial information, Labor and 

Infrastructure and technology. 

To face the proposed challenges, in addition to the direct action of the indigenous 

communities, an important accompaniment by the State is required so that the indigenous 

territories can be certified and subsequently exercise the direct administration of the 

resources required to put the Educational System into operation. 

 

Keywords: Natives, Colombia, Financial Decentralization, Adminitrative Decentralization, 

Autonomy, Education, SEIP.  
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Introducción 

Dos de los objetivos generales de la Ley 715 de 2001, que reformó a la ley 60 de 1993,  

por la cual se dictaron normas orgánicas en materia de recursos y competencias de 

conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 de la Constitución Política y se dictaron 

otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, 

fueron, por un lado, la asignación de competencias a las entidades territoriales de manera 

que, entre otras cosas, se lograra un mejor uso de los recursos disponibles para inversión 

social; y, por otro, garantizar el acceso a la educación de los niños en edad escolar 

(Congreso de la República de Colombia, 2000a). 

Respecto al primer objetivo expuesto, “esta orientación debe permitir que simultáneamente 

con el traslado de responsabilidades, las entidades territoriales cuenten con la capacidad 

financiera, administrativa y técnica para asumirlas de manera adecuada” (Congreso de la 

República de Colombia, 2000a). En pocas palabras, se trataba de profundizar el proceso 

de descentralización a través de la ampliación de la autonomía a nivel local.   

En Colombia, la Constitución Política define en su artículo 286 como entidades territoriales 

los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas. Es decir que, de 

acuerdo con lo anterior, a los territorios indígenas también se les transfieren ciertas 

competencias financieras y administrativas para que puedan hacerse cargo de las 

obligaciones conferidas por el Estado en relación con varios asuntos dentro de los cuales 

se encuentra la educación en su ciclo obligatorio (educación preescolar a media). 

En cuanto al segundo objetivo citado, como lo contempla la exposición de motivos de la 

ley 715 de 2001, es fundamental para el país “crear las condiciones para el cumplimiento 

del derecho constitucional de una educación con calidad y cobertura universal. 

Condiciones necesarias para la garantía del derecho a la educación son la viabilidad 

financiera y la organización adecuada del sistema educativo” (Congreso de la República 

de Colombia, 2001). 
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De lo anterior, cabe resaltar la obligación del Estado de garantizar el derecho a la 

educación, incluso bajo el mandato de ciertas normas de carácter internacional como el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Organización de las 

Naciones Unidas, 1966) en sus artículos 13 y 14, en donde además especifica que “la 

educación debe (…) favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las 

naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos”, comprometiendo a los 

Estados Parte a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin 

discriminación alguna por motivos de raza, color, idioma, religión, origen, u otra condición 

social. 

Sin embargo, no solo es importante tener clara la responsabilidad del Estado frente a la 

educación de las comunidades indígenas sino también comprender cómo conciben los 

pueblos indígenas un sistema educativo para darle sentido al cumplimiento de este fin, 

pues más que entender la educación como un derecho individual de cada niño o niña, se 

trata, en el caso de la educación propia, de un derecho colectivo encaminado a preservar 

su cultura, sus usos y costumbres, y orientar con autonomía la educación en orden a su 

pervivencia. 

Desde el año 2003 diversas organizaciones indígenas junto con otras entidades públicas 

nacionales han trabajado en temas de política educativa en los territorios y poblaciones 

indígenas, donde se han incluido mecanismos y estrategias que permitan el desarrollo y 

mejoramiento de la educación indígena, los cuales han sido paulatinamente concretados 

en la construcción concertada de un Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP). Esta 

propuesta ha ido tomando forma a nivel nacional desde septiembre de 2007, en el seno 

de la CONTCEPI, instancia nacional para la concertación entre los delegados de los 

pueblos indígenas de distintas partes del país y el Gobierno Nacional, representado en el 

Ministerio de Educación, para lograr una regulación consensuada de la educación indígena 

propia en Colombia. 

Como lo define el Perfil del SEIP (2013), este sistema “es un conjunto de procesos que 

recogen el pasado, antepasado y presente de los pueblos, las cosmogonías y los principios 

que los orientan, proyectando un futuro que garantice la permanencia cultural y la 

pervivencia como pueblos originarios”, y se compone de tres aspectos distintos: político-

organizativo, pedagógico y administrativo (CONTCEPI, 2013, pág. 20). 
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En relación con el componente administrativo, que es el foco de interés de este trabajo, 

uno de los objetivos planteados en el SEIP es la definición e implementación de estrategias 

de administración, gestión y financiamiento, lo cual guarda una estrecha relación con lo 

mencionado anteriormente sobre el proceso de descentralización. 

En síntesis, la constitución del SEIP pasa por el reconocimiento por parte del Estado, de 

la autonomía financiera y administrativa en materia educativa de los pueblos indígenas y, 

al mismo tiempo, los pueblos indígenas definen como uno de los objetivos de su sistema 

educativo el funcionamiento autónomo de un componente administrativo-financiero que 

permita garantizar la educación como derecho colectivo para su pervivencia física y 

cultural. 

Frente a esto, el hecho de que los pueblos indígenas administren en sus territorios la 

educación, implica, entre otras cosas que: 1) sean reconocidos al mismo nivel de las 

entidades territoriales que actualmente administran la educación, lo cual, 2) supone la 

necesidad de transformar la manera como se llevan a cabo los procesos administrativos, 

de modo que las entidades territoriales certificadas ya no jueguen un rol de intermediario, 

y por consiguiente 3) los pueblos indígenas asuman la administración de los recursos y la 

responsabilidad de garantizar el funcionamiento de los procesos educativos en sus 

territorios. En conjunto, lo anterior requiere de una capacidad administrativa y financiera 

que soporte dicha transición. 

Cabe entonces preguntarse si estas poblaciones cuentan con lo necesario para administrar 

los recursos transferidos por la nación, así como los procesos y condiciones que en materia 

financiera se precisan para la apropiación, distribución y asignación del gasto, de manera 

que se identifiquen los retos que, en términos financieros y administrativos, conlleva el 

diseño y la implementación efectiva de un Sistema Educativo Indígena Propio como parte 

del sistema educativo colombiano.  

Para lograr este objetivo, se empleó una aproximación metodológica de carácter cualitativa 

de tipo exploratoria, puesto que se trata de un tema poco trabajado en la literatura, tanto 

de la política pública dirigida a garantizar el derecho a la educación, como de aquella que 

explora los asuntos ligados a la descentralización en los pueblos indígenas.  
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Teniendo en cuenta lo anterior, el presente trabajo se ha estructurado de la siguiente 

manera:  

(1) En el primer capítulo se realiza una descripción del proceso de descentralización en 

Colombia partiendo de su definición, y su relación con la autonomía y un breve recuento 

histórico del proceso de descentralización en Colombia junto con una explicación de cómo 

se distribuyen en el país los recursos que se transfieren a las entidades territoriales.  

(2) En el segundo capítulo se describe el proceso de descentralización en los territorios 

indígenas en Colombia partiendo del panorama de la reivindicación de sus derechos y el 

reconocimiento de la autonomía vista desde el ámbito internacional y local, para 

posteriormente mostrar el contexto legal en el que se enmarca la descentralización 

administrativa y financiera.  

(3) En la tercera sección se realiza una caracterización de la problemática educativa que 

se presenta en los territorios indígenas desde el punto de vista, tanto de los derechos 

individuales, como de los derechos colectivos, a través de una revisión del reconocimiento 

del derecho a la educación de los pueblos indígenas a nivel internacional y su manejo 

autónomo, la autonomía de las entidades territoriales en Colombia respecto a la 

administración y financiación de la educación, el proceso específico para las comunidades 

indígenas respecto a la autonomía en la administración y financiación de su educación 

propia, la construcción del SEIP y la inclusión del componente administración y de gestión 

como parte integral del Sistema. 

(4) Debido a que este estudio abarca de manera general a las poblaciones indígenas de 

Colombia en la determinación de los retos, y para comprender el estado actual de los 

pueblos indígenas, en el cuarto apartado se presentan algunas estadísticas descriptivas 

de los resguardos indígenas en Colombia, así como el estado actual de la distribución y la 

ejecución de los recursos de la Asignación Especial del Sistema general de Participaciones 

para los Resguardos Indígenas.  

(5) En el quinto capítulo se realiza la identificación de los retos que eventualmente asumen 

los pueblos indígenas en Colombia en términos de las condiciones necesarias para 

administrar los recursos transferidos por la Nación, en relación con el SEIP, a través de un 

análisis de la perspectiva de las comunidades y del contexto legal en que se enmarca el 

SGP.  
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(6) Por último se presentan las conclusiones. 

Finalmente, teniendo en cuenta la relevancia de este tema y la escasa investigación 

relacionada para el caso colombiano, se resalta que este estudio se presenta como un 

trabajo pionero que además de recoger aspectos pasados y presentes del proceso de 

descentralización y de la construcción de un Sistema Educativo Indígena Propio, pretende 

identificar los retos presentes y futuros a los cuales se enfrentan las poblaciones indígenas 

como entidades territoriales autónomas en cuanto a la administración directa de sus 

recursos.





 

 
 

 

1. Proceso de descentralización en Colombia 

1.1 Debates conceptuales sobre descentralización 

Definición de descentralización 

Para hablar de descentralización, debe partirse de entender el concepto de centralización, 

el cual, consiste en la concentración de las funciones del Estado, donde todas las 

decisiones se toman desde el poder ejecutivo nacional sin posibilidad de dar espacio a los 

entes territoriales para que ejerzan autonomía (Pening, 2003). De acuerdo con Frege 

(1986, citado por Pening, 2003, p.7): 

La centralización empobrece el debate social, conduciendo los actores económicos 

y sociales a organizarse y a representarse a cualquier precio en el nivel nacional, y 

subestima los temas esenciales de la vida cotidiana de los locales. Que se 

concentre el debate social tiene también por efecto descuidar los temas asociados 

al estilo de vida, al medio ambiente y al modelo de sociedad. 

Consecuentemente, surge la descentralización como principal oponente de la 

centralización, como un “antídoto de la concentración en un lugar único de todas las 

actividades y de todos los poderes” (Pening, 2003, p.7). En este sentido, Dennis Rondinelli, 

James McCullough y Ronald Johnson (1989) definen la descentralización como “la 

transferencia de responsabilidades de planificación, gerencia y recaudación y asignación 

de recursos, desde el gobierno central y sus agencias a unidades territoriales” (pp.58-59) 

y la clasifican en 4 niveles: desconcentración, delegación, devolución y privatización o 

regulación. 

De la anterior clasificación, este trabajo se centra en la descentralización vista desde la 

devolución, entendida como la “transferencia de autoridad, financiamiento y administración 
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hacia gobiernos locales. Particularmente, hacia municipios que eligen sus alcaldes y 

concejos, cobran sus impuestos y tienen independencia para tomar decisiones de 

inversión” (Finot, 2001, p.34). Se le denomina devolución por ser un acuerdo en el que las 

relaciones existentes se basan en la reciprocidad, donde se benefician mutuamente ambas 

partes (gobierno central y gobierno local). 

Al respecto, Rondinelli plantea que los gobiernos locales deben tener autonomía e 

independencia, y que las autoridades centrales deben ejercer poco o ningún control directo 

sobre ellos, además de tener límites geográficos definidos y reconocidos legalmente donde 

puedan ejercer su autoridad y desempeñar funciones públicas (Rondinelli et al., 1989, 

p.75). 

La autonomía como fundamento de la descentralización 

Considerar la descentralización como la mejor manera de que una comunidad ejerza la 

democracia y se organice tiene sus orígenes con Alexis de Tocqueville, quien, en su texto 

De la démocratie en Amérique en 1835, “desarrolló originalmente la teoría que sustenta 

esta afirmación a partir de la observación y el análisis de la formación histórico-social de 

Nueva Inglaterra” (Finot, 2001, p.27). 

De acuerdo con este autor, al existir soberanía en una comunidad, cada sujeto posee una 

proporción igual de esta soberanía y por consiguiente tiene derecho, así como todos los 

demás individuos, a participar en las decisiones que tome el Estado. Sin embargo, las 

personas obedecen a la sociedad, aunque cada una tenga esta capacidad de 

autogobernación, porque son conscientes que dicha unión no puede existir sin un poder 

regulador. 

Asimismo, Oates (1972) considera que un sistema descentralizado de gobierno 

proporciona una “mayor eficiencia en el gasto, ya que la prestación de los servicios estará 

mucho más próxima a sus costes reales si la comunidad se ve obligada a financiar su 

propio programa público a través de la tributación local” (Oates, 1972, p.1), lo cual 

concuerda con el planteamiento de Tocqueville en cuanto a la autonomía de cada gobierno 

local. 

Desde el ámbito político, la descentralización fue defendida por Jordi Borja (1987) en el 

sentido que representa una opción progresista a la democracia al ampliar el campo de 
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derechos y libertades, al tener en cuenta poblaciones excluidas en instituciones 

representativas y al posibilitar una mayor participación de los ciudadanos en los asuntos 

administrativos públicos (Citado en Finot, 2001, p.33). Sin embargo, aclara que para que 

el proceso de descentralización pueda llevarse a cabo debe partirse “del reconocimiento 

jurídico de la existencia de colectividades con base territorial y transferir a estos sujetos 

competencias y recursos”. Para garantizar la autonomía, que es lo fundamental de la 

descentralización, es necesario que cada entidad territorial cuente con sistemas de 

información, nuevos procedimientos electorales, apoyo a todo tipo de asociaciones, 

colaboración entre el sector público y privado y la defensa de los derechos humanos, 

económicos, políticos, sociales y ambientales de las personas y las comunidades. 

1.2 Desarrollo histórico de la descentralización en 
Colombia 

Aunque el proceso de independencia en los países de América Latina generó unión entre 

los distintos pueblos en contra de los europeos, no logro superar la división territorial, de 

clases, de mercados y poblados, así como tampoco lo hizo frente a las instituciones 

centrales que tuvieron su origen en la colonización. De esta manera, se originó un debate 

entre centralistas y federalistas que, al concebir distintas ideologías e intereses territoriales, 

suscitó más de un conflicto interno y una desarticulación estatal (Restrepo, 2006a). 

En el siglo XIX, las clases dominantes, las rentas para la financiación del Estado, las 

instituciones y las políticas económicas giraban en torno a los productos de exportación 

del momento, de manera que ese desarrollo del mercado mundial, junto con la introducción 

de los países latinoamericanos en esta dinámica, requirieron que el Estado moderno 

actuara bajo un modelo de funciones centralizado, que tuviera incidencia en las actividades 

económicas, en la construcción de infraestructura para el desarrollo empresarial, en la 

legislación, las instituciones y las rentas nacionales para ampliar la urbanización y el 

comercio, y bajo el cual los intereses políticos y económicos nacionales en realidad 

respondían a los particulares de determinados sectores y territorios (Restrepo, 2006a). 

De acuerdo con Restrepo (2006a), desde 1930, independientemente de la forma federal o 

unitaria, los Estados en América Latina propendieron convertir en asuntos del Estado la 

política económica, la educación, la salud, y la seguridad social. En este sentido, la 

provisión de los servicios de educación, salud, agua potable y alcantarillado que se heredó 
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de la iglesia pasó a ser responsabilidad de los gobiernos centrales en la mayoría de los 

países que conforman la región. A esta dinámica, se sumó la creciente intervención de los 

Estados en la economía, producto de la crisis económica de la década de los treinta. Todo 

esto, ocasionó lo que Finot (2001, p.13) denomina:   

el paradigma de la planificación central, donde el Estado asumía el papel 

protagónico en el desarrollo económico y social a través de una planificación 

“imperativa” para lo que llegó a ser un poderoso sector estatal e “indicativa” para el 

resto de los agentes económicos, a fin de que se plegaran a la planificación 

decidida centralmente. 

Sin embargo, este proceso de centralización del poder fue mayor en los Estados unitarios 

que en los federales, pues estos últimos conservaron algunos aspectos en la 

administración pública local, en política social y en las rentas orientados hacia una 

descentralización en el desarrollo de las funciones estatales (Restrepo, 2006a). 

Ahora bien, particularmente en Colombia, de acuerdo con Restrepo (2006b), la 

organización espacial del Estado pasa del centralismo ente los años 1819 y 1863, al 

federalismo entre 1863 y 1886, vuelve al centralismo en el periodo de 1886 a 1986 y 

regresa nuevamente a la descentralización a partir de 1986. 

Sobre el primer periodo mencionado (1819-1863), la independencia se trató de un cambio 

en el poder del Estado, más que de una transformación social “pues no sacudió con fuerza 

las principales prácticas productivas, el régimen de propiedad ni las formas 

extraeconómicas de dominación del trabajo. Los españoles fueron sustituidos por los 

criollos en unos territorios que dominaban de manera relativamente independiente” 

(Restrepo, 2006b, p. 321-322). Diversos hechos ocurridos durante este periodo, como la 

separación de la Gran Colombia, las rebeliones regionales federalistas, la división sobre la 

organización espacial del Estado, la posterior creación de la Confederación Granadina y 

la Constitución de Rionegro en 1963, conllevaron a que el país incursionara en el sistema 

federalista. 

Este federalismo del siglo XIX carente de un mercado nacional integrado y de una clase 

que promoviera la economía, se caracterizó por una importante fragmentación que 

alimentó su crisis, incrementando la tributación e invocando la necesidad un mayor poder 

a nivel central. Así pues, la actividad económica experimentó un desplome debido a la 
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caída de los precios de las exportaciones abriendo campo al centralismo nuevamente, de 

manera que, luego de una victoria militar, en 1885 comenzó una etapa de consolidación 

del presidencialismo como una necesidad en la unificación de “esfuerzos financieros, 

políticos, institucionales y militares hacia la construcción del Estado Nación colombiano, 

bajo una forma centralizada” (Restrepo, 2006b, p. 324). 

“El país fue definido por la Constitución de 1886 como un estado centralizado políticamente 

y descentralizado administrativamente, lo que se tradujo en que los actos de una autoridad 

debían ser refrendados por la autoridad inmediatamente superior” (Maldonado, 2001, 

p.34). Por consiguiente, las decisiones del gobierno se tomaban desde la Presidencia de 

la República, y los municipios y departamentos tenían potestad sobre algunas 

responsabilidades y actos como beneficencia, actividad industrial, inmigración, 

construcción de vías férreas, entre otros, a través del uso de recursos propios recaudados 

mediante contribuciones (Asamblea Nacional Constituyente, 1886). 

Durante este periodo la propiedad de los terrenos baldíos, las empresas mineras, salinas 

y petroleras y los principales tributos departamentales fueron expropiados por la Nación, 

así como también se prohibió a los departamentos la promulgación de leyes, y se evidenció 

una dependencia financiera sobre las transferencias recibidas del presupuesto nacional 

(Restrepo, 2006b). 

Esta dinámica prevaleció durante gran parte del siglo XX, y a su vez, se acompañó de la 

lucha por el poder entre el partido conservador y el partido liberal, donde cada uno tenía 

una visión distinta del rol del Estado (Maldonado, 2001).  

Restrepo (2006b) distingue tres periodos importantes, entre 1930 y 1970, en los cuales 

ocurrieron ciertos sucesos políticos que fortalecieron el centralismo. Uno donde primaron 

los enfrentamientos ideológicos entre el partido el liberal y el conservador, un segundo 

periodo que, como consecuencia del anterior, se caracterizó por un sectarismo que 

provocó un enfrentamiento armado, y por último el periodo del Frente Nacional. 

El país experimentó varios cambios políticos que condujeron a un período de 

violencia a mediados del siglo XX que culminó en 1957 con la conformación del 

Frente Nacional. La sucesión presidencial entre ambos partidos duró hasta 1978 y 
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el reparto de las cuotas de poder terminó definitivamente en 1986 (Maldonado, 

2001, p.34). 

En este sentido, el Frente Nacional se instauró con el fin de reorganizar el país en torno al 

Estado para dar fin a un periodo de conflicto que se había ocasionado previo a la 

presidencia de Gustavo Rojas Pinilla, en la cual se logró apaciguar el periodo de guerra 

civil conocido como la Violencia en Colombia (1948-1953). Sin embargo, lo que se logró 

durante esta época fue reforzar la centralización de los procesos políticos al determinar 

que la elección del gobierno se realizaría únicamente entre los dos partidos tradicionales, 

alternando la presidencia de la República cada 4 años durante 16 (Restrepo, 2006b). 

No obstante, esta dinámica más que acabar con la crisis de violencia que estaba viviendo 

el país, profundizó las problemáticas sociales, económicas y políticas de aquel entonces y 

generó un inconformismo que se materializó con el surgimiento de más guerrillas y la 

necesidad de cambios profundos en la política nacional.  

Posteriormente, en 1968 se reformó la Constitución Política incluyendo la 

descentralización técnica o por servicios, la cual representó la creación de empresas 

públicas prestadoras de servicios a cargo de los departamentos y municipios. Esta reforma 

a la Constitución también creó el “Situado Fiscal”, el cual fue reglamentado mediante la 

Ley 46 de 1971 y permitía transferir recursos de los Ingresos Corrientes de la Nación (ICN) 

a los departamentos para financiar la salud y la educación (Maldonado, 2001). 

De acuerdo con esta ley, mínimo 13 % del presupuesto de ingresos ordinarios de la Nación 

se debía apropiar “para ser distribuido entre los Departamentos, Intendencias y Comisarías 

y el Distrito Especial de Bogotá, (…) catorce por ciento (14%) en 1974 y de quince por 

ciento (15%) en 1975. El valor total de esa apropiación se denomina "Situado Fiscal".” 

(Congreso de la República de Colombia, 1971, art. 1). Del total del Situado Fiscal, el 30% 

debía ser distribuido por partes iguales y el 70% proporcionalmente a la población de cada 

una de estas entidades territoriales; respecto a su destinación 74% debía emplearse para 

financiar los gastos de funcionamiento de la enseñanza primaria, y el 26% para los gastos 

de salud pública distintos de aquellos relacionados con campañas sanitarias nacionales o 

ser dirigidos y administrados por la Nación; y su administración estaba a cargo de los 

Fondos Educativos Regionales y de los servicios de salud de cada entidad territorial 

(Congreso de la República de Colombia, 1971). 
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En la década de los años ochenta, el proceso de descentralización en el país estuvo 

relacionado directamente con la posibilidad de llegar al fin del conflicto armado con 

diferentes grupos guerrilleros, apoyando la promesa de las reformas de descentralización 

ofrecidas por el gobierno del entonces presidente Betancur, y es así como, a principios de 

los años noventa, se insertaron a la vida política y civil cinco movimientos guerrilleros: el 

Quintín Lame, el PRT, el M19, el EPL y una parte del ELN (Restrepo & Barberena, 2014). 

Este proceso fue complementado por las medidas relacionadas con la distribución de los 

recursos y a su vez se complementaron con la elección popular de los alcaldes y 

gobernadores, con la finalidad de profundizar la democracia y finalizar la centralización 

persistente en el país, de manera que  “la participación ciudadana y comunitaria en las 

instituciones locales se convirtió en una puerta muy importante para el logro de la expresión 

institucional de los vigorosos movimientos sociales de las décadas del setenta y el ochenta 

del pasado siglo” (Restrepo & Barberena, 2014, p. 97). 

De igual forma, la descentralización de la política social posibilitó que el gasto público 

llegara a los territorios con carencias en los servicios sociales básicos, y por consiguiente 

los índices de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) disminuyeron al ampliar la 

cobertura principalmente en salud y educación básica. 

Luego, en 1991, en medio del ambiente de la crisis política y social en la que se encontraba 

el país, se produjo la Asamblea Nacional Constituyente, a partir de la cual se expidió la 

Constitución Política de 1991. En esta constitución se estableció que: 

Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 

unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 

democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, 

en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del 

interés general [Énfasis propio] (Asamblea Nacional Constituyente, 1991, art.1). 

“Las finanzas públicas se descentralizaron fuertemente a partir de la reforma Constitucional 

de 1991, acelerando un proceso que se había iniciado anteriormente” (Alesina, 

Carrasquilla y Echavarría, 2000, p.3), con el fin de que el gasto público en salud y en 

educación fuera más eficiente, por lo cual estas dos destinaciones conformaron el grueso 

de los recursos que se transferirían a partir de ese momento.  
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Asimismo, se continuó con la figura de Situado Fiscal, ajustando los porcentajes de 

participación para los años siguientes a la constitución, mediante la reglamentación de la 

Ley 60 de 1993 (Contraloría General de la República, 2017b), según la cual, el situado 

fiscal corresponde a un porcentaje creciente de los ICN que como mínimo tendría tres 

niveles de participación: 23% para el año 1994, 23,5% en 1995 y 24.5% para 1996; y cuya 

destinación correspondía a 60% para educación, 20% para salud y el 20% restante lo podía 

destinar el departamento o distrito, a salud o educación dependiendo de sus metas en 

relación con cobertura y las otras fuentes de financiación que tuviera en estos sectores. 

Estos recursos se distribuyeron en un 15% para los Departamentos, el Distrito Capital y 

los Distritos de Cartagena y Santa Marta, en partes iguales, y el 85% restante correspondía 

a una proporción variable de la población atendida durante el año anterior y la población 

por atender en salud y educación en todos los departamentos y distritos (Congreso de la 

República de Colombia, 1993). 

Al comparar esta distribución con la determinada en la Ley 46 de 1971 se observa un 

importante incremento en la proporción determinada para las transferencias. Este aumento 

progresivo “había sido un compromiso de la Asamblea Nacional Constituyente para asignar 

recursos suficientes a las ET, en la medida en que iban a hacer frente a un conjunto nuevo 

de competencias como parte del esquema de descentralización” (Ortiz, 2017, p. 3).  

No obstante, debido a que el producto interno bruto a finales de los años noventa cayó, el 

país experimento una reducción en los ingresos tributarios, y por consiguiente en las 

transferencias a los departamentos y distritos, comprometiendo la sostenibilidad de las 

coberturas en educación y en salud (Bonet, Pérez & Ayala, 2014), se modificaron los 

artículos 356 y 357 de la Constitución Política mediante el Acto Legislativo 01 de 2001, y 

con su posterior reglamentación mediante la Ley 715 de 2001, se creó el Sistema General 

de Participaciones (SGP), el cual “integra los recursos que la Nación transfiere a las 

entidades territoriales, para efecto de atender los servicios en educación, salud, agua 

potable, saneamiento básico, propósito general y asignaciones especiales, a cargo de 

éstas” (Contraloría General de la República, 2017b, p.11).  

De acuerdo con dicho acto legislativo, las transferencias ya no estarían sujetas a 

porcentajes fijos de los ICN bajo concepto del Situado Fiscal, sino que, se fijarían montos 

que aumentarían anualmente. Sin embargo, en la práctica, esto significó una caída de la 

velocidad de crecimiento de las transferencias, fue un ajuste fiscal en contra de la 
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descentralización de los ICN como lo indica Ortiz (2017), “el monto base de cálculo de las 

transferencias ha sido ajustado vertiginosamente (por no decir, brutalmente) a la baja, 

pasando de representar el 46,5% de los ICN en el año 2000, a solo el 29,28% en el 2016” 

(p. 1). 

Para migrar a este nuevo modelo, se estableció un periodo de transición desde el 2001 

hasta el 2008, el cual fue ampliado posteriormente hasta el 2016 mediante el Acto 

Legislativo 04 de 2007, reglamentado por la Ley 11 de 2007.  

A partir de ello, se han generado modificaciones en cuanto a los porcentajes de asignación 

y los procedimientos a seguir mediante la Ley 1753 de 2015, la cual eliminó la competencia 

del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) para aprobar el SGP, el 

Decreto 1082 de 2015, el cual compiló decretos reglamentarios de distribución de recursos 

de SGP, y la Ley 1955 de 2019, la cual modificó los porcentajes de participación de la 

salud y los criterios de distribución de la misma (DNP, 2019a). 

1.3 Descentralización administrativa y descentralización 
fiscal en Colombia 

Desde el ámbito jurídico, en Colombia el concepto de descentralización es vinculado 

mediante la constitución política de 1991, como se mencionó anteriormente, desde su 

artículo primero donde se consagra que “Colombia es un Estado social de derecho, 

organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 

entidades territoriales (...)” (Asamblea Nacional Constituyente, 1991). Dada esta condición 

intrínseca es importante entender la acción de descentralizar bajo las naturalezas de 

autoorganización mediante divisiones administrativas o territoriales, e igualmente la 

transferencia de poder o competencias entre entidades estatales (Corte Constitucional de 

Colombia, 1992; RAE s.f.). En ese sentido, se reconocen diferentes clases de 

descentralización en el marco legal colombiano. En la Constitución Política (Asamblea 

Nacional Constituyente, 1991) el artículo 210 hace referencia a las entidades prestadoras 

de servicios, el artículo 209 a la administración, los artículos 285, 286, 287 y 288 contienen 

las disposiciones generales de la organización de los territorios, y los artículos 352, 353, 

356 y 357 contemplan lo relacionado con los recursos fiscales.  
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Particularmente la descentralización de orden administrativo se desarrolla mediante la ley 

489 de 1998 (Congreso de la República de Colombia), donde aclara en su artículo segundo 

que las reglas y principios relativos a la función administrativa no afectarán la condición de 

autonomía de los entes descentralizados, y concretamente en el artículo séptimo 

determina el alcance de las funciones de dichas entidades según su territorio, 

correspondiendo al nivel municipal la prestación de servicios, al departamental lo relativo 

al control de los servicios prestados y al nivel nacional el desarrollo de los planes, políticas 

y estrategias aplicables toda la Nación. 

Por otra parte, desde la generalidad concebida de descentralización administrativa se 

denota que la formulación y ejecución del presupuesto, así como la ordenación del gasto, 

son funciones de las entidades territoriales (Congreso de la República de Colombia, 1998). 

Dicho en otras palabras, al descentralizar la administración, se hace lo respectivo con los 

recursos fiscales. Lo anterior se consolida en el Estatuto Orgánico del Presupuesto 

contenido en el Decreto 111 de 1996, mediante el cual se regula el sistema presupuestal 

de Colombia (Presidencia de la República de Colombia, 1996a), dando cumplimiento al 

artículo 352 de la Constitución Política, el cual relaciona las diferentes fases del 

presupuesto y resalta la importancia de la coordinación entre las entidades territoriales, los 

entes descentralizados y el Plan Nacional de desarrollo. Asimismo el artículo 356 establece 

el Sistema General de Participaciones (SGP), cuyo objeto es proporcionar los recursos 

para que los organismos descentralizados puedan prestar los servicios a su cargo 

“dándoles prioridad al servicio de salud, los servicios de educación, preescolar, primaria, 

secundaria y media, y servicios públicos domiciliarios de agua potable y saneamiento 

básico, garantizando la prestación y la ampliación de coberturas con énfasis en la 

población pobre” (Asamblea Nacional Constituyente, 1991, art. 356).  

Como se ha señalado, la transferencia de facultades a las entidades territoriales  implica 

la transferencia de recursos necesarios para cumplir con las obligaciones asignadas a cada 

una de estas, es por ello que “no se podrá descentralizar competencias sin la previa 

asignación de los recursos fiscales suficientes para atenderlas” (Asamblea Nacional 

Constituyente, 1991, art. 356) y  dando alcance al reconocimiento y protección 

constitucional de la diversidad étnica y cultural presente en el territorio colombiano, para 

efectos de la distribución por el SGP “serán beneficiarias las entidades territoriales 

indígenas, una vez constituidas. Así mismo, la ley establecerá como beneficiarios a los 
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resguardos indígenas, siempre y cuando estos no se hayan constituido en entidad territorial 

indígena” (Asamblea Nacional Constituyente, 1991, art. 356).  

1.4 Distribución de los recursos del SGP  

Conforme a las leyes 715 de 2001 y 1176 de 2007, y desde la expedición del Acto 

Legislativo 4 de 2007, el SGP se compone por un grupo de asignaciones sectoriales y otro 

de asignaciones especiales (DNP, 2017).  

Sobre la distribución sectorial de los recursos el SGP se conforma por los siguientes 

elementos: 

1. Una participación con destinación específica para el sector educación, dirigida 

a financiar la prestación del servicio educativo atendiendo los estándares 

técnicos y administrativos en el pago de la nómina del personal docente y 

administrativo de las instituciones educativas públicas; la construcción de la 

infraestructura, mantenimiento, funcionamiento y pago de los servicios públicos 

de las instituciones educativas; la provisión de la canasta educativa y el 

mantenimiento, evaluación y promoción de la calidad educativa. 

2. Una participación con destinación específica para el sector salud, dirigido al 

aseguramiento en salud de los afiliados al Régimen Subsidiado, salud pública 

y al subsidio a la oferta. 

3. Una participación con destinación específica para agua potable y saneamiento 

básico, dirigido a la financiación de inversiones en infraestructura, y a cubrir los 

subsidios a que haya lugar. 

4. Una participación de propósito general que puede ser destinada libremente para 

inversión y cubrir otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración 

municipal. 

Por su parte, las asignaciones especiales corresponden a una distribución para los 

resguardos indígenas, una proporción para los municipios cuyos territorios limiten con el 

Río Grande de la Magdalena, otra para financiar los programas de alimentación escolar en 

los distritos y municipios, y una última para el Fondo Nacional de Pensiones de las 
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Entidades Territoriales (FONPET) con el fin de cubrir los pasivos pensionales de salud, 

educación y otros sectores (Congreso de la República de Colombia, 2001). 

Hoy en día, la distribución de recursos del SGP corresponde en un 96% a asignaciones 

sectoriales, de los cuales 58,5% van para educación, 24,5% a salud, 5,4% a agua potable 

y 11,6% se destina a propósito general; mientras que el 4% restante es para asignaciones 

especiales, de los cuales 0,5% es para alimentación escolar, 0,52% para resguardos 

indígenas, 0,08% para ribereños y 2,9% para FONPET (DNP, 2019a).  

De acuerdo con el Departamento Nacional de Planeación (DNP, 2019a, p.6) y la Ley 715 

de 2001, y sus modificaciones, los criterios para las asignaciones sectoriales son los 

siguientes: 

Educación  

▪ Población atendida: corresponde a una asignación por alumno, con base en las 

tipologías educativas definidas por la Nación, atendiendo los niveles educativos 

de preescolar, básica y media tanto en zonas urbanas como rurales en todo el 

país, y está conformada por costos de personal, dotaciones escolares, 

adecuación y mantenimiento de infraestructura, cuota de administración 

departamental, interventoría y sistemas de información (Congreso de la 

República de Colombia, 2001).  

 

▪ Población por atender en condiciones de eficiencia: corresponde a una 

distribución basada la proporción de niños en edad de estudiar que no están 

siendo atendidos por instituciones oficiales y no estatales, priorizando a las 

entidades territoriales donde la oferta oficial sea menor o con menor cobertura 

en condiciones de eficiencia (Congreso de la República de Colombia, 2001).  

 

▪ Equidad: corresponde a la distribución de una suma residual de acuerdo con el 

indicador de pobreza certificado por el DANE (Congreso de la República de 

Colombia, 2001). 

Salud 

▪ Financiación a la población pobre mediante subsidios a la demanda. Esta 

asignación distribuida entre distritos, municipios y corregimientos 
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departamentales corresponde al cálculo per cápita del total de la población 

pobre atendida en el país mediante subsidios a la demanda en la vigencia 

anterior. Los recursos producto del crecimiento adicional a la inflación del SGP 

en este componente, son dirigidos a financiar la nueva afiliación de la población 

por atender urbana y rural al Régimen Subsidiado (Congreso de la República 

de Colombia, 2001). Para la vigencia 2019 el 87% de los recursos de salud se 

destinaron a este componente (DNP, 2019a). 

 

▪ Distribución de los recursos para financiar las acciones de Salud Pública 

definidas como prioritarias para el país por el Ministerio de Salud. Estos 

recursos corresponden a los asignados durante la vigencia anterior 

incrementados en la inflación y son distribuidos entre los distritos, municipios y 

corregimientos departamentales, con base en los criterios de población, 

equidad y eficiencia administrativa, en 40, 50 y 10 por ciento respectivamente 

(Congreso de la República de Colombia, 2001). Para la vigencia 2019 el 10% 

de los recursos de salud se destinaron a este componente, distribuido en 45% 

para los departamentos y el 55% para los municipios (DNP, 2019a).    

 

▪ Contratación de la prestación de servicios en el régimen subsidiado. 

Corresponde al pago realizado a las instituciones prestadoras de servicios de 

salud públicas del orden municipal o distrital de la entidad territorial (Congreso 

de la República de Colombia, 2001). Para el año 2019 la distribución para este 

componente junto con subsidios a la oferta fue del 3% del total de los recursos 

de salud, para departamentos, distritos y municipios certificados (DNP, 2019a).  

 

Agua potable y saneamiento básico 

▪ Déficit de cobertura: Corresponde al número de personas que no tienen acceso 

al servicio de acueducto y alcantarillado, y cuya distribución fue del 35% del 

total de la asignación en 2019 (DNP, 2019a).  

 

▪ Población atendida y balance del esquema solidario: Este criterio es la 

diferencia entre la población a subsidiar (relacionada con la proporción de 

predios residenciales en estratos 1, 2 y 3) y la población aportante (relacionada 
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con la proporción de predios residenciales en estratos 4, 5 y 6) y sirve como 

medida para lograr el equilibrio en el esquema solidario en cada municipio. 

Para 2019 la proporción del total de recursos de agua potable y saneamiento 

básico, destinados a este componente correspondió al 30% (DNP, 2019a).  

 

▪ Esfuerzo de ampliación en cobertura: Respecto a este criterio se consideran 

los incrementos de la población atendida en el servicio de acueducto y 

alcantarillado para cada municipio o distrito frente a los incrementos 

observados a nivel nacional. Esta distribución corresponde al 5% sobre el total 

de los recursos de esta asignación sectorial (DNP, 2019a).  

 

▪ Pobreza: Corresponde a la proporción de personas con NBI sobre la cual se 

destina el 20% de los recursos (DNP, 2019a).  

 

▪ Eficiencia en la gestión sectorial: Este componente comprende variables 

relacionadas con el uso adecuado de los recursos, la destinación de subsidios, 

eficiencia relativa a los servicios de agua potable la cobertura del servicio de 

acueducto y aseo, entre otros; a este componente se destina 10% de los 

recursos de la asignación total tanto a distritos como a municipios y 

departamentos (DNP, 2019a). 

 

Propósito general 

▪ En términos generales esta asignación se destina a financiar bienes y servicios 

públicos como vivienda, ambiente, cultura, justicia, recreación y deporte, 

centros de reclusión, empleo, entre otros (DNP, 2019a).  

▪  Municipios menores de 25.000 habitantes: el 17% de la asignación de 

propósito general es destinada a los municipios con menos de 25.000 

habitantes; de este porcentaje el 60% se distribuye en relación con indicadores 

de pobreza como el NBI y el restante 40% con base en la población del 

municipio (DNP, 2019a).  

▪ El 83% de la asignación se distribuye a todos los municipios así: 40% en 

relación con la pobreza del municipio, 40% de acuerdo con la población, 10% 

por eficiencia fiscal, es decir el crecimiento promedio positivo de las últimas 
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tres vigencias fiscales en relación con los ingresos tributarios per cápita, y 10% 

por eficiencia administrativa, o sea el cumplimiento de los límites establecidos 

para los gastos de funcionamiento (DNP, 2019a). 

Del mismo modo, de acuerdo con el Departamento Nacional de Planeación (DNP, 2019a, 

p.7), los criterios para las asignaciones especiales son los siguientes: 

▪ Alimentación escolar 

▪ Equidad 95% 

▪ Eficiencia 5% 

▪ Resguardos indígenas 

▪ 100% según población indígena de cada resguardo como proporción de la 

población total que habita en los resguardos 

▪ Ribereños del Río Grande de la Magdalena 

▪ 100% en proporción a los kilómetros de la ribera compartida con el Río 

Grande de la Magdalena 

▪ FONPET 

▪ En proporción al pasivo pensional 30% 

▪ En proporción a la participación en las doce doceavas del SGP distintos de 

Asignaciones Especiales distribuidas en la vigencia anterior 30% 

▪ En proporción al índice de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) de 

cada entidad territorial respecto al nacional 30% 

▪ Población 10% (Departamentos, municipios y distritos) 

Respecto a la distribución de recursos del SGP de la vigencia 2019, el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público certificó al DNP para que este a su vez, asignara $41.150.779 

millones, correspondientes a las doce doceavas1 de las asignaciones sectoriales y 

especiales. La Tabla 1-1, presenta los recursos certificados al DNP para la vigencia 2019. 

 

 
 

1 Los recursos del SGP se emiten en doceavas y se establecen giros que inician en febrero de la 
vigencia. La legalización finaliza una vez el gobierno central ha girado al ente territorial las doce 
doceavas establecidas en la vigencia. 
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Tabla 1-1: Sistema General de Participaciones - Doce doceavas 2019 (en millones de 

pesos) 

Componente Monto 

Componentes sectoriales 40.617.193 

Educación 23.740.455 

Salud 10.212.658 

Propósito general 4.547.255 

Agua potable y saneamiento básico 2.116.825 

Componentes especiales 533.586 

FONPET 84.414 

Resguardos indígenas 212.336 

Municipio Ribereño Magdalena 32.667 

Programas Alimentación Escolar Distritos y Municipios 204.169 

Total 41.150.779 

Fuente: DNP (2019b, p.6) 

La distribución de la última doceava de la vigencia 2019 ascendió a $1,2 billones. Los 

montos asignados a cada rubro se muestran en la Tabla 1-2. 

Tabla 1-2: Distribución última doceava SGP vigencia 2019 (en millones de pesos) 

Asignaciones sectoriales Asignaciones especiales 

Salud 684.627 Alimentación escolar 14.554 

Agua potable y saneamiento básico 150.897 
Ribereños del Río 

Grande la Magdalena 
2.329 

Propósito general 324.150 Resguardos Indígenas 15.136 

    FONPET 84.414 

Total 1.159.674 Total 116.433 

Total general                                                                                                    1.276.107 

Fuente: Elaboración propia con base en DNP (2019b, p.3) 
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2. Autonomía, territorio y descentralización 
frente a los pueblos indígenas  

2.1 El panorama de la reivindicación de los derechos de 
los pueblos indígenas en Colombia 

En Colombia, durante décadas las poblaciones indígenas han luchado por conseguir, por 

un lado, la reivindicación de sus derechos como ciudadanos (salud, educación y justicia), 

y por otro, lograr el reconocimiento de algunos derechos exclusivos (territorios ancestrales 

y autonomía) (Lou Guérin, 2018). En este sentido, el presente capítulo se enfoca en el 

segundo tipo de derechos, específicamente en autonomía, la cual tiene unas implicaciones 

de carácter político, administrativo y fiscal. 

Históricamente, desde la época de la colonia se ha visto a la población indígena como 

aquella que debía ser intervenida para lograr su civilización, su integración con la sociedad 

e inclusive su evangelización, ignorando que estos fines no necesariamente responden a 

las necesidades, la cultura y la tradición de estas comunidades. Como indica Padilla: 

En el camino por la reivindicación de sus culturas y su derecho a la visibilidad como 

pueblos diferenciados, los indígenas en América Latina se han enfrentado a un 

doble “apartheid", uno el social, que los discrimina y otro legal, que los niega (1996, 

p.78). 

Desde mediados del siglo XIX, con los cambios económicos que se fueron presentando en 

Colombia encausados hacia la apertura económica, “el país entró en una época 

radicalmente nueva (…) caracterizada por la expansión acelerada de las exportaciones” 

(Melo, 1979, p. 31). Al comercio internacional de oro se sumaron productos agrícolas como 
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el tabaco, la quina y el café, algunas manufacturas artesanales como los sombreros de 

paja y la extracción de otros minerales que aumentaron la inversión de capitales nacionales 

con el objetivo de ser exportados (Melo, 1979). 

Por lo anterior, el país experimentó un régimen de libre cambio en el cual se aprobó una 

tarifa aduanera que pretendía abrir el país al comercio el exterior, así como también se 

reformó sustancialmente el sistema de derechos de importación en 1861, al cobrarse una 

tasa sobre el peso bruto de los productos importados en lugar de cobrar impuestos con 

base en su valor. Como lo afirma Melo, para algunos autores como W. P. McGreevey, este 

período fue relativamente armónico, en términos de la balanza de pagos, pues tanto 

importaciones como exportaciones crecieron de forma pareja y el país se benefició de los 

ingresos obtenidos por el sector exportador (McGreevey, 1971, citado por Melo, 1979). 

Debido a estos cambios en la economía del país, se planteó a la explotación agrícola como 

uno de los pilares fundamentales para “insertar a Colombia en el comercio mundial como 

característica de un Estado moderno y la existencia de los resguardos ponía límites a la 

disposición de la tierra para aumentar la producción agrícola con el fin de exportarla” 

(Galeano, 2013, p. 15). Sin embargo, como lo señala Tovar (1985, citado en Galeano, 

2013) esta apertura económica no se encontraba respaldada por las élites caucanas, 

quienes estaban en contra del cambio, ya que recibían rentas de trabajo servil de los 

resguardos indígenas de la zona, y, por tanto, se veían amenazados económicamente con 

su posible disolución. Lo anterior, junto con la resistencia indígena, fue un factor clave en 

la conservación de buena parte de los resguardos. 

Esta resistencia indígena donde primó la lucha por retener los territorios ancestrales de 

manera colectiva por medio de la figura jurídica del resguardo representó un obstáculo 

para el proyecto del Estado-Nación del siglo XIX, que consideraba la propiedad individual 

como un aspecto inherente de la ciudadanía (Espinosa, 2009). “La insistencia de los 

indígenas en el agravio histórico del despojo territorial y la opresión forjó unas formas de 

colectivismo, conciencia histórica y ancestralidad respecto al territorio y al ser indígena” (p. 

19). 

No obstante, después de 1875 la reforma aduanera y la creación de facilidades para 

importar productos, introducidas por el gobierno liberal, ocasionaron que las importaciones 
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excedieran las exportaciones y, por consiguiente, se generó un déficit económico en el 

frente externo (Melo, 1979). 

Sumado a lo anterior con la sucesión de guerras civiles que culminan en la de los mil días 

y  la pérdida del canal de Panamá, Colombia inició el siglo XX arruinada, con hiperinflación 

y aislada del mundo. La guerra, además de las muertes que había ocasionado, paralizó al 

país por aproximadamente cuatro años, acabó con bastantes recursos agrícolas, 

semovientes e infraestructura (Kalmanovitz, 2017). 

Al terminar la guerra, sin embargo, se generó un importante cambio estructural que 

transformó un país de haciendas y campesinos en otro urbano e industrial. Unas 

instituciones políticas y legales centralizadas adquirieron nueva vida, se tornaron 

más tolerantes, y apoyaron el desarrollo capitalista que finalmente despegó para 

Colombia, después de un siglo prácticamente perdido (Kalmanovitz, 2017, p. 135). 

Con la llegada al poder de Rafael Reyes se logró la reconstrucción del país, se eliminó una 

importante proporción del exceso de dinero impreso por el Gobierno durante la guerra, se 

llevó a cabo un plan de construcción de infraestructura, incluyendo carreteras, electricidad, 

acueductos y alcantarillas, se fomentaron industrias como la textil y la cementera, se 

subsidió la exportación, se impulsaron medidas proteccionistas para equilibrar la balanza 

comercial, se creó el impuesto al consumo del tabaco, y se continuó con la política de 

expansión de la frontera agrícola mediante la adjudicación de baldíos (Kalmanovitz, 2017).  

Adicionalmente, como una de las medidas para enfrentar la crisis económica resultante de 

la guerra de los Mil Días, se expidió la ley 30 de 1903 sobre asuntos fiscales de minas -la 

primera Ley en Colombia para regular los asuntos de petróleos específicamente-, mediante 

la cual se determinó que las disposiciones del Código Fiscal referentes a los minerales que 

se encuentren en terrenos baldíos pertenecen a la Nación, se aplicarían a los depósitos 

de hidrocarburos; y en 1905 la Asamblea Constituyente y Legislativa promulgó la Ley 55 

"por la cual se ratifica la venta de varios bienes nacionales y se hace cesión de otros" 

(Banco de la República de Colombia, 2020a).  

Por medio de esta última Ley, “la Nación ratifica y confirma las declaratorias judicial y 

legalmente hechas, de estar vacantes globos de terrenos conocidos como Resguardos de 

indígenas, así como también las ventas de ellas efectuadas en subasta pública” (Asamblea 
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Nacional Constituyente y Legislativa de Colombia, 1905, art. 1). Asimismo, otorgó los 

terrenos de resguardos de indígenas a los municipios ubicados dentro de su jurisdicción; 

pero bajo la obligación por parte de los distritos de respetar los derechos de los indígenas 

residentes en ellos. Esto implicó que la Nación como dueña de los resguardos tenía el 

derecho de vender estos terrenos o explotarlos para obtener rentas de los minerales 

extraídos. 

En 1919 con la Ley 104 se dispuso la división de algunos terrenos de resguardo y se 

determinó castigar a aquellos indígenas que se opusieran a esta política despojándolos de 

sus tierras (Congreso de la República de Colombia, 1919), tema que también fue regulado 

mediante la Ley 38 de 1921 y la Ley 19 de 1927.  

Como consecuencia de las anteriores leyes, este conflicto por la propiedad indígena 

generado por la idea de la propiedad individual implicó, además de imponer un nuevo estilo 

de trabajo y formas de producción, todo tipo de violación de los derechos de los pueblos 

indígenas, lo cual ocasionó que muchas personas abandonaran sus tierras y la extinción 

de comunidades enteras (Ospina, 1991), como el caso de los resguardos de Tierradentro, 

en los años 40, sobre los cuales se afirmó que sus poseedores habían perdido la identidad 

indígena (Banco de la República, 2020b).  

A raíz de lo anterior, durante esta primera parte del siglo XX, los pueblos indígenas 

lucharon por la recuperación de sus territorios, dirigidos por grandes líderes como Manuel 

Quintín Lame, quien se valió de las leyes para soportar su contienda, logrando así 

importantes victorias como el reconocimiento de los resguardos de Ortega y el Chaparral 

(Tolima) en 1938 (Galvis, 2014). Lame es considerado como “la figura pionera más 

importante de la historia de la movilización indígena del siglo XX en Colombia y del 

desarrollo de un “pensamiento indígena de liberación”” (Vasco, 1997, citado en Espinosa, 

2009, p. 22).  

Posteriormente en 1958 se promulgó la Ley 81, sobre fomento agropecuario en las 

parcialidades indígenas, por medio de la cual, entre otras cosas, se creó una oficina 

llamada “Sección de Negocios Indígenas", el Fondo de Fomento Agropecuario de las 

parcialidades indígenas y el Instituto Indigenista Colombiano y se determinó que la división 

de una parcialidad indígena sólo podía ser decretada a solicitud de la totalidad del 

respectivo cabildo (Congreso de la República de Colombia, 1958). 
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A partir de este momento el Estado abandona una posición reduccionista en la cual sus 

acciones de trato estaban “cifradas sobre la necesidad y conveniencia de combinar la labor 

“paternal” de la iglesia con las medidas legales de quebrantamiento de los sistemas y las 

instituciones de las comunidades a cargo directo del Estado” (Ospina, 1991, p. 16). 

El contexto social del país en ese momento se encontraba enmarcado por las 

consecuencias de la violencia partidista que aceleró la migración de la población rural a 

las ciudades en forma de invasión, una nueva fase del conflicto armado con la influencia 

de la ideología comunista y la emergencia de guerrillas enmarcadas en las coordenadas 

de la guerra fría, el desgaste de la producción agrícola, cafetalera e industrial, la reducción 

de alimentos y el desempleo (Franco & De los Ríos, 2011), lo cual hizo visible la necesidad 

de una Reforma Agraria (RA). 

Por lo anterior, en 1961 se promulgó la Ley 135, sobre reforma social agraria, cuyos fines, 

entre otras cosas, estaban orientados hacia la eliminación y la prevención de la 

concentración de la propiedad de forma inequitativa y la dotación de tierra a quienes no 

las poseían. A través de esta Ley se determinó que aquellos terrenos baldíos ocupados 

por indígenas no podían ser adjudicados a terceros sin el concepto favorable de la División 

de Asuntos Indígenas. 

Asimismo, estableció que el Instituto de la Reforma Agraria (IRA) realizaría operaciones 

de concentración parcelaria en pro de la reconstrucción de explotaciones agrícolas de 

manera que el nivel de vida de las personas que hacían parte de los minifundios mejorara, 

incluyendo dentro de estos a los indígenas, al indicar que el Instituto podría construir 

nuevos resguardos para beneficiar a los grupos indígenas que no los poseían (Congreso 

de la República de Colombia, 1961). 

“Sin embargo, aparece un nuevo factor normativo dentro de la ley, que fueron las 

instituciones en tema de RA, cuyo mecanismo para afectar la estructura agraria continuó 

siendo la expropiación y la redistribución” (Balcázar et ál., 2001; Rosas, 2004; Palou, 2008; 

citados en Franco & De los Ríos, 2011, p. 104). 

En 1968, el Estado pretendió intensificar los medios para afectar la tenencia de la tierra, 

contemplando la extinción de dominio por vía administrativa de las tierras explotadas de 

manera inadecuada, la entrega de la tierra a quienes la estuviesen trabajando y la 
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institucionalización de la interlocución campesina con el Estado (Machado y Suárez, 1999, 

citado en Franco & De los Ríos, 2011), a través de la Ley 1 de 1968. No obstante, la entrega 

de las tierras no se cumplió completamente, debido a que los propietarios desalojaron a 

los campesinos para que no solicitaran su adjudicación o reclamaran el pago de mejoras 

que habían realizado en los predios (Mondragón, 2001, citado en Franco & De los Ríos, 

2011).  

En concordancia con lo anterior, respecto al impacto en las comunidades indígenas, con 

esta Ley se buscaba liquidar definitivamente los resguardos, al dar continuidad a la 

legislación precedente sobre expropiación de las tierras de propiedad colectiva, y cuyas 

consecuencias habrían podido ser la transformación de los indígenas en campesinos 

acabando completamente con su cultura (Galeano, 2013).  

Así pues, al comenzar la implementación de la RA, y teniendo en cuenta que en el contexto 

internacional otros países propendían por una mayor visibilidad y respeto por los derechos 

indígenas, los indígenas del Cauca comenzaron un proceso de recuperación de tierras que 

generó en 1971 el surgimiento de una alianza entre los indígenas del Cauca y 

movilizaciones campesinas, considerada la génesis de las políticas públicas elaboradas 

por el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC), movimiento que adoptó los mismos 

principios que defendió Lame: Unidad, Tierra, Cultura (Galeano, 2013). 

Bajo el liderazgo de Lame, la quintinada y el lamismo marcaron el surgimiento de 

un pensamiento político indígena. En la década de 1970, la imagen de Lame como 

intelectual y luchador se consolidó en ámbitos académicos y políticos (Sevilla 1976; 

Morales 1979). (…) El legado de Lame también inspiró el movimiento armado 

Quintín Lame, de composición étnica y social variada, cuyos militantes se 

desmovilizaron a finales de la década de los ochenta (Espinosa 1996) (Espinosa, 

2009, p. 31). 

Este movimiento se abrió paso en un contexto de represión estatal, conflicto armado y 

narcotráfico, situaciones que además de perpetuar el desconocimiento de los derechos 

indígenas que prevalecía desde el siglo XX, sometieron a estos pueblos a condiciones de 

violencia y desplazamiento forzado. Fue hasta inicios de los noventa que se hicieron 

visibles los primeros frutos de la resistencia, cuando por fin, las comunidades indígenas 

fueron reconocidas como sujetos de derechos a través de la Constitución Política de 1991. 
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De este modo, cuando se citó la Asamblea Nacional Constituyente que resultó en la 

expedición de la Constitución Política de 1991, por primera vez en la historia, dicha 

Asamblea tuvo participación de diversos sectores de la sociedad, incluidos tres 

representantes indígenas que no estaban vinculados a ningún partido político (Olsen, 

2008; Padilla, 1996).  

Esta Constitución, tuvo cambios importantes en materia normativa para los pueblos 

indígenas, comenzando por la transformación de un Estado monocultural al multicultural y 

pluriétnico, al mencionar en su artículo 7 que “El Estado reconoce y protege la diversidad 

étnica y cultural de la Nación colombiana” (Asamblea Nacional Constituyente, 1991), 

aceptando de esta manera, por ejemplo, el reconocimiento de no solo un Dios, ni una sola 

lengua, considerando que el derecho positivo estatal no es el único que rige en todas las 

sociedades y que la propiedad privada no es la única forma de propiedad (Sánchez, 

Enrique, Benjumea, Rodríguez & Nieto, 2003). 

De igual forma, por medio de la Carta se introdujo el concepto de Entidades Territoriales 

Indígenas (ETI); se declararon las lenguas indígenas como oficiales en sus territorios, 

mostrando así respeto por la identidad cultural por lo menos al momento de impartir la 

educación; se asignaron dos puestos permanentes para los indígenas en el Senado de la 

República garantizando su participación en la vida política del país; se da el reconocimiento 

a las autoridades de los pueblos indígenas como jurisdicciones especiales dentro de su 

ámbito territorial y en concordancia con sus propias normas y procedimientos; se antepone 

la integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas sobre la 

explotación de los recursos naturales en sus territorios; se tienen en cuenta los resguardos 

indígenas para participar de la distribución de los ICN; y se consideran las tierras de 

resguardo como un derecho social inalienable, imprescriptible e inembargable (Asamblea 

Nacional Constituyente, 1991). 

Adicionalmente, a través de la Ley 21 de 1991, Colombia incorporó en la legislación 

nacional el Convenio de la OIT 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales, el cual:  

establece una serie de derechos particulares de estos pueblos que los Gobiernos 

tienen la responsabilidad de cumplir. El Convenio protege la integridad económica, 

social y cultural de los pueblos indígenas (arts. 2, 4 y 5) y reclama el respeto a la 
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autonomía de estos pueblos y a su derecho a ejercer el control sobre su propio 

proceso de desarrollo (Olsen, 2008, p.8). 

Posteriormente, a través de la sentencia T-380/93, la Corte Constitucional reconoció que 

hasta el momento había existido una dicotomía entre individual-colectivo, donde ambas 

son sujeto de derechos de acuerdo con la constitución; no obstante, ninguna se asimilaba 

al concepto de comunidad indígena, dado que sus individuos no se consideran sujetos 

apartados de su comunidad. En este sentido, la corte declaró que dichas comunidades 

indígenas son por sí mismas titulares de derechos fundamentales, los cuales debían ser 

protegidos, especialmente, aquellos relacionados con la integridad cultural, social y 

económica (Olsen, 2008). 

En el año 2007, después de dos décadas de trabajo conjunto y negociaciones, la Asamblea 

General de las Naciones Unidas adoptó la Declaración de los Derechos de los Pueblos 

Indígenas, la cual, representó en su momento un gran avance en materia de 

reconocimiento de derechos como libre determinación, culturales, colectivos, de identidad, 

a la salud, a la educación. “La Declaración enfatiza el derecho de los pueblos indígenas 

de preservar y fortalecer sus propias instituciones, culturas y tradiciones y de trabajar por 

su desarrollo de acuerdo a sus aspiraciones y necesidades” (FILAC, 2017, párr.3). Cabe 

aclarar que, en ese entonces, Colombia fue el único país latinoamericano cuyo voto no fue 

a favor de la declaración (se abstuvo de votar), lo cual generó inconformidad en el país por 

parte de los pueblos indígenas y de algunos sectores de la esfera política quienes habían 

apoyado la reivindicación de los derechos indígenas que en ese momento no se estaba 

logrando. 

Posteriormente, se emitió el Auto 004 de 2009, el cual, pretendió sentar las bases legales 

para la mitigación del exterminio de las comunidades indígenas producto del 

desplazamiento forzado, la dispersión de los miembros y la violencia. Este 

pronunciamiento de la Corte Constitucional promovió la conservación de derechos de los 

indígenas desplazados, confinados o en peligro de desplazamiento en medio de un 

conflicto armado entre las fuerzas militares, las guerrillas y grupos paramilitares que 

durante años amenazaban (situación constante hoy en día) las tradiciones, etnia y cultura 

de los indígenas, sometiéndolos al despojo de sus tierras, desarrollo de actividades 

económicas ilícitas, fumigaciones, pobreza, inseguridad alimentaria, restricciones de 

movilidad, deterioro de salud, entre otros (Corte Constitucional, 2009).  
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Hoy en día, si bien estos conflictos se han transformado, y en algunas zonas han 

disminuido su intensidad, en comparación con décadas anteriores, todavía siguen latentes, 

y socavan derechos fundamentales de los pueblos indígenas como el derecho a la vida, la 

dignidad, la integridad, la seguridad, el libre desarrollo de la personalidad, la libertad de 

expresión y asociación, la unidad familiar, la salud, la libertad de circulación, el trabajo, la 

alimentación mínima, la educación, la vivienda digna, la paz y la igualdad (Corte 

Constitucional, 2009). 

2.2 El reconocimiento de la autonomía y el proceso de 
descentralización en los pueblos indígenas 

A nivel internacional, el reconocimiento de la autonomía y el autogobierno de los pueblos 

indígenas inició formalmente con la Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas 

de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), la cual se comenzó a elaborar en 1983; 

sin embargo, su aprobación por parte de la Asamblea General de las Naciones Unidas 

tardó un poco más de 20 años (Organización de las Naciones Unidas, 2008). 

En este documento se incorporaron, entre otros, derechos relacionados con la libre 

determinación, autonomía y autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos 

internos y locales, así como la disposición de medios para financiar sus funciones 

autónomas (art. 4); la conservación de sus propias instituciones políticas, jurídicas, 

económicas, sociales y culturales, manteniendo al mismo tiempo su derecho a participar 

plenamente en la vida política, económica, social y cultural del Estado (art. 5); la práctica 

de sus tradiciones y costumbres culturales (art. 11); la participación en decisiones que 

afectan sus derechos (art. 18); el mantenimiento y desarrollo de sus sistemas o 

instituciones políticas, económicas y sociales (art. 20); y la participación en la elaboración 

y determinación de los programas de tipo económico y social y la administración de tales 

programas mediante sus propias instituciones (art. 23) (Organización de las Naciones 

Unidas, 2008). 

Por su parte, en 1986, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) promulgó el 

Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales como una pieza clave a favor de la 

justicia social. Este Convenio se basa en dos ejes centrales: el derecho de los pueblos 

indígenas a mantener y fortalecer sus culturas, formas de vida e instituciones propias, y su 

derecho a participar de manera efectiva en las decisiones que les afectan (OIT, 2014, p.8). 
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Este documento, compuesto por 46 artículos en los que se reconocen los derechos 

individuales y colectivos relacionados con educación, salud y empleo y las condiciones 

mínimas de respeto por la propiedad de la tierra, los recursos naturales de sus territorios, 

los conocimientos tradicionales, la autodeterminación y la consulta previa, obliga a los 

Estados miembro a adecuar la legislación nacional y a desarrollar las acciones pertinentes 

de acuerdo con las disposiciones contenidas en el Convenio, de manera que en cada país 

se garanticen los derechos de las poblaciones indígenas. Cabe resaltar que el Convenio 

fue ratificado en 2014 por 22 países dentro de los cuales figura Colombia (OIT, 2014). 

Asimismo, la Organización de los Estados Americanos (OEA), a través de la Resolución 

AG/RES. 2888  de 2016 (XLVI-O/16), elaboró la Declaración americana sobre los derechos 

de los pueblos indígenas, la cual da cuenta de la importancia de la preservación de los 

pueblos, el reconocimiento de sus derechos y su contribución al desarrollo, pluralidad y 

diversidad cultural de la sociedad, incluyendo en su artículo VI la autonomía de los pueblos 

indígenas al mencionar que para posibilitar su existencia, bienestar y desarrollo integral 

deben disfrutar plenamente de unos derechos colectivos en los que se circunscriben sus 

sistemas jurídicos, sociales, políticos y económicos, su cultura, sus creencias espirituales, 

sus lenguas y sus tierras; así como también hace explícitos los derechos Organizativos y 

Políticos enmarcados en los principios de autonomía y autogobierno para tratar los asuntos 

internos y locales y el uso de medios para financiar sus funciones autónomas y el desarrollo 

de instituciones de decisión propias (OEA, 2016). 

Ahora bien, en Colombia propiamente, con la Constitución Política de 1991, se promovió 

la participación de las comunidades indígenas en la vida política del país, así como su 

autonomía y sus formas propias de gobierno, se dinamizaron los procesos de protección 

a la diversidad étnica y cultural en pro del bienestar de dichas comunidades y tuvieron 

derecho, por primera vez, a participar directamente en los ICN (Ortiz, 2004). Como 

resultado de lo anterior, se incluye a los pueblos indígenas en varias disposiciones 

administrativas y fiscales abriendo la puerta a una descentralización en estos dos ámbitos. 

2.2.1 Descentralización administrativa 

En el terreno de la descentralización administrativa con ciertos matices financieros, a 

través del artículo 286, Colombia reconoce como entidades territoriales los territorios 

indígenas, al igual que los departamentos, distritos y municipios, es decir, como entidades 
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político administrativas que disponen de cierta autonomía en relación con su gobierno, la 

administración de los recursos económicos y la participación de las rentas nacionales 

(Asamblea Nacional Constituyente, 1991, art. 286-287), y determina como funciones de 

las ETI las siguientes:  

1. Velar por la aplicación de las normas legales sobre usos del suelo y poblamiento 

de sus territorios. 

2. Diseñar las políticas y los planes y programas de desarrollo económico y social 

dentro de su territorio, en armonía con el Plan Nacional de Desarrollo. 

3. Promover las inversiones públicas en sus territorios y velar por su debida 

ejecución. 

4. Percibir y distribuir sus recursos.  

5. Velar por la preservación de los recursos naturales.  

6. Coordinar los programas y proyectos promovidos por las diferentes comunidades 

en su territorio.  

7. Colaborar con el mantenimiento del orden público dentro de su territorio de 

acuerdo con las instrucciones y disposiciones del Gobierno Nacional.  

8. Representar a los territorios ante el Gobierno Nacional y las demás entidades a 

las cuales se integren; y  

9. Las que les señalen la Constitución y la ley. (Asamblea Nacional Constituyente, 

1991, art.330) 

Asimismo, la Constitución Política en su artículo 329 determinó que la conformación de las 

ETI debe realizarse en concordancia con lo dispuesto en la Ley Orgánica de Ordenamiento 

Territorial (LOOT), “y su delimitación se hará por el Gobierno Nacional, con participación 

de los representantes de las comunidades indígenas, previo concepto de la Comisión de 

Ordenamiento Territorial” (Asamblea Nacional Constituyente, 1991). Lo anterior fue llevado 

a cabo en el año 2011, cuando se expidió la Ley 1454 de 2011, como una Ley general de 

principios que presenta las bases sobre las cuales, posteriormente, se emiten normas 

específicas relacionadas, entre otras cosas, con las ETI (Congreso de la República de 

Colombia, 2011b). Sin embargo, como lo ratifica la sentencia C- 489 de 2012 de la Corte 
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Constitucional, en el contenido de esta Ley no se observa una verdadera regulación de las 

ETI, evidenciando “una ausencia total de legislación produciéndose de esta manera una 

omisión legislativa absoluta” (Corte Constitucional, 2012). 

Así pues, en el año 2013, el Gobierno Nacional y los pueblos indígenas que participaron 

en la “Minga Social Indígena y Popular por la vida, el territorio, la autonomía y la soberanía”, 

acordaron la expedición de un decreto “donde se establecería la normativa necesaria para 

poner en funcionamiento los territorios indígenas, sus autoridades y su gobierno propio” 

(León, 2016, p.10).  

Es claro que para lograr el desarrollo de los Territorios Indígenas se requiere un marco 

jurídico por medio del cual estas comunidades desarrollen su autonomía, además de que 

la puesta en marcha de las ETI implica, entre otras cosas, la atribución de competencias 

en materia de salud y educación, agua potable y saneamiento básico, así como la 

asignación de los recursos necesarios para ejercerlas de manera directa (Presidencia de 

la República de Colombia, 2014). Es por esta razón que el gobierno nacional emitió dos 

decretos: el Decreto 1953 de 2014, con el objetivo de crear un régimen especial para poner 

en funcionamiento los Territorios Indígenas respecto de la administración de sistemas 

propios de los pueblos indígenas, mientras se expide la LOOT referida en el artículo 329 

de la Constitución Política (Presidencia de la República de Colombia, 2014, art. 1), 

teniendo en cuenta su compromiso con el respeto, la protección y la garantía de “los 

derechos fundamentales de los Pueblos Indígenas al territorio, autonomía, gobierno 

propio, libre determinación, educación indígena propia, salud propia, y al agua potable y 

saneamiento básico, en el marco constitucional de respeto y protección a la diversidad 

étnica y cultural” (Presidencia de la República de Colombia, 2014, art. 1); y el Decreto 632 

de 2018, por el cual se dictan las normas fiscales y demás necesarias para poner en 

funcionamiento los territorios indígenas ubicados en áreas no municipalizadas de los 

departamentos de Amazonas, Guainía y Vaupés, mientras se expide la LOOT (Presidencia 

de la República de Colombia, 2018, art. 1).  

Respecto al Decreto 1953 de 2014, el Gobierno Nacional se pronunció sobre temas como 

las competencias y principios generales de los territorios indígenas y sus autoridades, el 

proceso de planeación y administración, la asignación especial para los resguardos 

indígenas del SGP, la administración del Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP), el 

Sistema Indígena de Salud Propio Intercultural (SISPI), agua potable y saneamiento 
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básico, entre otros, como condiciones generales para que los Territorios Indígenas, 

puedan ejercer las funciones públicas que les son conferidas, incluyendo la administración 

y ejecución los recursos dispuestos para ello.   

Cabe recalcar que, el funcionamiento de los Territorios Indígenas, como un paso transitorio 

mientras es expedida la LOOT en donde se deben regular las ETI, hace referencia a la 

atribución de funciones y competencias político-administrativas y es aplicable en los casos 

en que: 

▪ un resguardo constituido por el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, 

(INCODER), o su antecesor el Instituto Colombiano de Reforma Agraria (INCORA), 

tenga claramente identificados sus linderos;  

▪ un resguardo de origen colonial y republicano haya iniciado el proceso para 

identificar sus linderos;  

▪ se haya solicitado titulación como resguardo un área poseída de manera exclusiva, 

tradicional, ininterrumpida y pacífica por los pueblos indígenas que tenga un 

gobierno propio; y  

▪ cuando las anteriores categorías territoriales decidan agruparse. 

Como una de las competencias atribuidas para garantizar el funcionamiento de los 

Territorios Indígenas, de conformidad con la Constitución y las leyes, el Decreto 1953 de 

2014 reconoce que debe existir una autoridad, que en este caso son los consejos 

indígenas u otras estructuras colectivas de gobierno propio similares, las cuales se 

encuentran reguladas según la ley de origen, derecho mayor o derecho propio, que deben 

contar con un representante legal, judicial y extrajudicial frente a las autoridades 

competentes (art. 12). 

Además de la anterior, en su artículo 13, el Decreto menciona que los Territorios Indígenas 

también tienen competencia para: ejercer las atribuciones y derechos configurados en este 

acto administrativo en concordancia con las normas locales e internacionales y la ley de 

origen, el derecho mayor o derecho propio; definir , ejecutar y evaluar libremente todo tipo 

de políticas propias en el marco de los planes de vida y la legislación nacional  conforme 

a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad; definir sus estructuras de 
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gobierno propio y de coordinación para desarrollar sus competencias; y percibir y 

administrar los recursos provenientes de fuentes de financiación para el desarrollo de sus 

funciones y competencias. 

No obstante, como lo afirma Baena (2015) aunque el Decreto 1953 de 2014 representa un 

gran avance en el proceso de descentralización de los pueblos indígenas, la expedición 

de esta norma no soluciona el problema del incumplimiento por parte del Congreso de la 

República en cuanto a la expedición de la LOOT porque la regulación aludida es reserva 

de ley orgánica y por tanto su aplicación podría resultar inválida y además, “el decreto no 

busca la formalización de las entidades territoriales indígenas, sino la mera puesta en 

funcionamiento de los territorios indígenas –una categoría conexa pero distinta– respecto 

de la administración de los sistemas propios de estas culturas” (p.123). Esta invalidez debe 

verse no solo desde el punto de vista de la omisión del deber de consulta previa, sino 

también en el sentido de que la promulgación de la LOOT por parte del Legislativo eliminó 

la competencia que en algún momento pudo tener el Ejecutivo para la expedición de esta 

norma, en virtud del artículo 56 de la Constitución Política.  

En ese sentido al concebir la autonomía como una cualidad, es necesario que exista un 

sujeto al cual pueda ser atribuida, que para este caso y de acuerdo con la Constitución, 

son las regiones, los departamentos, las provincias, los distritos y municipios y las 

entidades territoriales indígenas. Sin embargo, como el Decreto en estudio no da origen a 

la categoría territorial especial de las ETI, tampoco soluciona el vacío dejado por la LOOT, 

y se evidencia una elusión por parte del legislativo de este deber constitucional de ponerlas 

en funcionamiento (Baena, 2015). 

2.2.2 Descentralización financiera o fiscal 

Ahora bien, en términos de descentralización financiera o fiscal con ciertos componentes 

administrativos, tal como se mencionó anteriormente, el SGP contempla un rubro de 

asignaciones especiales que incluye a los resguardos indígenas2 correspondiente al 0.52% 

 
 

2DECRETO 2164 DE 1995. ARTÍCULO 21. NATURALEZA JURÍDICA. Los resguardos indígenas 

son propiedad colectiva de las comunidades indígenas en favor de las cuales se constituyen y 
conforme a los artículos 63 y 329 de la Constitución Política, tienen el carácter de inalienables, 
imprescriptibles e inembargables. Los resguardos son una institución legal y sociopolítica de 
carácter especial, conformada por una o más comunidades indígenas, que con un título de 
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del total de recursos. La Ley 715 de 2001 determinó que mientras no sean formalmente 

ETI, los resguardos indígenas legalmente constituidos y reportados por el Ministerio del 

Interior al Departamento Nacional de Estadísticas (DANE) y al Departamento Nacional de 

Planeación (DNP) serán los beneficiarios de los recursos del SGP (Congreso de la 

República de Colombia, 2001, art. 82). 

Por otro lado, cuando se trata de Territorios Indígenas de conformidad con el Decreto 1953 

de 2014, como uno de los principios generales para su funcionamiento, la norma ha 

establecido que la financiación del ejercicio de sus competencias y funciones públicas se 

cargará a los recursos del SGP; la Asignación Especial del Sistema general de 

Participaciones para los Resguardos Indígenas (AESGPRI) se destinará para financiar los 

proyectos de inversión específicos previamente formulados; y los gastos que no 

correspondan al SGP, en cumplimiento de este acto administrativo, serán financiados con 

cargo a las apropiaciones presupuestales que hayan sido legalmente definidas (art. 8). “En 

esta eventualidad, la programación de los recursos de la AESGPRI es competencia 

exclusiva de las comunidades indígenas y de sus autoridades” (DNP, 2017, p.44). 

Asimismo, los Territorios Indígenas, Resguardos o Asociación de Resguardos deben 

elaborar un Presupuesto Anual de Inversión donde se proyecten los recursos 

desagregados dependiendo del componente sectorial y la AESGPRI (art. 17), y para su 

ejecución, los contratos que se celebren deben estar regidos por las normas del Estatuto 

Orgánico de Presupuesto, el Estatuto de Contratación Estatal, las normas contables que 

defina la Contaduría General de la Nación y las demás disposiciones complementarias (art. 

20) (Presidencia de la República de Colombia, 2014). 

En cuanto a los criterios específicos relacionados con la distribución, destinación y 

administración y ejecución de los recursos para los resguardos indígenas el Decreto 1953 

de 2014 en el Capítulo III, señala lo siguiente: 

 

 
 

propiedad colectiva que goza de las garantías de la propiedad privada, poseen su territorio y se 
rigen para el manejo de éste y su vida interna por una organización autónoma amparada por el 
fuero indígena y su sistema normativo propio. 
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▪ Distribución 

La distribución debe realizarse proporcionalmente a la participación de la población 

de la ETI o resguardo respecto al total de población indígena reportada por el 

DANE. Con base en el documento Orientaciones para la programación y ejecución 

de los recursos del Sistema General de Participaciones (SGP) del DNP (2017)3. 

▪ Destinación 

Aunque en un principio, la Ley 715 de 2001, determinó que estos recursos estaban 

destinados a “satisfacer las necesidades básicas de salud incluyendo la afiliación 

al Régimen Subsidiado, educación preescolar, básica primaria y media, agua 

potable, vivienda y desarrollo agropecuario de la población indígena” (Congreso de 

la República de Colombia, 2001, art. 83); y que, posteriormente, el artículo 13 de la 

Ley 1450 de 2011, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014, 

modificó este pronunciamiento determinando que “son de libre destinación para la 

financiación de proyectos de inversión debidamente formulados, e incluidos en los 

planes de vida o de acuerdo con los usos y costumbres de los pueblos indígenas” 

(Congreso de la República de Colombia, 2011,  2011a, art. 13), el Decreto 1953 de 

2014 unificó la destinación de estos recursos indicando que su propósito debe ser 

mejorar la calidad de vida de todos los habitantes del resguardo, por lo cual se 

utilizarán para financiar proyectos de inversión debidamente formulados y en 

concordancia con los planes de vida, la Ley de origen, el derecho mayor o derecho 

propio. 

▪ Administración y ejecución 

Por su parte, la administración y en consecuencia la ejecución de los recursos, 

dependerán del modelo a utilizar. Como lo identificó la Contraloría General de la 

República (CGR), se pueden distinguir 3 modelos de operación para la 

 
 

3 Esto puede entenderse de una mejor manera con el siguiente ejemplo: 
Se ha determinado que los recursos destinados para los resguardos indígenas en la vigencia son 
de $100.000.000. El total de población indígena certificada por el DANE es de 100 personas, de 
las cuales 40 pertenecen a un resguardo específico, es decir que está conformado por el 40% de 
la población indígena del país, por tanto, le corresponde el 40% de los recursos totales, o sea 
$40.000.000. 
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administración de los recursos de la AESGPRI: uno en el que los recursos son 

administrados por parte de la Entidades Territoriales; otro en el que de los 

Territorios Indígenas Certificados realizan esta labor directamente; y un último 

modelo en el que el Ministerio del Interior administra la asignación de titularidad del 

resguardo Nukak Makú (Contraloría General de la República, 2017c). 

Administración por parte de las Entidades Territoriales 

Cuando se trata de resguardos indígenas no certificados, es el municipio en el cual 

se encuentra ubicado, el que se encarga de tal función; y a través de la suscripción 

de contratos entre la entidad territorial y el resguardo se lleva a cabo la ejecución 

de los recursos. Existen resguardos indígenas bajo la jurisdicción de más de un 

municipio, caso en el cual los recursos serán girados a cada entidad territorial en 

proporción a la población indígena que le corresponda.  

En este modelo de administración los resguardos se limitan a realizar la 

programación del uso de tales recursos al definir los proyectos de inversión, 

elaborar el presupuesto, ejercer el control social y recibir los bienes y servicios 

(Contraloría General de la República, 2017c). 

Administración por parte de los Territorios Indígenas Certificados 

Cuando un Territorio Indígena decide hacerse cargo de las funciones y 

competencias públicas y de la administración de los recursos, la Autoridad del ente 

debe realizar una solicitud en la que acredite los requisitos necesarios para recibir 

la asignación especial del SGP o las participaciones sectoriales (Presidencia de la 

República de Colombia, 2014). 

Así pues, “los Resguardos Indígenas y las asociaciones que estos conformen 

podrán asumir, administrar y ejecutar directamente los recursos de la Asignación 

Especial del Sistema General de Participaciones” (Presidencia de la República de 

Colombia, 2014, art. 28), siempre y cuando cumplan unos requisitos establecidos 

por la ley, dentro de los cuales se encuentran “acreditar experiencia o buenas 

prácticas, según el monto de recursos que pretendan administrar. Cuando se trate 

de una Asociación de Resguardos, el monto presupuestal se determina por la 
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sumatoria de los recursos de cada resguardo asociado” (Contraloría General de la 

República, 2017c). 

El Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación Nacional, 

Decreto 1082 de 2015, define los parámetros y el procedimiento que deben cumplir 

las comunidades indígenas, para acreditar la experiencia y las buenas prácticas 

como requisito para la ejecución directa de los recursos del SGP. 

En su capítulo 6, establece que para proceder con la distribución de los recursos 

del SGP asignados a los resguardos indígenas, el DANE debe certificar al DNP “la 

información sobre la población de los resguardos indígenas legalmente constituidos 

por municipio y departamento” (Presidencia de la República de Colombia, 2015, art. 

2.2.5.5.1.). 

De acuerdo con los artículos 2.2.5.6.1.4 y 2.2.5.6.1.5 de este Decreto, para la 

ejecución directa de los recursos de la AESGPRI, los resguardos o las asociaciones 

de resguardos, conforme al artículo 29 del Decreto 1953 de 2014, deben acreditar 

la experiencia administrativa y financiera o buenas prácticas, a través de distintas 

certificaciones expedidas por el representante legal del Resguardo o de la 

asociación de resguardos que indique: 

▪ su equipamiento institucional y administrativo, la ubicación y 

funcionamiento de una sede administrativa, equipos de oficina y acceso a 

internet y teléfono;  

▪ el perfil y funciones del recurso humano disponible para desempeñarse en 

cargos relacionados con tesorería, planeación, contratación y asistencia, 

junto con sus hojas de vida y los soportes de los estudios y la experiencia 

laboral; 

▪ los convenios y contratos suscritos y ejecutados donde además se 

certifique que estos son coherentes con su plan de vida. Se debe incluir el 

objeto, una descripción de las partes, los beneficiarios, el plazo y su valor, 

junto con la copia del contrato y una certificación de cumplimiento objeto: y 
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▪ un documento que relacione un reporte el financiero (balance general y 

estado de pérdidas y ganancias) correspondiente a cada vigencia fiscal de 

tres años a la presentación de la solicitud, que además debe ir firmado por 

el contador del Resguardo. 

Lo anterior implica que para que los resguardos o asociaciones de resguardos 

puedan ejecutar directamente los recursos de la AESGPRI, deben contar con unas 

importantes bases que les permitan administrar eficientemente los recursos, 

demostrando que cuentan con la infraestructura adecuada, los equipos, las 

comunicaciones y los recursos humanos necesarios.  

Para el año 2019, los resguardos certificados que participaban directamente en 

cuanto a administración y ejecución de los recursos de la AESGPRI fueron los 

siguientes: 

Tabla 2-1: Resguardos indígenas acreditados para administrar directamente los 

recursos de la AESGPRI – 2019 

Resguardo/Asociación 
de Resguardo 

acreditado 
Depto.  Municipio  Nombre del Resguardo 

Zenú San Andrés de 
Sotavento 

Córdoba 
San 
Andrés de 
Sotavento 

 San Andrés De 
Sotavento  

Córdoba Tuchín 
 San Andrés De 
Sotavento  

Sucre Sincelejo 
 San Andrés De 
Sotavento 

Sucre Palmito 
 San Andrés De 
Sotavento 

Sucre Sampués 
 San Andrés De 
Sotavento 

 Arhuaco De La Sierra 

Cesar Valledupar  Arhuaco De La Sierra 

Cesar 
Pueblo 
Bello 

 Arhuaco De La Sierra  

Magdalena Fundación  Arhuaco De La Sierra 

Páez De Corinto 
Cauca Caloto  Paez De Corinto  

Cauca Corinto  Paez De Corinto  

 Kankuamo Cesar Valledupar  Kankuamo 

Muellamues Nariño Guachucal  Muellamues 
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Resguardo/Asociación 
de Resguardo 

acreditado 
Depto.  Municipio  Nombre del Resguardo 

Totoró Cauca Totoró  Totoró 

Iroka Cesar 
Agustín 
Codazzi 

 Iroka 

Asociación De 
Resguardos Indígenas 

Pacandé 

Tolima Natagaima  Cocana 

Tolima Natagaima  Rincón De Anchique 

Tolima Natagaima  Yaco Molana 

Tolima Natagaima  Pacande 

Tolima Natagaima  Tinajas 

Tolima Natagaima  Diamante 

Tolima Natagaima  Tamirco 

Tolima Natagaima  Bateas 

Tolima Natagaima  Chaquira 

Cristianía Antioquia Jardín  Cristianía 

Fuente: Elaboración propia con base en Anexo 16, DNP (2019c) 

La CGR (2017c) destaca que en la práctica se ha observado un importante 

descenso en las solicitudes por parte de los resguardos para administrar los 

recursos de la asignación especial en cuestión, teniendo en cuenta que esperaron 

por muchos años la viabilidad normativa para iniciar este proceso y para ejercer 

todas las demás competencias sectoriales incluidas en el Decreto 1953 de 2014. 

Asimismo, afirma que esta disminución, según el DNP, se relaciona con la poca 

“capacidad de los resguardos para acreditar los requisitos solicitados o el temor de 

asumir las obligaciones que esto implica; teniendo en cuenta que los resguardos 

acreditados deben financiar con sus propios recursos los gastos administrativos 

que ello genera” (Contraloría General de la República, 2017c, p. 67). 

Administración por parte del Ministerio del Interior para el caso del resguardo Nukak 

Makú 

Como caso excepcional, a través del Decreto 1953 de 2014, se designó al 

Ministerio del Interior para que administrara los recursos asignados al pueblo Nukak 

Makú, y llevara a cabo su ejecución de acuerdo a las prioridades establecidas por 

el pueblo y bajo las condiciones definidas por ellos en concordancia con el ejercicio 

de su autonomía, generando al mismo tiempo las capacidades político 
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organizativas para que, posterior y gradualmente, el pueblo pudiera asumir de 

manera directa la administración.  

Sin embargo, entre 2015 y 20174 no fueron ejecutados dichos recursos por parte 

del Ministerio del Interior, debido a la inexistencia de hechos que garantizaran la 

priorización de su uso con el consenso de los distintos clanes y se asegurara una 

destinación adecuada de los mismos (Contraloría General de la República, 2017c).  

En 2018, se expidió el Decreto 632, por el cual se dictan las normas fiscales y 

demás necesarias para poner en funcionamiento los territorios indígenas ubicados 

en áreas no municipalizadas de los departamentos de Amazonas, Guainía y 

Vaupés, donde se determinan como parte de las funciones de estos territorios la 

definición, ejecución y evaluación de las políticas sociales, económicas, 

ambientales y culturales propias con base en sus planes de vida y conforme a la 

legislación aplicable; así como “Recibir, administrar y ejecutar los recursos 

provenientes de fuentes de financiación pública o privada, para el desarrollo de las 

funciones que le correspondan, de acuerdo con lo previsto en el presente decreto” 

(Presidencia de la República de Colombia, 2018, art. 5). 

Este decreto les da a los territorios indígenas ubicados en áreas no municipalizadas 

la potestad de administrar y ejecutar los recursos de AESGPRI, previo a la solicitud 

de administración de tales recursos dirigida al DNP, a través de su representante 

legal, por intermedio de la Dirección de Asuntos Indígenas, Rom y Minorías 

(DAIRM) acompañada de una serie de documentos soporte y surtido el proceso de 

certificación. 

 
 

4 A 2020 dichos recursos siguen sin ejecutar 





 

 
 

3. La educación en los pueblos indígenas y su 
relación con la descentralización 

3.1 Reconocimiento del derecho a la educación de los 
pueblos indígenas a nivel internacional y su manejo 
autónomo 

A nivel internacional existe una amplia red de tratados referentes al manejo autónomo de 

la educación en las comunidades indígenas comenzando por el emitido por la ONU, como 

organización promotora de los derechos humanos, en su resolución 61/295, cuando 

proclama la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas, donde establece que estas comunidades poseen libre determinación sobre su 

desarrollo económico, social y cultural, además de poder ejercer este derecho mediante la 

autonomía y autogobierno en sus asuntos internos y locales e igualmente conservar y 

reforzar sus propias instituciones (Organización de las Naciones Unidas, 2008). 

En este documento se hace un reconocimiento particular sobre el derecho de los pueblos 

indígenas a educar a sus infantes desde un ámbito familiar y desde la misma comunidad, 

además resalta la importancia de la educación en esta población como un mecanismo de 

empoderamiento, haciendo particular énfasis en:  

▪ el establecimiento y el control de los sistemas e instituciones docentes que impartan 

educación en sus propios idiomas, en consonancia con sus métodos culturales de 

enseñanza y aprendizaje; 

▪ el derecho de todos los indígenas, en particular los niños, a todos los niveles y 

formas de educación del Estado sin discriminación; y 

▪ la adopción de medidas eficaces por parte de los Estados, conjuntamente con los 

pueblos indígenas, para que estos, en particular los niños, tengan acceso, cuando 

sea posible, a la educación en su propia cultura y en su propio idioma. 

(Organización de las Naciones Unidas, 2008, art. 14) 
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Asimismo, señala que “los pueblos indígenas tienen derecho, sin discriminación, al 

mejoramiento de sus condiciones económicas y sociales, entre otras esferas, en la 

educación, el empleo, la capacitación y el readiestramiento profesionales, la vivienda, el 

saneamiento, la salud y la seguridad social” (Organización de las Naciones Unidas, 2008, 

art. 21). 

Por otro lado, la OEA en el (2016) adoptó mediante la resolución AG/RES. 2888 (XLVI-

0/16) la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, en pro de 

respetar y promover los derechos intrínsecos de dichos pueblos y resaltando la importancia 

histórica, junto con su contribución al desarrollo, la pluralidad y diversidad cultural de la 

sociedad. En el tema educativo, concretamente, la autonomía de los pueblos indígenas se 

integra desde el artículo XV, donde se determina que estos pueblos “tienen derecho a 

establecer y controlar sus sistemas e instituciones docentes que impartan educación en 

sus propios idiomas, en consonancia con sus métodos culturales de enseñanza y 

aprendizaje” (Organización de los Estados Americanos, 2016, art. 15) y aclarando que el 

Estado debe asegurarse que de que el sistema educativo público incluya contenidos en 

los que se vea reflejada la pluriculturalidad basada en el respeto de las culturas indígenas, 

y se transmitan sus cosmovisiones, historias, lenguas, conocimientos, valores, culturas, 

prácticas y formas de vida (Organización de los Estados Americanos, 2016), así mismo, 

es importante recalcar que no debe existir discriminación en cuanto a los niveles y formas 

de la educación. 

De modo semejante el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales del 27 de junio 

de 1989 de la OIT, basado en la declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 

de los Pueblos Indígenas, particularmente en materia educativa y partiendo de la igualdad 

con la población nacional se expresa que deben “adoptarse medidas para garantizar a los 

miembros de los pueblos interesados la posibilidad de adquirir una educación a todos los 

niveles (...)” (Organización Internacional del Trabajo, 2014, pág. 55). Es así como desde la 

OIT se propone que un sistema educativo para los pueblos indígenas debe “desarrollarse 

y aplicarse en cooperación con éstos a fin de responder a sus necesidades particulares, y 

deberán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de valores y todas 

sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales” (Organización Internacional del 

Trabajo, 2014, pág. 55) y, en cuanto al derecho de participación, la entidad obliga a los 

gobiernos a reconocer el derecho de dichos pueblos a crear sus propias instituciones y 

medios de educación, además de facilitarles los recursos necesarios para tal fin 
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(Organización Internacional del Trabajo, 2014), denotando que, al incluir a la población 

indígena en la conformación de un sistema educativo implícitamente distingue la relevancia 

de la autonomía de estos pueblos. 

3.2 Una visión general de la autonomía de las entidades 
territoriales en Colombia respecto a la administración 
y financiación de la educación 

En Colombia el proceso de descentralización discutido en el capítulo anterior también tuvo 

efectos en la forma como se administra y financia la educación en el país. A finales de la 

década de 1980 inició este proceso con la transferencia de la administración de la 

infraestructura física a los municipios y la expedición de la Ley 29 de 1989 por medio de la 

cual se le otorgó a los alcaldes municipales y departamentales la función de nombrar y 

supervisar el personal educativo. A partir de aquí se comenzó a delegar funciones a los 

gobiernos locales, a pesar de que esta reforma dejó a un lado la ampliación de la 

autonomía financiera de las entidades territoriales (Melo, 2005). 

Con la Constitución Política de 1991 el manejo de la educación primaria y secundaria se 

transfirió a los departamentos y municipios, con el objetivo de incrementar la cobertura de 

la educación básica (Asamblea Nacional Constituyente, 1991, art. 67), aquí la forma como 

se concibió el sistema educativo estuvo compuesta por dos procesos: el de gestión 

territorial (enfoque administrativo y financiero) y el de gestión escolar (autonomía de las 

instituciones) (Vargas & Sarmiento, 1997). 

En 1993, con la Ley 60, se definieron “los parámetros para la distribución de las 

transferencias del gobierno central para financiar servicios públicos e incrementa el 

porcentaje de los ingresos de la nación a ser distribuidos entre departamentos y 

municipios”, así como también determinó las competencias de cada nivel de gobierno y los 

requisitos necesarios para catalogar a una entidad territorial como certificada para 

administrar directamente los recursos transferidos para educación (Melo, 2005, p.13). 

Posteriormente, con la aprobación de la Ley 115 de 1994, Ley General de Educación, se 

fortaleció el papel del colegio, como una unidad semiautónoma, mediante la creación del 

gobierno escolar y el Plan Educativo Institucional. Estas dos leyes lograron que el proceso 

de descentralización educativa se consolidara al otorgar a las autoridades locales y 

regionales mayor autonomía financiera y administrativa.  
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Finalmente, en 2001, se expidió la Ley 715 mediante la cual se reformó la Ley 60 de 1993, 

buscando eficiencia administrativa, mejorar la equidad, consolidar la autonomía 

administrativa mediante la asignación de competencias, fortalecer la institución educativa 

y frenar el crecimiento de los costos para garantizar la viabilidad financiera. 

De esta manera, la descentralización administrativa y fiscal facilitó política, técnica y 

financieramente la construcción de sistemas municipales de educación orientando el 

desarrollo de la gestión que ejecutan las instituciones que hacen parte de estos sistemas, 

y precisamente, con este hecho se concreta, desde la educación, la intervención social en 

la jurisdicción municipal que formulan las políticas públicas nacionales, así como el 

desarrollo del proceso educativo (Lozano, 2008). 

No obstante, como una crítica importante, en su análisis, Lozano (2008) concluye que  

(...) la descentralización no llega directamente a la institución educativa para 

asignarle competencias y recursos y conferirle autonomía. La descentralización no 

se ha ocupado de los procesos pedagógicos porque esta dimensión de la 

educación no está entre sus prioridades, ni hace parte de los campos de resultados 

en los cuales el municipio debe hacer contribuciones específicas. (p. 158) 

Sumado a esto, al observar este proceso de descentralización educativa en el país, parece 

ser que la preocupación principal, administrativa y financieramente, se enfocó en las 

entidades territoriales al nivel de municipios y departamentos, dando una menor 

importancia a las poblaciones indígenas a pesar de que también fueron reconocidas por el 

Estado como entidades territoriales, que hasta hace poco han visto los primeros intentos 

por ser reguladas, aun cuando su proceso inició mucho antes de la constituyente. 

3.3 Autonomía administrativa y financiera en educación 
en el caso de las comunidades indígenas 

Debido a esa falta de regulación de las comunidades indígenas como ETC el proceso de 

descentralización administrativa y financiera educativa se ha llevado a cabo de una manera 

distinta a la de los municipios. La autonomía en la administración de la educación en los 

pueblos indígenas, tal como lo señala Galeano (2013), tienen su origen a principios de la 

década de los 70, pues a raíz de la lucha por la recuperación de sus territorios, surge la 

necesidad de capacitar políticamente a sus comunidades para que entendieran las 
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razones de este levantamiento, así “la educación propia empieza a generarse en los 

espacios de discusión política del movimiento indígena donde los líderes y la comunidad 

discutían sobre la orientación política de este movimiento”(p. 32), es decir que la escuela 

propiamente indígena,  por lo menos en el Cauca, nació de un objetivo de formación 

política y no de una intención pedagógica. 

Posteriormente, el movimiento indígena del Cauca, a través del CRIC, al considerar la 

educación tradicional impartida en Colombia como un problema, en el sentido que era vista 

como un medio de dominación que normalizaba el rechazo de la cultura indígena por 

considerarla inferior, decidió empezar a construir su propia educación y así fortalecer su 

identidad cultural (Galeano, 2013). Por esta razón, como lo indica Bolaños (2004) 

finalizando los años 70 se fundaron las primeras escuelas indígenas bajo tres criterios: 

lugares que mostraban una fortaleza cultural, que podían ser orientadores de otras 

comunidades, sitios donde la cultura y la práctica de la lengua estaba en descenso pero 

los procesos de recuperación de tierras requería de la educación para darles coherencia y 

sitios donde se estaba perdiendo totalmente la cultura y era necesario recuperarla (citado 

en Galeano, 2013). 

Paralelamente, por medio del Decreto 088 de 1976, por el cual se reestructura el sistema 

educativo y se reorganiza el Ministerio de  Educación Nacional, se determinó que “los 

programas regulares para la educación de las comunidades indígenas tendrán en cuenta  

su  realidad  antropología  y  fomentarán la  conservación y la  divulgación de  sus culturas 

autóctonas” y al mismo tiempo el Estado asegurará que los pueblos indígenas participaran 

en los beneficios del desarrollo económico y social del país (Presidencia de la República 

de Colombia, 1976, art. 11), como uno de los primeros pasos para garantizar la autonomía 

en educación, por lo menos administrativa, de las comunidades indígenas. 

Con estos antecedentes, en 1978 se crea el Programa de Educación Bilingüe con el 

objetivo de fortalecer la organización política como fundamento de la autonomía y un 

proyecto educativo acorde con los intereses y necesidades de los pueblos indígenas 

(Galeano, 2013); y para el año 1985, se introduce un concepto más formal en las políticas 

educativas en el país: la etnoeducación.  

A partir de ese momento, la etnoeducación se convirtió en la política oficial del Estado 

colombiano legalizada por el Ministerio de Educación Nacional (MEN), con el ideal de que 
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fuera “una educación para el fortalecimiento de la autonomía cultural, propia de cada etnia, 

impartida por el Estado y no por las comunidades misioneras” (Arbeláez & Vélez, 2008, p. 

11). Con este programa se pretendió atender las necesidades de los procesos educativos 

que adelantan algunos pueblos indígenas, a través del desarrollo de acciones para 

elaborar y publicar material educativo, capacitar docentes tanto indígenas como no 

indígenas y el fomento de la investigación para contribuir en los procesos educativos 

indígenas (Ministerio de Educación Nacional, 2020a). 

Es así como el Estado, en el año 1994 a través de la Ley General de Educación, incluye 

un apartado exclusivo para referirse a etnoeducación, o educación para grupos étnicos, 

entendida como aquella que es ofrecida a comunidades que hacen parte de la nación “y 

que poseen una cultura, una lengua, unas tradiciones y unos fueros propios y autóctonos 

(…) debe estar ligada al ambiente, al proceso productivo, al proceso social y cultural, con 

el debido respeto de sus creencias y tradiciones”(Congreso de la República de Colombia, 

1994, art. 55), y debe estar orientada por los principios y fines generales establecidos para 

la regulación de la educación en general pero teniendo en cuenta, además, los criterios de 

integralidad, interculturalidad, diversidad lingüística, participación comunitaria, flexibilidad 

y progresividad. Así mismo contempla aspectos como el uso de la lengua materna del 

pueblo indígena en su enseñanza (art. 57), la formación de docentes para grupos étnicos 

con el apoyo del Estado (art. 58), la selección de docentes por parte de las autoridades 

competentes en acuerdo con los pueblos indígenas bajo el estatuto docente y algunas 

normas especiales dirigidas para estos grupos (art. 62), entre otras cosas. 

Sin embargo, esta forma de concebir la educación indígena generó controversia dejando 

una crítica importante y es que el Estado se ve en la obligación de incluir, a través de la 

escuela, estas pluralidades de la enseñanza con el fin de estandarizar la educación en su 

afán de resolver las disparidades existentes entre la oferta educativa para las comunidades 

indígenas y sus verdaderas necesidades, haciendo que el concepto de inclusión educativa 

se transforme en abandono de conductas y patrones culturales, al promover la segregación 

de grupos y no reconocer “toda la diversidad cultural de la Nación. Los distintos grupos y 

comunidades que hacen parte de la diversidad cultural del país no pueden ser etiquetados 

en un único concepto de etnicidad” (Ortega & Giraldo, 2019, p.74).  

(...) lo que se ha reconocido con esta institucionalización de la educación indígena 

con relación a las iniciativas indígenas en materia educativa, es decir, la educación 
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propia impartida desde y para las comunidades indígenas, es vista por el Ministerio 

de Educación Nacional como sinónimo de desorden y percibido como parte de la 

escuela no formal (Ortega & Giraldo, 2019, p.p. 72).  

A raíz de los constantes desacuerdos entre el Gobierno y los pueblos indígenas, no solo 

en el ámbito educativo, en el año 1996 se expide el Decreto 1397, mediante el cual se crea 

la Comisión Nacional de Territorios Indígenas (CNTI) y la Mesa Permanente de 

Concertación (MPC) con los pueblos y organizaciones indígenas, ambas entidades 

conformadas por miembros del Gobierno Nacional y representantes de las diferentes 

organizaciones indígenas del país. 

La MPC fue creada con el principal objetivo de concertar entre los pueblos indígenas y el 

Estado “todas las decisiones administrativas y legislativas susceptibles de afectarlos, 

evaluar la ejecución de la política indígena del Estado, sin perjuicio de las funciones del 

Estado, y hacerle seguimiento al cumplimiento de los acuerdos a que allí se lleguen” 

(Presidencia de la República de Colombia, 1996b, art. 11), incluyendo, por supuesto, el 

tema de la educación al definir como  una de sus funciones la revisión de las normas 

relacionadas con la educación propia indígena, la concertación de sus modificaciones y su 

reglamentación y la vigilancia de su cumplimiento (Presidencia de la República de 

Colombia, 1996b, art. 12). 

Adicionalmente, en el artículo 13 del mencionado Decreto, se determinó que la MPC 

estaría organizada por comisiones temáticas conformadas por delegados de los pueblos, 

autoridades y organizaciones indígenas interesadas y apoyadas por las distintas entidades 

oficiales conforme a sus competencias constitucionales y legales. Así pues, en 2007, a 

través del Decreto 2406 fue creada la Comisión Nacional de Trabajo y Concertación de la 

Educación para los Pueblos Indígenas (CONTCEPI) con el fin de formular, evaluar y 

realizar seguimiento a las políticas públicas educativas con base en las necesidades de 

las poblaciones indígenas.  

Pese a que con lo anterior se observa la ampliación de las competencias conferidas por el 

Estado a los pueblos indígenas para ejercer la administración de su educación 

directamente, aún no era suficiente para garantizar una total autonomía administrativa. Por 

lo anterior, y como resultado de las discusiones y los acuerdos en la CONTCEPI, el 

Gobierno Nacional  promulgó el Decreto 2500 de 2010, “por el cual se reglamenta de 
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manera transitoria la contratación de la atención educativa por parte de las entidades 

territoriales certificadas, con los cabildos, autoridades tradicionales indígenas, asociación 

de autoridades tradicionales indígenas y organizaciones indígenas en el marco del proceso 

de construcción e implementación del Sistema Educativo Indígena Propio SEIP” 

(Presidencia de la República de Colombia, 2010), y posteriormente el Decreto 1953 de 

2014 “Por el cual se crea un régimen especial con el fin de poner en funcionamiento los 

Territorios Indígenas respecto de la administración de los sistemas propios de los pueblos 

indígenas hasta que el Congreso expida la ley de que trata el artículo 329 de la Constitución 

Política”.  

Este último Decreto contiene una sección específica relacionada con la administración del 

SEIP, que incluye, entre otras cosas su definición, objetivos, la distribución de 

competencias en relación con los niveles educativos preescolar, básica y media para 

Territorios Indígenas Certificados (TIC) y la certificación para administrar el SEIP en estos 

mismos niveles (Presidencia de la República de Colombia, 2014, art. 39). 

Sobre las competencias a cargo de los TIC para la administración del SEIP, en los niveles 

de educación preescolar, básica y media, en este Decreto se precisa la dirección, 

planificación y administración de acuerdo a las características de cada pueblo; el diseño, 

la generación, formulación, implementación, orientación y dinamización de las políticas y 

los procesos educativos; la administración y distribución de los recursos financieros 

provenientes del SGP para la administración del SEIP; la administración de los espacios 

educativos y la planta de personal de dinamizadores, entre otras (Presidencia de la 

República de Colombia, 2014, art. 48). 

Para el caso de los resguardos indígenas no certificados, este acto administrativo indica 

que el servicio público educativo estará a cargo de las entidades territoriales certificadas 

en educación, sin perjuicio de que este servicio sea prestado, como lo ha dispuesto el 

Decreto 2500 de 2010, por parte de cabildos, autoridades tradicionales indígenas, 

asociación de autoridades tradicionales indígenas y organizaciones indígenas, a través de 

contrataciones, garantizando la aplicación del componente pedagógico y las normas 

especiales que regulan el SEIP. 
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3.4 La construcción del SEIP  

Concebir una educación propia tiene implicaciones diferentes a la propuesta de 

etnoeducación, pues esta última, de acuerdo con Ortega y Giraldo “singulariza la inclusión 

y rebate la marginación o exclusión que provoca el fracaso escolar”, mientras que la 

educación propia “le apuesta a la inclusión diferenciada, a equiparar o hacer visible talentos 

y capacidades que no se miden en la estandarización de pruebas evaluativas o en los 

procesos de enseñanza y aprendizaje de los modelos educativos oficiales”(Ortega & 

Giraldo, 2019, p. 86). Su construcción debe realizarse sobre la base de los principios de 

igualdad, no discriminación, libertad, legitimidad, integralidad y oportunidad, respondiendo 

a las características de cada población indígena, que genere investigaciones propias y 

promuevan experiencias significativas entre los miembros que conforman la escuela.  

Es así como la conformación del SEIP no se limita al discurso de una descentralización 

administrativa por medio de la cual los proyectos educativos responden a las 

particularidades culturales de cada región, sino que su intención es concretar la autonomía 

como pueblos que integran un Estado plurinacional, pasando a un modelo institucional que 

les permita administrar, diseñar y orientar su propia educación (CONTCEPI, 2012, citado 

en Pérez, 2015). 

Por esto, y como consecuencia del proceso de descentralización educativa en las 

comunidades indígenas descrito anteriormente, la CONTCEPI, desde 2007 ha venido 

dando forma a una propuesta para su educación propia, que sirva como  

una herramienta básica para que los pueblos indígenas de Colombia avancen en 

la reflexión y debate acerca de la construcción, desarrollo, fortalecimiento y 

consolidación del SEIP, como estrategia fundamental para que se haga efectiva la 

educación indígena propia, y por consiguiente el mejoramiento de una educación 

pertinente social y cultural, para la permanencia como culturas y pervivencia como 

pueblos (CONTCEPI, 2013, p. 8). 

Aquí se define la educación indígena propia como un proceso integral de rescate, 

recreación y fortalecimiento de, entre otras cosas, las tradiciones, los valores, la lengua, el 

conocimiento propio, la autoridad, la autonomía y el territorio, para recrear, transmitir y 

reafirmar la identidad cultural de los pueblos indígenas; y el SEIP como un conjunto de 
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procesos que desde la ley de origen o derecho mayor contemplan el pasado, antepasado 

y presente de los pueblos indígenas, sus cosmogonías y principios, al mismo tiempo que 

proyecta un futuro en el que permanecen y perviven, involucrando los derechos, procesos, 

procedimientos y acciones que garantizan el derecho fundamental a la educación indígena 

propia, y posibilita el ejercicio de la gobernabilidad, el fortalecimiento de la autonomía, 

potencia los planes de vida y se basa en los procesos formativos y las dinámicas culturales 

durante toda la vida, incluyendo la escolaridad desde la cosmovisión indígena, de acuerdo 

con las realidades políticas, económicas, sociales y culturales de cada pueblo. 

(CONTCEPI, 2013).  

La conformación de este Sistema se debe regir por los siguientes principios: 

▪ Como punto de partida para establecer la organización administrativa se tomará la 

concepción de gobernabilidad que cada pueblo. 

▪ El proceso administrativo será gradual en cada pueblo con base en su desarrollo 

actual y el que progresivamente vaya estableciendo.  

▪ La administración y gestión del SEIP tendrá en cuenta a todos los actores, desde 

las autoridades espirituales y políticas hasta los diversos estamentos educativos. 

▪ Los procesos administrativos serán construidos a partir de la ética, la transparencia, 

la eficiencia, la cualificación y la participación de la comunidad.  

▪ La ejecución de recursos económicos debe ser responsable, racional, equitativa y 

tener relacionalidad en el sentido de coordinar el SEIP y las instancias 

institucionales del Sistema General y otros actores que cada pueblo considere 

(CONTCEPI, 2013). 

Con lo anterior se observa que, dentro del ejercicio de la autonomía para administrar su 

educación, los pueblos indígenas también conciben el manejo de los recursos económicos 

como un principio, de manera que este componente financiero hace parte importante de 

un adecuado desarrollo del SEIP como política pública en educación. 

Por otro lado, vale la pena también mencionar que, como parte de sus objetivos, el SEIP 

considera garantizar el derecho fundamental a la educación propia; mantener, fortalecer y 

afianzar la identidad cultural de los diversos pueblos; garantizar el fortalecimiento, 

construcción y desarrollo de los proyectos educativos comunitarios de cada pueblo 

indígena; garantizar la conservación de las lenguas indígenas; construir conocimiento a 
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partir de recoger el pasado, el antepasado y el presente de los pueblos; aportar al 

enriquecimiento cultural y el mejoramiento de la calidad educativa del país; y definir e 

implementar estrategias de administración, gestión y financiamiento que permitan el 

desarrollo del SEIP conforme a los criterios de participación de los pueblos (CONTCEPI, 

2013). 

Para lograr sus objetivos, este Sistema comprende tres componentes importantes 

interrelacionados, propuestos para llevar a la práctica de la vida de las comunidades 

indígenas la educación propia que durante los últimos 200 años se ha venido perdiendo. 

Ellos son el componente político-organizativo, que hace referencia a las bases históricas, 

territoriales, culturales, políticas y organizativas, a la ley de origen, y a las articulaciones 

externas y sus efectos; el componente pedagógico, que se enfoca en los procesos y 

principios pedagógicos indígenas, el Plan Educativo Indígena, Cultural, Comunitario y 

Territorial, el Proyecto Educativo Comunitario (PEC), Semillas de vida y en la educación 

universitaria; y el componente administrativo y de gestión, relevante para el análisis de que 

es objeto esta investigación, que trata de los principios de administración propia, el papel 

que desempeñan las autoridades indígenas, la estructura del SEIP, el relacionamiento de 

todos los individuos que actúan e interactúan en el proceso de estructuración y desarrollo 

del SEIP en los tres componentes (dinamizadores), la administración del Sistema y los 

órganos de participación (CONTCEPI, 2013).  

Este último componente es desarrollado en un capítulo en donde incluye los elementos 

para una conceptualización de la estructura y autonomía administrativa propia, los 

mecanismos administrativos, sistemas de información educativa, el relacionamiento 

laboral de los dinamizadores, así como su remuneración, infraestructura y dotación y los 

costos y fuentes de financiación. 

Asimismo, el SEIP establece una serie de estrategias políticas, pedagógicas, 

organizativas, comunicacionales, administrativas, culturales, y económicas. Dentro de 

estas últimas incluye la formulación de un CONPES educativo indígena, la elaboración y 

puesta en marcha del Plan Operativo del SEIP, la financiación por parte del Estado en su 

desarrollo, la creación de una instancia técnica para el manejo de recursos a nivel nacional, 

regional y local que corresponda al SEIP y la definición de tipologías para el funcionamiento 

educativo realizadas por los propios pueblos de acuerdo con sus realidades territoriales. 
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3.4.1 El componente administración y de gestión en el SEIP 

El ejercicio administrativo es entendido por los pueblos indígenas como aquella capacidad 

de decisión que tienen en cuanto a la orientación, planeación, sistematización, priorización, 

ejecución, evaluación y proyección de acciones y procesos educativos para garantizar su 

permanencia como pueblos originarios desde la espiritualidad y el fortalecimiento de sus 

instituciones y autoridades, e implica comprender y reconocer el proceso comunitario, la 

reivindicación de sus derechos y la apropiación de procedimientos y herramientas, para 

generar procesos de control y autorregulación autónomos  (CONTCEPI, 2013).  

En el proceso de construcción del SEIP, las autoridades indígenas deben asumir el 

ejercicio de su administración desde las respectivas instancias territoriales indígenas, a 

través de los distintos órganos de participación con capacidad decisoria, es decir, las 

asambleas indígenas del orden local, regional y nacional, “tendrán la facultad de valorar el 

proceso en su conjunto y asumir el control interno y la orientación del SEIP desde la ley de 

origen o derecho mayor de cada pueblo” (CONTCEPI, 2013, p. 92). Para esto la 

CONTCEPI propone, entre otras cosas la implementación estrategias como la creación y 

el fortalecimiento de instancias de investigación propia; la participación comunitaria con 

capacidad decisoria; procesos de consulta y concertación financiados por el Estado; la 

suscripción y desarrollo de convenios de fortalecimiento del SEIP de orden pedagógico y 

cultural con el apoyo del Estado y otros organismos nacionales e internacionales; la 

consolidación del plan educativo indígena comunitario cultural y territorial por cada pueblo; 

y la creación mecanismos para la implementación de proyectos y programas del SEIP. 

Ahora bien, la administración del SEIP también debe ocuparse de establecer un sistema 

de información sobre educación de cada pueblo donde se puedan conocer tanto las 

necesidades como las características y las condiciones de los procesos educativos como 

insumo para la planificación y la puesta en marcha del SEIP. Esto implica la realización de 

un Censo diagnóstico integral educativo anual por parte de las estructuras educativas de 

cada pueblo, con la participación de las respectivas entidades e instituciones estatales, así 

como la realización de foros, asambleas, encuentros, mingas y conversatorios educativos, 

y la elaboración y operación de una base de datos por parte de las comunidades en sus 

espacios locales, regionales y nacionales (CONTCEPI, 2013). 

Adicionalmente, dentro de este proceso de administración, el SEIP reconoce la importancia 

de la selección de los docentes, directivos y administrativos, por lo cual determina que esta 
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labor debe ser realizada por las autoridades indígenas y sus organizaciones, en cada 

pueblo, comunidad y territorio, por parte de la Coordinación Regional del SEIP, y debe ser 

un proceso transparente, confiable, imparcial, objetivo, integral, autónomo, flexible, 

garantizar la igualdad de oportunidades y debe contar con la participación de la comunidad. 

Es así como en el capítulo 13.5. del documento que perfila el SEIP, se determina la forma 

como se relacionan los diferentes dinamizadores involucrados, sus roles, las formas, 

requisitos y procedimientos para su vinculación, permanencia y retiro, el proceso de 

evaluación formación, seguimiento y control, su remuneración, estímulos y otros aspectos 

administrativos de carácter laboral, y el régimen de transición. 

Es importante aclarar que como dinamizadores se consideran todas aquellas personas 

que intervienen en el proceso de estructuración y desarrollo del SEIP en los tres 

componentes. Así pues se tienen dinamizadores político organizativos, en donde clasifican 

las autoridades espirituales y tradicionales, la comunidad, Coordinadores político 

organizativos, y quienes conforman los equipos político-organizativos; dinamizadores 

pedagógicos que son básicamente los maestros, coordinadores pedagógicos, sabedores, 

investigadores propios, estudiantes, las familias y las demás personas que integran los 

equipos pedagógicos; y por último los dinamizadores administrativos, donde se incluyen 

los Coordinadores administrativos y el personal que haga parte del equipo administrativo 

de acuerdo con las estructuras establecidas por cada pueblo indígena. De igual forma, se 

definen los roles para las Autoridades Tradicionales Indígenas, para la comunidad y para 

los maestros (CONTCEPI, 2013). 

Dentro de las funciones que deben desempeñar las Autoridades Tradicionales Indígenas, 

cabe destacar algunas como las siguientes, que se relacionan con actividades 

administrativas y financieras:  

▪ Expedir avales a quienes van a dinamizar el PEC en el marco del SEIP. 

▪ Dar lineamientos políticos, pedagógicos y administrativos para el desempeño de 

las labores de los dinamizadores. 

▪ Realizar seguimiento, control, valoración y acompañamiento a los dinamizadores. 

▪ Proponer estrategias para mantener la coordinación y armonía entre todos los 

dinamizadores del PEC en el marco del SEIP. 

▪ Acompañar y propiciar espacios de reflexión, análisis y toma de decisiones para el 

desarrollo de las políticas educativas. 
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▪ Planear, determinar y controlar el buen uso de los espacios educativos. 

▪ Reconocer y reglamentar la propiedad colectiva de los espacios educativos. 

▪ Gestionar junto con el coordinador administrativo, los recursos relacionados con los 

espacios educativos. 

▪ Vigilar y controlar el manejo de los recursos destinados al funcionamiento de los 

espacios educativos (CONTCEPI, 2013) 

Otro aspecto importante en lo relacionado con el componente administración y de gestión 

del SEIP es el proceso de evaluación, entendido como “un proceso integral encaminado a 

mejorar el desempeño de los dinamizadores del SEIP en sus tres componentes” 

(CONTCEPI, 2013, p.109). Específicamente este proceso debe dar cuenta de los aportes, 

responsabilidades, obligaciones, desempeño y necesidades de los dinamizadores; del 

grado de articulación de los procesos pedagógicos, políticos y administrativos con las 

dinámicas culturales y organizativas, para mejorar continuamente; del empoderamiento de 

las autoridades indígenas en cuanto a la educación y la comunidad como gestora de los 

procesos educativos; de la construcción de estrategias para posicionar y fortalecer la 

educación propia; de la calidad de la información para la toma de decisiones en el ejercicio 

administrativo, pedagógico y político; y del fortalecimiento de la comunidad en un sentido 

crítico frente al proceso educativo comunitario y su participación activa en su orientación, 

seguimiento y evaluación. 

En cuanto a los recursos de infraestructura y dotación, la CONTCEPI (2013) ha 

determinado que debe ser coherente con la cosmovisión y requerimientos del PEC de cada 

pueblo indígena en concordancia con su plan de vida, y debe garantizar el funcionamiento 

y mantenimiento de dotación e infraestructura en general, sin especificar cómo se llevará 

a cabo tal proceso. 

Finalmente, respecto al componente financiero, en el Perfil del SEIP se establece que las 

autoridades indígenas deben presentar al Gobierno Nacional los costos del sistema 

educativo propio de educación pública, con base en los siguientes aspectos: 

▪ Estudios para determinar el costo del derecho a la educación en territorios 

Indígenas: Investigación, sistematización, valoración y seguimiento, asesorías 

especializadas y acompañamiento, materiales y todos aquellos recursos 

necesarios para asegurar la administración del SEIP. 
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▪ Infraestructura: Mejoramiento y mantenimiento de los espacios existentes y 

construcción de nuevos espacios educativos. 

▪ Desarrollo del componente pedagógico: Formación, investigación, capacitación, 

elaboración y distribución de materiales didácticos y tecnológicos, atención 

alimentaria y desarrollo de proyectos pedagógicos relacionados con SEIP. 

▪ Desarrollo del componente administrativo y político-organizativo: Asignación 

presupuestal para la financiación de todos los dinamizadores que se requieran para 

la implementación del sistema, así como aquellos involucrados en la dirección, 

valoración, seguimiento y control. 

▪ Los demás costos necesarios para llevar a cabo una adecuada implementación del 

SEIP. 

Respecto al financiamiento de estos costos se deben tener en cuenta, entre otras, las 

condiciones geográficas, sociales específicas, el costo de vida, y la vulnerabilidad de cada 

pueblo, es decir, es necesario determinar requerimientos particulares para el manejo de 

recursos a nivel nacional, regional y local que corresponda al enfoque y realidades 

territoriales. De esta manera la CONTCEPI propone elaborar y concertar “un CONPES que 

genere, implemente y proyecte una política clara frente a la financiación y funcionamiento 

de todo el SEIP el cual estará en coherencia con planificaciones periódicas no menores de 

10 años” (CONTCEPI, 2013, p.123), y que además contará con la participación de los 

diversos entes territoriales resguardos, departamentos y municipios. 

De igual manera recuerda la responsabilidad del Estado y el Gobierno colombiano respecto 

a la financiación del SEIP, a través de las transferencias del SGP cuando la autoridad 

indígena asuma la administración de la educación directamente en calidad de un TIC, así 

como también deberá asignar las partidas presupuestales adicionales necesarias para 

garantizar el funcionamiento del Sistema. Esta propuesta también determina que los 

costos del SEIP serán fijados en el acto administrativo que autoriza a la autoridad indígena 

para asumir la administración de la educación, se incrementarán anualmente de acuerdo 

al IPC más 5 puntos y se ajustarán con base en las solicitudes de la Autoridad Indígena 

de acuerdo con las novedades presentadas y que surjan en cuanto a infraestructura, los 

costos para desarrollar los componentes político-organizativo, pedagógico y administrativo 

y todos aquellos que sean necesarios para el correcto funcionamiento del SEIP 

(CONTCEPI, 2013). 





 

 
 

4. Algunas estadísticas descriptivas de los 
resguardos indígenas en Colombia  

De acuerdo con la información del Censo Nacional de Población y Vivienda (CNPV) de 

2018, en el territorio colombiano habitan 115 pueblos indígenas nativos, a los cuales 

pertenecen 1.905.617 personas que se autorreconocen como indígenas (DANE, 2019a), 

que en términos porcentuales representa 4.4% del total de la población del país 

(48.258.494 personas). Este atributo de autorreconocimiento fue empleado por el DANE 

con el fin de captar la pertenencia étnica, e implica que cada persona determina por sí 

misma si hace o no parte de alguno de los grupos étnicos. 

Ahora bien, del total de personas que se autorreconocen como indígenas, solamente el 

54,36%, es decir 1.035.9465 personas, viven en uno de los 820 resguardos indígenas 

reconocidos por el Estado (Ministerio del Interior, 2020). De la información dispuesta por 

el DANE en la base de datos “Información de población indígena por resguardo, 

desagregada a nivel territorial” se logró extraer los siguientes datos: 

4.1 Habitantes de resguardos indígenas en Colombia por 
sexo 

Como se observa en la gráfica 4-1, 519.677 personas que habitan los resguardos 

indígenas al año 2018, es decir 50,16% de la población, son hombres y el restante 49,84% 

son mujeres. Al comparar estas cifras con la proporción de hombres y mujeres a nivel 

nacional, 48,8% y 51,2% respectivamente (DANE, 2020b), se evidencia que la relación es 

 
 

5 Cálculo propio derivado de la revisión de la base de datos “Información de población indígena 
por resguardo, desagregada a nivel territorial” del DANE (2020a). 
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contraria, mientras que en los resguardos hay más hombres que mujeres, en el territorio 

nacional hay más mujeres que hombres. 

Gráfica 4-1: Habitantes de resguardos indígenas en Colombia por sexo - 2018 

 

Fuente: Elaboración propia con base en DANE (2020a) 

4.2 Habitantes de resguardos indígenas por rangos de 
edad 

Respecto a la edad de los habitantes de los resguardos indígenas en Colombia, al año 

2018, se encontró que la población entre 0 y 14 años (niños) representa el 37,4% del total, 

el 57,2% corresponde a las personas entre 15-64 años (jóvenes y adultos) y el restante 

5,4% a las personas mayores de 64 años (adultos mayores), como se muestra en la Gráfica 

4-2 en términos absolutos. A nivel nacional la distribución por cada uno de estos grupos 

de edades es de 22,6%, 68,2% y 9,1% respectivamente (DANE, 2020b). 

Gráfica 4-2: Habitantes de resguardos indígenas en Colombia por rangos de edad - 2018 

 
Fuente: Elaboración propia con base en DANE (2020a) 
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Al comparar estos datos se identifica que la proporción de población infantil en los 

resguardos indígenas es 14,8% mayor que la del nivel nacional, la población adulta es 

menor en los resguardos indígenas en 11% así como la población de adultos mayores en 

3,7%, frente a la información presentada en la composición de la población de todo el país 

en rango de edades. 

Tener una proporción de población joven significativa, como es el caso de los resguardos 

indígenas, implica que la implementación de políticas públicas, como por ejemplo en 

educación, es fundamental para contribuir con el desarrollo del país y en el marco del SEIP 

representa un importante reto para preservar las diversas culturas. En este mismo sentido 

cobra gran relevancia la preocupación por la permanencia como culturas y pervivencia 

como pueblos, al observar que la población de la tercera edad es muy pequeña a 

comparación con los otros rangos de edades y aún más frente a la proporción a nivel 

nacional, teniendo en cuenta que los abuelos, como parte de la familia, conforman “un eje 

fundamental del Sistema Educativo Indígena Propio, en sus diferentes dimensiones, la 

biológica, la comunitaria y la político-organizativa. En todos estos espacios las lenguas y 

culturas son la fuente principal de convivencia y crecimiento integral” (CONTCEPI, 2013, 

p. 72). 

4.3 Habitantes de resguardos indígenas que hablan su 
lengua nativa 

En cuanto a la población que habla la lengua nativa de su pueblo 582.316 personas 

manifestaron que lo hacen (56,21%), mientras que 430.456 personas no la hablan 

(41,55%). Por su parte, a 14.573 de las personas censadas (1,41%) no se les realizó esta 

pregunta debido a que habitan Lugares Especiales de Alojamiento (LEA)6, y 8.601 

encuestados (0,83%) no respondieron esta pregunta, como se muestra en la Gráfica 4-3. 

 
 

6 Lugar Especial de Alojamiento – L.E.A.: “Es una edificación o parte de ella, en la cual habita un 
grupo de personas, generalmente no parientes, que participan de una vida en común por razones 
de procesos de rehabilitación carcelaria, estudio, trabajo, culto religioso, disciplina militar, labores 
administrativas, entre otras” (DANE, 2019b). 
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Adicionalmente se observó que los resguardos de más de 1.000 personas encuestadas 

por el DANE, donde más del 50% de la población no habla la lengua materna se 

encuentran ubicados en los departamentos Cauca y Nariño.  

Gráfica 4-3: Habitantes de resguardos indígenas que hablan su lengua nativa en 

Colombia - 2018 

 

Fuente: Elaboración propia con base en DANE (2020a) 
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interacción y crecimiento cultural, para establecer referentes más claros y profundos 

de identidad y en esa misma dimensión tener mejores posibilidades de establecer 

diálogos interculturales de reciprocidad y enriquecimiento mutuo (CONTCEPI, 2013, 

p. 73). 

4.4 Estadísticas sobre educación en los resguardos 
indígenas 

4.4.1 Nivel educativo máximo alcanzado  

Respecto al nivel educativo máximo alcanzado por esta población al año 2018, el 2,94% 

de las personas de 5 años o más tuvo un nivel de formación preescolar, el 39,86% de 

primaria, el 13,71% de secundaria básica, el 11,58% alcanzó un nivel de media, 3,14% 

tiene estudios en educación superior, el 0,14% tiene estudios a nivel de posgrado, el 

14,06% no tiene años de escolaridad y el 14,57% restante no brindó información, como se 

muestra en la siguiente gráfica: 

Gráfica 4-4: Nivel educativo máximo alcanzado por los habitantes de resguardos 

indígenas en Colombia - 2018 

 

Fuente: Elaboración propia con base en DANE (2020a) 
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secundaria y media). Sin embargo, a pesar de que la fuente original de los datos no 

discrimina esta información por edad, es muy probable que estos niveles de educación 

también incluyan jóvenes, adultos y adultos mayores cuya educación pudo no haber 

superado la primaria, por ejemplo. Por otro lado, al observar el estado de la educación 

superior como un nivel máximo, quienes hasta el momento han podido acceder a esta, 

representan una pequeña proporción del total de la población examinada, que ni siquiera 

alcanza un 5%.   

Sin embargo, como se evidencia, estas estadísticas se basan en el modelo de educación 

tradicional impartido en el país, ignorando otro tipo de conocimientos propios de los 

pueblos indígenas que no necesariamente conciben la educación por niveles de formación 

que se distribuyen en un horizonte temporal de más de 10 años. 

4.4.2 Asistencia Escolar  

Sobre la población que al año 2018 se encontraba realizando cualquier tipo de estudio, 

bien sea del ciclo obligatorio (preescolar, primaria, secundaria y media) o del nivel superior 

(pregrado y posgrado), y por tanto asistía a alguna institución educativa se observó que 

373.543 personas, es decir el 36,06%, si lo estaba haciendo, mientras que 662.403, 

63,94% de la población, no estaba asistiendo (Ver gráfica 4-5). 

Gráfica 4-5: Asistencia Escolar de los habitantes de resguardos indígenas en Colombia - 

2018 

 

Fuente: Elaboración propia con base en DANE (2020a) 
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4.4.3 Alfabetismo 

Finalmente, en relación con el tema de alfabetismo, con base en la información reportada 

por el DANE sobre los habitantes de resguardos indígenas en el país, se concluyó que el 

78,66% de la población saber leer y escribir, mientras que el 21,34% no sabe, es decir 

814.922 y 221.024 personas respectivamente, como lo muestra la siguiente gráfica: 

Gráfica 4-6: Alfabetismo de los habitantes de resguardos indígenas en Colombia - 2018 

 

Fuente: Elaboración propia con base en DANE (2020a) 
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pueblo Zenú con 51.486 personas (4,97%); seguido por Emberá Chami con 44.117 

habitantes y Sikuani con 37.956, como se observa en la Gráfica 4-7. 

En el rubro “OTROS” se incluye la información de 102 pueblos indígenas cuya proporción 

de la población sobre el total es menor a 3%. Cabe aclarar que el CNPV no fue aplicado a 

los pueblos indígenas Jurumi, Passe y Yuri, que se encuentran aislados voluntariamente, 

“respetando su derecho a permanecer en dicha condición, y dando cumplimiento a la 

normatividad vigente: Decreto Ley 4633 de 2011 y reglamentado por el Decreto 1232 de 

2018, de protección a los pueblos indígenas en aislamiento voluntario” (DANE, 2019a). 

Gráfica 4-7: Habitantes de resguardos indígenas en Colombia por pueblo - 2018 

 

Fuente: Elaboración propia con base en DANE (2020a) 

4.6 Habitantes de resguardos indígenas en Colombia por 
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Para el caso del departamento de Chocó, 46.959 indígenas habitan alguno de sus 

resguardos, lo cual corresponde al 4,5% del total de indígenas que habitan algún resguardo 

indígena en el país, pertenecientes, en su mayoría al pueblo Emberá Chami; por su parte 

en el departamento de Córdoba, con una participación del 3,4% sobre el total, habitan 

35.645 indígenas en sus resguardos, quienes conforman parte del pueblo Zenú; y el 

departamento de Vichada con 32.363 habitantes en sus resguardos indígenas (3,1%), 

algunos pertenecientes al pueblo Sikuani.  

Cabe resaltar que puede darse el caso en que en estos departamentos habiten indígenas 

pertenecientes a otros pueblos, o indígenas de los pueblos relacionados con los 

departamentos, en concordancia con su proporción sobre el total, que se encuentren 

asentados en más de un ente territorial. 

Gráfica 4-8: Habitantes de resguardos indígenas en Colombia por departamento - 2018 

 

Fuente: Elaboración propia con base en DANE (2020a) 

Finalmente, en relación con “OTROS” se observa que el 24,9%, es decir 258.237, de los 

habitantes de resguardos indígenas en el país habitan los departamentos restantes, como 

se muestra en la Tabla 4-1, a excepción de Atlántico, Bolívar y San Andrés Islas dado que 

no tienen resguardos indígenas en sus territorios. 
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Tabla 4-1: Habitantes de resguardos indígenas en Colombia por departamento - 2018 

Departamento 

Habitantes 

indígenas en los 

resguardos 

Participación 

Caldas 27.839  2,7% 

Cesar 25.115  2,4% 

Vaupés 22.794  2,2% 

Antioquia 19.786  1,9% 

Sucre 19.404  1,9% 

Amazonas 17.974  1,7% 

Tolima 15.881  1,5% 

Risaralda 15.496  1,5% 

Guainía 15.438  1,5% 

Magdalena 14.477  1,4% 

Meta 13.206  1,3% 

Putumayo 10.559  1,0% 

Valle del cauca 8.978  0,9% 

Huila 5.826  0,6% 

Boyacá 5.641  0,5% 

Casanare 5.121  0,5% 

Arauca 3.989  0,4% 

Caquetá 3.589  0,3% 

Guaviare 3.072  0,3% 

Norte de Santander 3.062  0,3% 

Cundinamarca 848  0,1% 

Quindío 142  0,0% 

Total 
258.237  24,9% 

Fuente: Elaboración propia con base en DANE (2020a) 
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4.7 Estadísticas sobre la Asignación Especial del 
Sistema general de Participaciones para los 
Resguardos Indígenas (AESGPRI) 

Por otro lado, como se mencionó anteriormente, de los recursos del SGP, 0,52% 

corresponde a una asignación especial para resguardos indígenas, en los municipios que 

tengan resguardos en su territorio. La administración de estos recursos se puede llevar a 

cabo por las Entidades Territoriales, directamente por los resguardos indígenas 

certificados y acreditados para ello y por el Ministerio del Interior para el caso del resguardo 

Nukak Makú.  

4.7.1 Distribución de la AESGPRI por departamento  

Con base en la información reportada por el DNP (2020) mediante el Sistema de 

Información y Consulta de Distribuciones de recursos territoriales (SICODIS), en el cual se 

presenta la información agregada y detallada de, entre otras cosas, las distribuciones de 

los recursos del SGP, para el último año (2019) la AESGPRI alcanzó 212.336 millones de 

pesos, la cual se distribuyó como se muestra en la Gráfica 4-9, y teniendo en cuenta los 

criterios señalados por el Decreto 1953 de 2014 en el Capítulo III, es decir, 

proporcionalmente a la participación de la población de la ETI o resguardo respecto al total 

de población indígena reportada por el DANE. 

Gráfica 4-9: Distribución de la AESGPRI totalizada por departamento – 2019  

 
Fuente: Elaboración propia con base en DNP (2020) 
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Se observa entonces que, al totalizar la AESGPRI de los municipios de conforman cada 

departamento, La Guajira participó en un 24,5% del total de recursos distribuidos por la 

Nación, es decir 51.931 millones de pesos, seguido por el departamento del Cauca, el cual 

recibió una asignación de 45.136 millones de pesos, lo que corresponde a 21,3% del total; 

en tercer lugar, se encuentra el departamento de Nariño con 24.237 millones de pesos 

(11,4%); a continuación se encuentran los departamentos de Chocó y Córdoba con una 

asignación de 10.581 y 10.598 millones de pesos, respectivamente, que en términos 

relativos equivale al 5% del total; por su parte el departamento de Caldas recibió 8.630 

millones de pesos (4,1%) y el departamento del Cesar 8.068 millones de pesos (3,8%). 

En cuanto a los municipios de los demás departamentos, se evidencia que entre todos 

recibieron 25% del total de la Asignación Especial del Sistema general de Participaciones 

para los Resguardos Indígenas, lo que corresponde a 53.156 millones de pesos. De estas 

entidades territoriales se excluyen los departamentos de Atlántico, Bolívar y San Andrés 

Islas, pues como se mencionó anteriormente, no tienen resguardos indígenas. 

Tabla 4-2: Distribución de la AESGPRI totalizada por departamento – 2019 

Cifras en millones de pesos 

Departamento AESGPRI Participación 

Vichada 5.939  2,8% 

Putumayo 5.716  2,7% 

Tolima 5.526  2,6% 

Amazonas 5.502  2,6% 

Antioquia 3.863  1,8% 

Vaupés 3.438  1,6% 

Sucre 3.252  1,5% 

Guainía 3.129  1,5% 

Meta 2.060  1,0% 

Valle del cauca 2.020  1,0% 

Risaralda 2.011  0,9% 

Guaviare 1.934  0,9% 

Caquetá 1.600  0,8% 

Huila 1.471  0,7% 

Magdalena 1.460  0,7% 
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Departamento AESGPRI Participación 

Casanare 1.245  0,6% 

Boyacá 821  0,4% 

Arauca 816  0,4% 

Norte de Santander 798  0,4% 

Cundinamarca 338  0,2% 

Santander 161  0,1% 

Quindío 56  0,0% 

Total 53.156  25,0% 

Fuente: Elaboración propia con base en DNP (2020) 

Adicionalmente vale la pena mencionar que, de estos 212.336 millones de pesos que 

conformaron la AESGPRI para el año 2019, el Gobierno Nacional distribuyó 23.794 

millones de pesos a los resguardos indígenas, “que en virtud del capítulo III del Decreto 

1953 de 2014 y el artículo 2.2.5.6.1.9. del Decreto 1082 de 2015 se encuentran acreditados 

para administrar directamente los recursos de esta asignación” (DNP, 2019c), como se 

observa en la Tabla 4-3. 

Tabla 4-3: Distribución de la AESGPRI a los resguardos indígenas acreditados para 

administrar directamente estos recursos – 2019  

Cifras en millones de pesos 

Depto.  Municipio   Nombre del Resguardo  
 Resguardo 

Acreditado  
AESGPRI 

Córdoba San Andrés de Sotavento  San Andrés De Sotavento   

Zenú San 

Andrés de 

Sotavento  

12.865  

Córdoba Tuchín  San Andrés De Sotavento   

Sucre Sincelejo  San Andrés De Sotavento  

Sucre Palmito  San Andrés De Sotavento  

Sucre Sampués  San Andrés De Sotavento  

Cesar Valledupar  Arhuaco De La Sierra   Arhuaco 

De La 

Sierra  

4.544  Cesar Pueblo Bello  Arhuaco De La Sierra   

Magdalena Fundación  Arhuaco De La Sierra  

Cauca Caloto   Paez De Corinto   Páez De 

Corinto 
1.755  

Cauca Corinto   Paez De Corinto   
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Depto.  Municipio   Nombre del Resguardo  
 Resguardo 

Acreditado  
AESGPRI 

Cesar Valledupar  Kankuamo   Kankuamo  1.375  

Nariño Guachucal   Muellamues  Muellamues 1.071  

Cauca Totoró  Totoró  Totoró 991  

Cesar Agustín Codazzi  Iroka  Iroka 478  

Tolima Natagaima  Cocana  

Asociación 

De 

Resguardos 

Indígenas 

Pacandé 

466  

Tolima Natagaima  Rincón De Anchique  

Tolima Natagaima  Yaco Molana  

Tolima Natagaima  Pacande  

Tolima Natagaima  Tinajas  

Tolima Natagaima  Diamante  

Tolima Natagaima  Tamirco  

Tolima Natagaima  Bateas  

Tolima Natagaima  Chaquira  

Antioquia Jardín  Cristianía  Cristianía 249  

Fuente: Elaboración propia con base en Anexo 16, DNP (2019c) 

4.7.2 Ejecución de los recursos de la AESGPRI  

Ahora bien, en concordancia con el Decreto 1953 de 2014, y como se mencionó en los 

capítulos anteriores, los recursos de la AESGPRI deben ser utilizados para financiar 

proyectos de inversión debidamente formulados, en concordancia con los planes de vida, 

la Ley de origen, el derecho mayor o derecho propio, con el objetivo de mejorar la calidad 

de vida de todos los habitantes del resguardo. Además, deben estar incluidos en el Acta 

de Asamblea de aprobación por parte de la comunidad y autoridades indígenas y en el 

contrato de administración que se firme con el municipio (Presidencia de la República de 

Colombia, 2014, art. 34). 

La Contraloría General de la República (CGR) como máximo órgano de control fiscal del 

Estado, en cumplimiento de su misión de procurar por el buen uso de los recursos y bienes 

públicos (Contraloría General de la República, 2020a), y a través de su “Informe de 

actuación especial de fiscalización a los recursos de la asignación especial del Sistema 

General de Participaciones para Resguardos Indígenas Vigencias 2015 a junio 30 de 
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2019”, evaluó la administración y ejecución de los recursos de la AESGPRI para el 

mencionado periodo. 

Como resultado de su evaluación la CGR encontró que entre 2015 y el 30 de junio de 2019, 

las 208 entidades territoriales encargadas de la administración de los recursos de la 

AESGPRI suscribieron en total 3.111 contratos con los recursos de las 820 asignaciones 

especiales distribuidas por la Nación. El valor de estos contratos ascendió a 916.976 

millones de pesos, lo cual representa 88,13% del total de los recursos recibidos en relación 

con esta asignación especial más rendimientos financieros y recursos incorporados de 

balance de 2015, es decir 1.040.466 millones de pesos (Contraloría General de la 

República, 2020b). Sin embargo, la suma realmente ejecutada fue de 662.702 millones de 

pesos, que representan el 63.69% de los recursos disponibles.  

Tabla 4-4: Datos generales ejecución de los recursos de la AESGPRI entre 2015 y 2019  

Número de Entidades que administraron los 

recursos de la AESGPRI 208 

No. Contratos de administración con AESGPRI 3.111 

Recursos de la AESGPRI 1.040.466 millones de pesos   

Valor de los contratos 916.976 millones de pesos  

Recursos ejecutados 662.702 millones de pesos 

Fuente: Elaboración propia con base en CGR (2020) 

Por otro lado,  

(…) solo el 25.22% de las entidades territoriales manejaron adecuadamente los 

recursos de esta asignación especial, mientras que en el 61.95% se presentan 

deficiencias, que si bien no son generalizadas, si impactan el cumplimiento de los 

objetos contractuales y las metas de los proyectos formulados por las comunidades 

indígenas, siendo más grave aún, lo evidenciado en el 10.62% de las entidades, 

cuyas deficiencias son materiales y generalizadas (Contraloría General de la 

República, 2020b, p.p. 75-76). 

Respecto a las entidades que presentaron deficiencias se encontró que, en 23 de los 29 

departamentos con resguardos indígenas, estas se presentaron sobre todo por no celebrar 

los contratos de administración oportunamente o por no hacer el respectivo reporte, debido 

a la débil gestión de las entidades y la no elaboración, formulación inadecuada o la demora 
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en la elaboración de los proyectos de inversión por parte de los resguardos, además de 

los controles poco eficientes implementados en la ejecución de los recursos (Contraloría 

General de la República, 2020b). 

Por otro lado, la auditoría realizada arrojó que a pesar de que existen actas de asamblea 

de los resguardos indígenas, en la cuales deben aprobarse por parte de la comunidad y 

las autoridades indígenas, los proyectos de inversión y su formulación, en concordancia 

con los planes de vida, la Ley de origen, el derecho mayor o derecho propio, en la mayoría 

de los resguardos se desconocen tales proyectos, lo cual dificulta la concertación y la 

detección de las necesidades de las comunidades y por tanto no se cumple el objetivo de 

los recursos AESGPRI, es decir, mejorar la calidad de vida de todos los habitantes del 

resguardo (Contraloría General de la República, 2020b). 

De igual forma, se encontró que: algunos proyectos no estaban formulados correctamente 

al no identificarse sus beneficiarios, los bienes relacionados, la forma, el lugar y el tiempo 

de entrega para el cumplimiento del objeto contractual; se evidencia una importante falta 

de asistencia técnica por parte de las Oficinas de Planeación; la gran mayoría de los 

recursos se han empleado en la adquisición de bienes de consumo inmediato y no en 

proyectos de inversión de manera que no hay efectos en el mejoramiento en la calidad de 

vida de la comunidad indígena; tampoco existe “una adecuada supervisión a la gestión de 

los recursos desarrollada a través de los contratos y convenios suscritos por los entes 

territoriales, presentando falencias respecto del seguimiento técnico, administrativo, 

financiero y contable” (Contraloría General de la República, 2020b, p. 274). 

Las deficiencias mencionadas, produjeron una pérdida de recursos públicos para el Estado 

colombiano, entre 2015 y 2019, por 16.777 millones de pesos. Estas pérdidas se ven 

reflejadas en los hallazgos fiscales7 de la CGR (ver Tabla 4-5), donde la mayor cantidad 

de recursos perdidos se debió en gran parte por que el municipio no tenía la titularidad de 

los bienes, los pagos realizados no se encontraban soportados y hubo una inadecuada 

programación y uso de recursos de la AESGPRI. 

 
 

7 “El hallazgo fiscal se configura cuando los servidores públicos o particulares han realizado una 
gestión fiscal ineficiente contraria a los principios establecidos para la función pública que ha 
producido un daño patrimonial al Estado” (Contraloría General de la República, 2017a, p.3) 
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Tabla 4-5: Pérdidas de recursos públicos originadas por los distintos hallazgos fiscales en 

relación con la administración de las AESGPRI entre los años 2015 y 2019  

Cifras en millones de pesos 

Tipología  Valor fiscal  

Titularidad de Bienes 6.400  

Pagos sin soportes 4.926  

Inadecuada programación y uso de recursos de la AESGPRI 3.271  

Debilidades en supervisión contractual 863  

Gastos de funcionamiento 784  

Recursos en cuentas bancarias sin generar rendimientos financieros 298  

Debilidades en supervisión - obra no funcional 213  

Deficiencias interventoría y supervisión contractual 16  

Cobro de gravámenes 5  

Total 16.777  

Fuente: Elaboración propia con base en CGR (2020) 

Por último, respecto a la cantidad de recursos perdidos por departamento, se observó que 

en La Guajira, derivado del Proyecto Ampliación y/o Saneamiento del Resguardo Indígena, 

ocupa el primer lugar con 6.821 millones de pesos, seguido por el Departamento de 

Córdoba, debido al proyecto denominado Fortalecimiento Agrícola por 2.660 millones de 

pesos, seguido por el departamento de Casanare con 1.794, Cauca con 1.063 y Amazonas 

con 936 millones de pesos (Contraloría General de la República, 2020b), como se observa 

en la Gráfica 4-10. 

Gráfica 4-10: Pérdida de recursos del AESGPRI por departamento entre 2015 y 2019 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CGR (2020) 
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5. Los retos de los pueblos indígenas en 
Colombia en términos de las condiciones 
necesarias para administrar los recursos 
transferidos por la Nación al SEIP 

A partir del entendimiento del proceso de descentralización, en términos generales, en 

Colombia y en los pueblos indígenas, de la problemática educativa desde el punto de vista 

de los derechos individuales y colectivos, del contexto demográfico de los resguardos 

indígenas y del estado actual de la distribución de los recursos del SGP, el presente 

capítulo abarca los retos que eventualmente asumen los pueblos indígenas en Colombia 

en términos de las condiciones necesarias para administrar los recursos transferidos por 

la Nación, así como los procesos y condiciones necesarias, en materia financiera, para la 

distribución del gasto educativo de acuerdo con el marco que regula el SGP. 

Para los pueblos indígenas el proceso de administración propia reúne los tres 

componentes descritos en el documento perfil del SEIP, es decir, integra el componente 

político organizativo con el pedagógico y el administrativo y de gestión a través de los 

procesos pedagógicos, los dinamizadores del SEIP, los recursos económicos y 

financieros, el tiempo y el espacio que se realizan por medio de procesos de planeación, 

valoración, control, y seguimiento, y el acompañamiento a partir de las políticas de cada 

pueblo (CONTCEPI, 2019). 

En lo concerniente a los recursos económicos y financieros necesarios en el componente 

administrativo y de gestión, como objetivo del presente trabajo, vale la pena retomar que, 

con base en la evidencia dispuesta por la CGR presentada en el capítulo anterior en el 

numeral 4.7.2. Ejecución de los recursos de la AESGPRI, la existencia de intermediarios 

que se han ocupado de la administración de los recursos ha resultado perjudicial tanto 
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para las comunidades indígenas en cuanto a su desarrollo, en concordancia con los planes 

de vida, la Ley de origen y el derecho mayor o derecho propio, buscando mejorar la calidad 

de vida de todos los habitantes del resguardo, como para el Estado en la medida que la 

totalidad de los recursos disponibles no se han ejecutado o se ha realizado una gestión 

fiscal ineficiente conduciendo a un daño patrimonial, lo cual revela la necesidad de que 

sean los mismos pueblos quienes administren esos recursos. 

La efectiva disponibilidad de recursos se hace indispensable para el ejercicio de los 

derechos constitucionales de la población indígena. Los recursos del SGP con 

destinación específica son, en caso de su correcta administración, una de las 

herramientas más prácticas y eficientes para permitir que las comunidades ejerzan 

su autonomía y controlen su propio desarrollo (Corte Constitucional, 2015). 

Sin embargo, la administración directa de los recursos conlleva al cumplimiento de diversos 

requisitos que al mismo tiempo implican retos para los pueblos indígenas en materia 

administrativa-financiera. Estos retos deben ser vistos tanto desde la perspectiva de las 

comunidades como desde el contexto legal que enmarca el SGP. 

Perspectiva de los Pueblos Indígenas  

El Decreto 2406 de 2007 es el acto legislativo por medio del cual se creó la Comisión 

Nacional de Trabajo y Concertación de la Educación para los Pueblos Indígenas 

(CONTCEPI) en desarrollo del artículo 13 del Decreto 1397 de 1996, según el cual la Mesa 

Permanente de Concertación con los pueblos y organizaciones indígenas estaría 

conformada por distintas comisiones de trabajo y concertación dependiendo del asunto a 

tratar (Presidencia de la República de Colombia, 2007). 

La CONTCEPI se encuentra integrada por el Ministerio de Educación Nacional (MEN), el 

Ministerio del Interior y Justicia, la Secretaría Operativa de la Mesa Permanente de 

Concertación con los Pueblos Indígenas y Organizaciones Indígenas, la Organización 

Nacional Indígena de Colombia (ONIC), la Organización de Pueblos Indígenas de la 

Amazonía Colombiana (OPIAC), Autoridades Indígenas de Colombia (AICO), la 

Confederación Indígena Tairona (CIT), el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC), el 

Cabildo Mayor Regional Indígena Zenú, la Organización Regional Indígena del Valle del 

Cauca (ORIVAC), la Asociación Regional Indígena EmberaWaunana OREWA, la 

Asociación de Cabildos de Arauca (ASCATIDAR), la Organización Indígena de Antioquia 
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(OIA), el Consejo Mayor de Educación del Pueblo de los Pastos, el Consejo Regional 

Indígena del Tolima (CRIT), el Consejo Regional Indígena del Vaupés (CRIVA), el Pueblo 

Wayuu, la Organización Indígena del Bajo Orinoco (ORPIBO) la Organización Indígena 

Gonawindua – Tairona, la Organización Zonal Indígena del Putumayo (OZIP), la 

Asociación de Cabildos y Autoridades Tradicionales del Pueblo Uwa (ASOUWA) y las 

organizaciones indígenas del Caquetá o Guaviare (Presidencia de la República de 

Colombia, 2007). 

Como se observa, la CONTCEPI cuenta con la participación de la mayoría de las 

comunidades indígenas del país y del gobierno nacional a través de diversas 

organizaciones indígenas y dos de los ministerios, respectivamente, para dar cumplimiento 

a su objetivo principal, según el cual las decisiones de política pública en educación, en 

cuanto a la formulación, seguimiento y evaluación, se llevan a cabo de forma concertada 

considerando las necesidades educativas de los pueblos indígenas involucrados, a través 

de la construcción de una política pública integral de Estado para los Pueblos Indígenas 

(Presidencia de la República de Colombia, 2007). 

Por lo anterior, de manera que fuera posible identificar las demandas de los pueblos 

indígenas en materia administrativa-financiera en relación con los recursos necesarios 

para poner en funcionamiento el SEIP, la Secretaría Técnica de la CONTCEPI suministró 

las actas8 de las reuniones llevadas a cabo por la Comisión entre los años 2006 a 2007 y 

2010 a 2020 (Ver Anexo A: Resumen Actas de las reuniones de la CONTCEPI entre los 

años 2006 a 2007 y 2010 a 2020).  

En total se realizó la lectura y resumen de 39 actas, en las cuales, respecto al tema 

administrativo y financiero se identificaron los siguientes aportes más significativos: 

▪ Sesión número 6, del 3 al 5 octubre de 2007: Se discutió sobre la vinculación de 

los dinamizadores del componente administrativo en cuanto a que no deben 

incluirse en un concurso de méritos de la Comisión Nacional del Servicio Civil 

 
 

8 Las actas de las reuniones de la CONTCEPI se encuentran estructuradas así: Identificación del 
documento donde consta el número de la sesión; Fecha y hora en la que se llevó a cabo el 
encuentro; Agenda propuesta en la que se incluye el objetivo de la reunión y los temas a trabajar 
en la sesión; Una sección donde se describen los acuerdos suscritos; y Firmas de los asistentes a 
la reunión. 
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(CNSC), por lo cual se acordó consultar formalmente a la CNSC sobre el alcance 

de la ley 909, específicamente su artículo 5, puntualizando en que las 

características particulares de los pueblos indígenas deben ser tenidas en cuenta 

en su aplicación. 

▪ Sesión número 17, del 23 al 25 de mayo de 2011: Se conformó una subcomisión 

ampliada para la elaboración de un plan de trabajo sobre relacionamiento laboral 

como parte del componente administrativo del SEIP. 

▪ Sesión número 18, del 8 al 10 de febrero de 2012: Se acordó complementar el 

documento SEIP respecto al tema laboral en relación con el régimen de carrera de 

los dinamizadores, los parámetros de asignación de planta de cargos, la definición 

de la jornada laboral, algunas situaciones administrativas especiales, las 

asignaciones salariales y el sistema meritocrático. 

▪ Sesión número 21, del 6 al 7 de noviembre de 2014: Se llevó a cabo la revisión y 

concertación del documento SEIP, en cuanto al componente administrativo y de 

gestión, acordando la entrega del presupuesto para el desarrollo de la consulta 

previa del SEIP por parte  5 organizaciones indígenas integrantes de la CONTCEPI 

y la continuación de la construcción del componente en mención.  

▪ Sesión número 27, del 11 al 14 de septiembre de 2017: Se continuó el proceso de 

consolidación de la norma reglamentaria del SEIP con el fin de fortalecer su 

cumplimiento en el marco de los acuerdos del Plan Nacional de Desarrollo y demás 

acciones pertinentes.  

También se acordó expedir una Directiva Ministerial para la aplicación del Decreto 

2277 de 1979 a los docentes nombrados por el Decreto 804 de 1995, de manera 

que la Subdirección de Recursos Humanos del Sector determinara, junto con la 

CONTCEPTI y la Oficina Asesora de Planeación, que en la norma SEIP se 

contemplaran los salarios para etnoeducadores utilizando la escala del Decreto 

2277, o definiendo asignaciones básicas mensuales diferenciadas dependiendo del 

nivel académico alcanzado por cada dinamizador. Así mismo se acordó revisar que 

las Secretarías de Educación cumplieran la sentencia T-907 de 2011 sobre 
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nombramientos en propiedad de etnoeducadores indígenas y aquellos casos en los 

que a algunos docentes se les redujo su salario. 

Por último, en este encuentro de acordó una Directiva Ministerial dirigida a las 

Entidades Territoriales en torno a la correcta aplicación del Decreto 2500 de 2010, 

debido a las dificultades presentadas en los procesos de contratación de la 

administración de la atención educativa con las Secretarías de Educación. 

▪ Sesión número 29, del 23 al 27 de octubre de 2017: La discusión, entre otras cosas, 

se enfocó en la revisión y concertación de la estructura de la norma del SEIP en 

cuanto al Componente Administrativo, determinando el siguiente contenido: 

Título IV Componente Administrativo 

▪ Capítulo I: Aspectos generales de la autonomía en el componente 

administrativo 

▪ Capítulo II: La administración desde las autoridades indígenas 

▪ Capítulo III: Relacionamiento de los dinamizadores en el marco del 

SEIP, conceptualizaciones, cualidades, características, derechos y 

responsabilidades 

▪ Capítulo IV: Dinamizadores con una relación laboral legal y 

reglamentaria que son servidores públicos con régimen especial 

▪ Capítulo V: Selección y vinculación de dinamizadores 

▪ Capítulo VI: Situaciones administrativas de los dinamizadores del SEIP 

con vinculación legal, laboral y reglamentaria 

▪ Capítulo VII: Seguridad social y bienestar para los dinamizadores del 

SEIP con vinculación, legal laboral y reglamentaria 

▪ Capítulo VIII: Administración autónoma de los procesos de formación 

continua y permanente en el SEIP 

▪ Capítulo VIII: Retribuciones y estímulos a los dinamizadores del SEIP 

con vinculación legal, laboral y reglamentaria 

▪ Capítulo IX: Relación dinamizadores tiempo espacios 

▪ Capitulo X:  Categorías de dinamizadores del SEIP con vinculación 

legal, laboral y reglamentaria 

▪ Capitulo XI: Financiación del SEIP 
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▪ Sesión número 41, del 8 al 13 de marzo de 2020: Se socializaron los resultados de 

la revisión de la propuesta de norma SEIP por parte del MEN y se definió 

conjuntamente una metodología para la concertación de la norma.  

Además de fijar un cronograma para entregar un documento técnico detallado de 

revisión de la propuesta, la duración de las sesiones y una dinámica de trabajo de 

concertación, se acordó contratar tres expertos en las áreas laboral, constitucional 

y economía además de contar con 5 sabios de los pueblos indígenas; y se acordó 

la expedición de la Circular con orientaciones para la elaboración de los estudios 

técnicos de planta, a más tardar el lunes 16 de marzo de 2020. 

Todos estos avances han sido bastante importantes, y se han dado de manera paralela al 

diseño de la norma SEIP, en el seno de la misma CONTCEPI. Sin embargo, cabe aclarar 

que la concertación de esta norma no ha iniciado, hasta el momento se realizó la discusión 

interna entre los pueblos indígenas que concluyó en una propuesta unificada, entregada 

posteriormente al MEN para su revisión, y retroalimentada en la sesión 41, como fue 

mencionado. Adicionalmente, como parte de las conclusiones de la sesión 42, llevada a 

cabo entre el 27 de noviembre y el 2 de diciembre de 2020, se determinó poner en marcha 

los acuerdos suscritos sobre la concertación de la propuesta de norma SEIP con el 

gobierno nacional a través de una serie de encuentros que se realizarán durante 7 meses 

a partir de marzo de 2021. 

Ahora bien, como resultado de las reuniones celebradas se puede inferir que la sesión 

número 29 recoge, en la propuesta de norma del SEIP, las discusiones, los compromisos 

adquiridos, los acuerdos a los que se llegaron y las acciones llevadas a cabo a lo largo del 

proceso de construcción de un Sistema Educativo Indígena Propio que ha tomado más de 

una década. Por lo anterior, vale la pena profundizar un poco más en esta. 

De la estructura propuesta se observa que el componente administrativo de la norma SEIP 

gira, en la mayor parte de su contenido, en torno a la regulación del tema laboral de los 

dinamizadores, bien sean Pedagógicos, Político-organizativos, Administrativos u otros 

según lo requiera cada pueblo, para garantizar el correcto funcionamiento del Sistema,  

incluye la concepción de una relación laboral legal y reglamentaria como servidores 

públicos de régimen especial, la selección y vinculación de los dinamizadores, el manejo 

de las situaciones administrativas del régimen laboral, su seguridad social y bienestar, los 
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procesos de formación continua y permanente, las retribuciones y estímulos, entre otras 

cosas. 

Asimismo, contempla la inclusión de un apartado relacionado con la financiación del SEIP, 

la cual debe estar a cargo del Estado y del Gobierno Nacional, con base, entre otras cosas, 

en el principio de suficiencia financiera que parte de un estudio de costos integrales, 

necesario para distribuir los recursos, teniendo en cuenta otros factores como la 

vulnerabilidad demográfica, cultural, territorial y lingüística, si fue afectado por el conflicto 

armado, la dispersión poblacional, la dificultad en el acceso a las capitales, el avance en 

el desarrollo del componente pedagógico del SEIP, y el estado del manejo y la eficiencia 

administrativa (CONTCEPI, 2019). 

Finalmente, la propuesta también considera la financiación de otros costos como el de 

infraestructura y dotación indígena, como herramientas necesarias para el desarrollo del 

SEIP, y establece como fuentes de financiación del Sistema los ICN, los recursos del SGP 

y los recursos contenidos en la Ley 21 de 1982 para infraestructura educativa. 

Perspectiva del contexto legal 

Ahora bien, desde la perspectiva del contexto legal, la identificación de los retos debe 

atender, al mismo tiempo, lo dispuesto en la ley 715 de 2001, los decretos 1953 de 2014 y 

1082 de 2015, entre otros actos legislativos, teniendo en cuenta que la misma CONTCEPI 

contempla dentro de las fuentes de financiación del SEIP los recursos de los que tratan las 

mencionadas normas. No obstante, debido a la autonomía de que deben gozar los pueblos 

indígenas para la administración de sus recursos, como tema transversal en la 

conformación del SEIP, la aplicación de algunos aspectos de las mencionadas normas 

puede no ser válida debido a que no todas contemplan las características especiales de 

los pueblos indígenas, como por ejemplo el Estatuto Docente, y por consiguiente se hace 

evidente la necesidad de crear un régimen de carrera propio para los dinamizadores del 

Sistema. 

Paralelamente el Estado colombiano reconoce su obligación de “transferir directamente a 

los Territorios Indígenas los recursos correspondientes a la partida para educación del 

Sistema General de Participaciones con el fin de que puedan cumplir las competencias 

asignadas” (Presidencia de la República de Colombia, 2014, art. 56), para financiar lo 

correspondiente al pago de los dinamizadores, la adecuación, construcción, 
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mantenimiento y funcionamiento de los espacios educativos, la provisión de la canasta 

educativa, la evaluación y promoción de la calidad en educación, entre otros costos. 

Con base en las normas mencionadas anteriormente, el MEN (2020b), en representación 

del gobierno nacional, y como miembro de la CONTCEPI realizó su análisis del proyecto 

de norma SEIP fruto de las discusiones internas de los pueblos indígenas. Al respecto se 

observaron algunos puntos importantes en cuanto al tema de la administración directa de 

los recursos necesarios en el Sistema Educativo como se indica a continuación. 

▪ En primer lugar, la Ley 715 de 2001 indica cuales son las competencias que tienen 

las entidades territoriales certificadas y no certificadas en educación. Frente a esto 

para poder manejar directamente el Sistema Educativo, incluyendo el aspecto 

financiero, se requiere llevar a cabo un proceso de certificación mediante el cual se 

demuestre que la entidad tiene la capacidad para hacerlo; así mismo, el Decreto 

1953 de 2014 contiene un capítulo en el cual precisa cuales son los requisitos para 

que los territorios indígenas puedan manejar los recursos del SGP en materia 

educativa, indicando también sus competencias y responsabilidades.  

El MEN indica que los considerandos de la propuesta de norma no incluyen, entre 

otras cosas, los avances y acuerdos en el marco de este Decreto, respecto a la 

definición del territorio indígena y el proceso de certificación en educación, teniendo 

en cuenta que estos elementos son indispensables para definir y entregar las 

competencias educativas a los pueblos indígenas. 

Lo anterior lleva a la conclusión de que esta propuesta parte del supuesto de que 

no es necesario que los territorios indígenas se encuentren certificados para 

administrar el SEIP, y en consecuencia se perciba un desconocimiento del orden 

constitucional y legal, lo cual puede desembocar en la organización de un sistema 

que no cuente con la capacidad institucional suficiente para asegurar la 

sostenibilidad financiera y técnica, afectando el efectivo goce del derecho a la 

educación. 

▪ En segundo lugar, la evidente intención del proyecto de norma del SEIP de crear 

un sistema de administración de personal para sus dinamizadores, transmite la idea 

de que todos los asuntos relacionados con su ciclo de vida en el Sistema Educativo, 
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derivado del derecho a la autonomía, quedan a cargo de los pueblos indígenas, 

sus autoridades y la comunidad, sin contemplar las normas laborales que 

garantizan los derechos de los servidores públicos. 

Así pues, es primordial determinar en qué consiste la carrera especial para los 

dinamizadores del SEIP, cuál es su estructura, el ciclo de vida del dinamizador, el 

proceso de ascenso en cuanto a niveles, tiempos y requisitos y todas las 

características particulares que sean necesarias para describirla. Esto a su vez 

sugiere considerar las normas de carrera administrativa del país bajo los principios 

constitucionales de seguridad jurídica y debido proceso, al determinar unos criterios 

de selección definidos previamente. 

Por otro lado, el MEN hace referencia a dos temas que considera deben ser 

discutidos en un proyecto distinto al del SEIP: la creación del Fondo especial de 

prestaciones sociales de dinamizadores, por ser un tema que pertenece al sector 

de Protección Social; y la remuneración de los dinamizadores, debido a que la 

fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores públicos es potestad 

del presidente de la República. 

▪ En tercer lugar, en relación con la dotación necesaria para desarrollar el SEIP, el 

MEN considera que, deben incluirse dentro de los costos del Sistema los productos 

de los procesos de investigación (materiales y medios educativos propios) y los 

asociados a los procesos de formación de los dinamizadores, así como también 

que estos materiales no deberían limitarse al contexto de la investigación sino 

extenderse al proceso de formación docente.  

Respecto a la creación, adecuación y dotación de la infraestructura requerida para 

el desarrollo pedagógico del Sistema, la autonomía es aplicable en cuanto a la 

cosmovisión de cada pueblo. No obstante, se requiere del cumplimiento de normas 

como la de sismo resistencia, accesibilidad al medio y salubridad, que demandan 

un adecuado manejo técnico.  

▪ Finalmente, respecto al tema financiero, el MEN en sus comentarios de la 

propuesta de norma SEIP resalta que, aunque la educación pública en su ciclo 

obligatorio, en el marco constitucional se financia principalmente con recursos el 

SGP (directamente de la Nación), también requiere de una financiación proveniente 
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de los ingresos propios de la entidad territorial, del Sistema General de Regalías y 

del Presupuesto General de la Nación, por lo cual se deben definir claramente las 

fuentes y la distribución de estos recursos.  

Lo anterior debido a que la Nación no puede ser el financiador absoluto del Sistema 

puesto que el tamaño del Estado está determinado tanto por el tamaño de la 

economía del país como por la capacidad de los ciudadanos de tributar y aportar 

rentas, lo cual representan límites presupuestales. 

De igual forma, aunque también es importante definir los mecanismos de 

financiación de la infraestructura, los espacios físicos o pedagógicos y las 

dotaciones, es necesario conocer anticipadamente la factibilidad de los proyectos, 

debido a la cantidad de recursos económicos que demandan estas inversiones y 

las particularidades de carácter técnico, ambiental, y social. 

Ahora bien, luego de conocer un poco ambas perspectivas, se realizó la identificación de 

los retos de los pueblos indígenas en Colombia, en términos de las condiciones necesarias 

para administrar los recursos transferidos por la Nación en relación con el SEIP, en los 

siguientes aspectos: 

▪ Experiencia en administración de recursos 

▪ Contable y presupuestal 

▪ Información no financiera 

▪ Laboral 

▪ Infraestructura y tecnología  

5.1 Experiencia en administración de recursos 

Uno de los requisitos exigidos por la ley a los territorios indígenas para que sean 

certificados, en cuanto a la administración del SEIP, es acreditar que la Autoridad Indígena 

Propia cuenta con una experiencia de mínimo siete años en administración de recursos, 

de los cuales tres deben estar relacionados con educación (Presidencia de la República 

de Colombia, 2014). 

El Decreto 1082 de 2015 define como experiencia administrativa “la existencia de una 

estructura administrativa (técnica y humana), con la que cuentan los Resguardos o las 
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Asociaciones de Resguardos” (art. 2.2.5.6.1.2.); e incluye el concepto de experiencia 

financiera como 

la existencia de antecedentes de administración y ejecución de recursos financieros 

por parte de los Resguardos Indígenas o de las asociaciones de Resguardos, en el 

marco de contratos o convenios que se han suscrito y ejecutado con entidades 

públicas o privadas, que demuestren su efectiva ejecución y desarrollo de procesos 

contables (Presidencia de la República de Colombia, 2015). 

Según el Decreto 1953 de 2014 esta experiencia en administración de recursos implica, 

entre otras cosas, la suscripción y ejecución de proyectos, contratos o convenios que 

requieren de financiación, bien sea pública o privada, y haber administrado esos recursos. 

Adicionalmente debe existir evidencia de mencionados actos administrativos en los que 

conste que el objeto de los mismos se encuentra en el marco del plan de vida de la 

comunidad indígena (Presidencia de la República de Colombia, 2015). 

Sin embargo, resulta paradójico que para que los pueblos indígenas puedan administrar 

los recursos, como condición, deban demostrar experiencia haciendo esto precisamente. 

Esta puede ser una de las principales razones por las cuales, por lo menos hasta 2019, 

solo se encontraban certificados 17 resguardos, agrupados en 9 asociaciones, de los 820 

reconocidos por el Estado, como se mencionó en el capítulo anterior, es decir 2% de los 

resguardos tienen la competencia para ejercer autonomía en cuanto a la administración 

directa de los recursos. 

Evidentemente este reto para las comunidades indígenas implica, por un lado, que deben 

emplear una cantidad importante de tiempo para demostrar esa experiencia lo cual no es 

tan sencillo debido al desarrollo y avance que cada uno tiene, a su ubicación geográfica y 

su organización política.  

Sumado a lo anterior la mencionada suscripción de proyectos, contratos o convenios 

también supone una debida formulación y en este aspecto vale la pena cuestionarse que 

tan capacitadas se encuentran las comunidades para formular un proyecto 

adecuadamente. Si bien el Decreto 1953 indica que los proyectos de inversión que se 

hayan priorizado por parte de la comunidad del Resguardo Indígena que asuma la 

administración directa serán ejecutados con los recursos de la AESGPRI, y se describe el 

contenido mínimo de tales propuestas, en la práctica una de las principales causas de las 
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deficiencias en la administración y ejecución de estos recursos es la no formulación o 

formulación inadecuada de los proyectos de inversión. 

Lo anterior demuestra que este proceso requiere de un apoyo importante por parte del 

gobierno nacional, el cual debe ser brindado a través de programas de capacitación y 

asesoría técnica, administrativa y financiera dirigidas a las autoridades indígenas, los 

resguardos y sus asociaciones, para la programación y el uso apropiado de los recursos, 

como lo determina el Decreto 1953 en su artículo 21 (Presidencia de la República de 

Colombia, 2014).  

5.2 Contable y presupuestal  

La contabilidad es una herramienta que permite controlar el uso de los activos, determinar 

la necesidad de asumir pasivos, propender por cuidar el patrimonio y realizar una gestión 

eficiente de los recursos. Por medio de la vinculación de diferentes elementos, satisface 

las necesidades de información y control económico, social, financiero y ambiental, propias 

de las entidades públicas que desarrollan funciones de cometido estatal (Contaduría 

General de la Nación, 2017). 

De acuerdo con el Decreto 1953, por un lado, como requisito adicional para demostrar 

experiencia en administración de recursos, el territorio indígena debe realizar reportes 

contables que incluyan los estados financieros balance general y estado de pérdidas y 

ganancias de los tres años anteriores a presentar la solicitud (Presidencia de la República 

de Colombia, 2014); y por el otro, los contratos, convenios o proyectos llevados a cabo 

entre los Territorios Indígenas y un tercero para ejecutar los recursos que le sean 

asignados deben regirse, entre otras normas, por el “Estatuto Orgánico de Presupuesto, 

el Estatuto de Contratación Estatal, las normas contables que para este efecto defina la 

Contaduría General de la Nación y las demás disposiciones complementarias” 

(Presidencia de la República de Colombia, 2014, art. 21).  

En ese sentido, un Territorio Indígena Certificado (TIC) se convierte entonces en una 

Entidad Contable Pública (ECP), la unidad mínima productora de información que, para 

efectos del Sistema Nacional de Contabilidad Pública (SNCP) colombiano, está obligada 

a rendir cuentas en relación con el uso que hace de los recursos y el mantenimiento del 

patrimonio público, por tratarse de una unidad administrativa, económica o jurídica que 
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desarrolla funciones de cometido estatal, controla y debe gestionar eficientemente los 

recursos públicos que se le han asignado y está sujeta a distintos tipos de control 

(Contaduría General de la Nación, 2017). 

Las entidades del sector público (…) modifican la estructura y composición de sus 

derechos de control, propiedad y usufructo sobre bienes, servicios y valores, 

afectando la estructura patrimonial pública y la riqueza social. Dichos cambios se 

reconocen a través del SNCP y se revelan por medio de estados, informes y 

reportes contables, los cuales deben permitir el conocimiento claro, preciso y 

suficiente de las acciones y actividades de las entidades del sector público con 

respecto al uso que han dado a los recursos bajo su responsabilidad (Contaduría 

General de la Nación, 2017, p. 10) 

Por lo anterior, los TIC deben tener conocimiento del SNCP y desarrollar el proceso 

contable, a través del cual transforman la información derivada de la ocurrencia de los 

hechos económicos, sujeto a unos criterios de reconocimiento, medición y revelación de 

los elementos del marco normativo de contabilidad pública aplicable a la entidad 

(Contaduría General de la Nación, 2018), para proceder con la producción de estados 

financieros, lo cual implica la necesidad de contar con dinamizadores que se encuentren 

capacitados en materia contable y tener los equipos y sistemas de información adecuados. 

Ahora bien, en concordancia con la política fiscal del país, la Nación debe dotar al Estado 

de los recursos requeridos para cumplir los fines asignados por la Constitución y las leyes, 

y es aquí donde el tema presupuestal cobra gran relevancia, puesto que es a través del 

presupuesto que se realizan las estimaciones de los ingresos que financiarán la operación 

y se autoriza el nivel de gasto, y por consiguiente le permite a la entidad pública cumplir su 

función de cometido estatal para satisfacer las necesidades de la población (Contaduría 

General de la Nación, 2017).  

Al respecto, el Decreto 1082 de 2015, en su artículo 2.2.5.6.1.6., establece que, para 

acreditar experiencia en cuanto a la administración de recursos, los territorios indígenas 

deben demostrar que mínimo ejecutaron el 80% de la AESGPRI cuando fueron iguales o 

superiores a $1.000.000.000, y 60% para cuando estos recursos se encontraban por 

debajo de lo señalado anteriormente e iguales a $500.000.000; y respecto a la acreditación 
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de buenas prácticas el porcentaje de ejecución mínima es del 30, cuando los recursos 

fueron inferiores a $500.000.000. 

Como se evidenció en el capítulo anterior, entre 2015 y 2019, más del 60% de las entidades 

territoriales que administraron recursos de la AESGPRI no hicieron un manejo adecuado, 

y alrededor del 10% presentaron deficiencias importantes que impactaron negativamente 

el cumplimiento de los proyectos para los cuales estaban destinados, poniendo en 

evidencia fallas presupuestales y administrativas. 

Por su parte, artículo 17 del Decreto 1953, establece que los territorios indígenas, 

resguardos o asociaciones de resguardos deberán elaborar un presupuesto anual de 

inversión teniendo en cuenta la proyección de recursos, indicando los componentes del 

SGP y sus correspondientes gastos operativos de inversión, con el fin de programar y 

administrar mencionados recursos, y que, con base en los principios de autonomía y ley 

de origen, derecho mayor o derecho propio, debe ser aprobado por la Asamblea General 

(Presidencia de la República de Colombia, 2014). 

Sumado a esto, la Ley 715 de 2001 en su artículo 18 determina que la administración de 

los recursos para educación provenientes del SGP debe realizarse mediante el uso de 

cuentas especiales aparte de los demás ingresos que perciben las entidades territoriales, 

precisando además que no debe hacerse unidad de caja junto con las demás rentas y 

prohibiendo cualquier tipo de disposición financiera en relación con los recursos destinados 

a atender el gasto educativo. 

Como lo explica Peña (2007), la unidad de caja es un principio presupuestal de acuerdo 

con el cual  

el recaudo de todos los ingresos se conforma un fondo común con el cual se atienden 

todas las erogaciones que demande el funcionamiento del Estado. (…) No se aplica 

este principio a aquellas rentas que tienen una destinación específica y cuyo manejo 

se exige que sea separado de las rentas ordinarias, como es el caso de las 

transferencias que reciben las entidades territoriales de la nación (p.253). 

De acuerdo con lo anterior y considerando que las entidades territoriales (departamentos, 

municipios y distritos) gozan de autonomía administrativa y presupuestal, los TIC también 

pueden elaborar su propio estatuto presupuestal y realizar la ejecución de un presupuesto, 
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que junto con el plan de inversiones guían la actividad y la toma de decisiones en la ECP. 

Esto supone un reto que va estrechamente relacionado con la importancia de realizar un 

proceso contable que permita hacer seguimiento a la gestión de los recursos. Hacer uso 

de la contabilidad permite generar la información necesaria para tomar decisiones y ejercer 

control, tanto interno como externo, de la administración pública (Contaduría General de 

la Nación, 2017).   

5.3 Información no financiera 

Además de la información contable y presupuestal, otro reto que deben enfrentar los 

pueblos indígenas para administrar directamente los recursos provenientes del SGP para 

el SEIP es la producción de otro tipo de información que no es financiera. La información 

no financiera se ocupa de los ámbitos económico, social y ambiental para dar cuenta del 

cumplimiento de los objetivos de las entidades públicas, con el fin de evaluar la eficiencia, 

eficacia, economía, equidad y ecología de las actividades que la entidad lleva a cabo, es 

decir, permite evaluar la gestión de la entidad en conjunto, por medio de la divulgación de 

información de índole cuantitativa y cualitativa (Contaduría General de la Nación, 2017).  

Uno de los principales objetivos de la información no financiera que deben atender los 

pueblos indígenas se relaciona con educación. El Decreto 1953 de 2014 señala como otra 

de las competencias de los TIC, la administración, suministro y respuesta de la información 

educativa siempre y cuando sea oportuna, clara y pertinente. 

Asimismo, para que un resguardo o asociación de resguardos pueda certificarse como  

Territorio Indígena debe, como parte de los requisitos para tal fin, levantar actas de las 

asambleas comunitarias, de manera que la información dispuesta en ellas revele la 

autorización a la autoridad propia para solicitar la administración del SEIP. Adicionalmente 

debe identificarse y caracterizarse la población en edad escolar atendida y por atender 

(Presidencia de la República de Colombia, 2014). 

La anterior información permite por un lado, observar que el proceso para solicitar la 

administración del SEIP ha sido consensuado entre los miembros de la asamblea de 

manera que tienen conocimiento del Sistema Educativo y las implicaciones de una 

administración propia; y por otro lado, la información demográfica requerida es importante 

para, entre otras cosas, calcular la asignación de recursos por población atendida que debe 
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realizar la Nación, como una de las bases para el giro de los recursos del SGP. Esta 

asignación por población atendida tiene como fin “financiar la prestación del servicio 

educativo, teniendo en cuenta los gastos asociados al mismo, la cual tiene como base la 

asignación por alumno determinada a partir de unas tipologías que define anualmente el 

MEN para las entidades territoriales certificadas” (DNP, 2017). 

Por su parte la Ley 715 de 2001 en su artículo 19, señala que las distintas entidades 

territoriales deben brindar al Ministerio de Educación información relacionada con las 

distintas variables implicadas en el cálculo de los costos y los incentivos del año siguiente. 

Debido a la importancia de suministrar estos datos, hacerlo de manera inoportuna puede 

implicar para la entidad territorial una falta disciplinaria así como una sanción por tal hecho, 

y no suministrarla conduce a que el territorio no sea partícipe en la distribución de recursos 

por población por atender en condiciones de eficiencia y por equidad. Aunque esta Ley no 

incluye específicamente a los TIC, es claro que de estos reportes de información depende 

la asignación de cada vigencia.  

Sin embargo, el Decreto 1953 si define unos criterios para la asignación de los recursos 

de educación del SGP para los TIC, dentro de los cuales se encuentra la población 

atendida, que incluye otras variables como el nivel de desarrollo del SEIP, situaciones de 

vulnerabilidad, costos del SEIP y la población por atender. Estas variables hacen parte de 

la información que cada resguardo debe recolectar puesto que son una fuente directa para 

contribuir con la generación de estadísticas demográficas y para propiciar una asignación 

de recursos más precisa y eficiente. 

Por otro lado, no solo es relevante el hecho de acopiar la información y ser entregada a 

las instituciones que así lo requieran, sino que también la organización, salvaguarda y 

disponibilidad de este recurso implica el cumplimiento de diversos retos. 

Así, por ejemplo, con base en la Ley 594 de 2000, por medio de la cual se dicta la Ley 

General de Archivos y se dictan otras disposiciones, las entidades públicas deben hacerse 

responsables de la organización, conservación, uso y manejo de los documentos, a través 

de un “conjunto de actividades administrativas y técnicas tendientes a la planificación, 

manejo y organización de la documentación producida y recibida por las entidades, desde 

su origen hasta su destino final, con el objeto de facilitar su utilización y conservación” 
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(Congreso de la República de Colombia, 2000b, art. 3), proceso conocido como Gestión 

documental. 

Desde el punto de vista territorial, los archivos se agrupan dependiendo de si son del orden 

nacional, departamental, distrital, metropolitano, municipal, local, y por supuesto de los 

territorios indígenas. Es por lo anterior que disponer de documentación organizada en el 

marco del SEIP propicia la participación y el control por parte de la comunidad en las 

decisiones que los afecten, como dinamizadores del Sistema Educativo, al mismo tiempo 

que son de gran utilidad para la toma de decisiones.  

Cabe resaltar que esto último no solo se limita al tipo de información no financiera, también 

es aplicable a la información de carácter contable y presupuestal debido a la importancia 

de la conservación de los archivos y documentos que soportan la gestión eficiente de los 

recursos. 

5.4 Laboral 

En el SEIP cobra gran relevancia el papel que cumplen los dinamizadores de cada 

componente, es por esto que uno de los retos que enfrentan en materia administrativa y 

financiera se relaciona directamente con el ámbito laboral. 

Como se mencionó anteriormente, la propuesta de norma SEIP, construida por la 

CONTCEPI, contempla en su contenido, como parte fundamental, la regulación laboral de 

cada uno de los dinamizadores. Uno de los puntos en relación con este tema es la gestión 

de la nómina, según el cual los territorios indígenas, haciendo uso de su derecho a la 

autonomía, se harán cargo de la administración del personal de los tres componentes del 

SEIP, asumiendo la responsabilidad de la selección, el nombramiento, la gestión y la 

nómina de su personal. 

Los procesos de selección, vinculación y desvinculación de los dinamizadores, a pesar de 

que serán llevados a cabo de manera autónoma por cada comunidad indígena, en 

concordancia con sus necesidades, no debe dejar atrás la existencia de un régimen laboral 

y legal del territorio nacional. Es por esto que, como mínimo, se debe garantizar el 

cumplimiento de los derechos básicos bien sea en ejercicio de la profesión docente, en 

calidad de administrativos, o cualquier otro rol que cumplan dentro del SEIP. 
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De la misma manera el Decreto 1953 reconoce la importancia de contar con el personal 

idóneo para asumir la administración del SEIP. En su artículo 48 indica como una de las 

competencias de los TIC 

Administrar la planta de personal de dinamizadores del SEIP que tengan relación 

laboral, legal y reglamentaria, la cual debe estar viabilizada por el Ministerio de 

Educación Nacional en el marco del Sistema Educativo Indígena Propio. Lo anterior 

de acuerdo con los parámetros definidos por el Gobierno Nacional, con la 

participación de los pueblos y organizaciones indígenas en la Mesa Permanente de 

Concertación Nacional con los Pueblos y Organizaciones Indígenas (Presidencia 

de la República de Colombia, 2014). 

Por otro lado, esta misma norma menciona que, para obtener la certificación para 

administrar plenamente el SEIP, el resguardo indígena o asociación de resguardos debe 

demostrar su capacidad organizacional al contar con el personal idóneo para asumir la 

administración del Sistema, a través de una proyección de dinamizadores requeridos, 

incluyendo “docentes, directivos docentes y administrativos vinculados con las entidades 

territoriales certificadas en educación en donde se encuentra ubicado el Territorio 

Indígena” (2014, Presidencia de la República, art. 51). 

Por su parte, el Decreto 1082 de 2015 en su artículo 2.2.5.6.1.4. indica también que hacen 

parte de los soportes de acreditación de experiencia administrativa y financiera una 

certificación firmada por el representante legal del Resguardo o de la asociación de 

Resguardos donde sean indicados los miembros del equipo humano, vinculando sus 

perfiles y funciones, las cuales deberán estar relacionadas con temas administrativos como 

contratación, contabilidad, planeación, labores asistenciales y tesorería. Esta experiencia 

debe estar soportada también con los documentos que avalen tanto la formación 

académica como la experiencia relacionada de cada dinamizador. 

Lo anterior implica que de cierta manera se debe garantizar que las personas que hacen 

parte de la administración del SEIP deben estar capacitadas, tener unos conocimientos 

mínimos y contar con la experiencia necesaria para ejercer los cargos a que haya lugar, 

no solo con motivo de la certificación, sino para garantizar a futuro un funcionamiento 

correcto del Sistema.  



96  

 
Sin embargo, esta situación plantea un reto que si bien no es directamente laboral tiene 

consecuencias en este ámbito a futuro y se relaciona con la formación en distintas áreas 

del conocimiento.  

Como características para la selección de sus dinamizadores, los pueblos indígenas han 

acordado que preferiblemente deben ser indígenas, que hablen la lengua nativa y 

pertenezcan al pueblo donde van a ejercer sus labores, de manera que exista un sentido 

de pertenencia y conciencia de identidad cultural (CONTCEPI, 2013). Ahora bien, sobre 

esta población, de acuerdo con las estadísticas mencionadas en el capítulo anterior 

relacionadas el nivel educativo máximo alcanzado por los indígenas habitantes de 

resguardos a 2018, el 3,14% tiene estudios en educación superior, que se supondría son 

necesarios para ejercer algunos cargos públicos que requieren conocimientos más 

específicos y especializados. 

La importancia de formación de los dinamizadores en el ámbito laboral supone, entre otros 

retos, contar con el capital humano capacitado en temas administrativos, financieros y 

legales y una planta docente que resulte realmente competente a la hora de desarrollar el 

componente pedagógico del SEIP, que a través de sus aportes contribuyan a un desarrollo 

eficiente del Sistema Educativo.  

Aunque, como se mencionó anteriormente, la CONTCEPI ha empleado la mayor parte de 

sus esfuerzos, en el componente Administrativo y de gestión, a discutir la conformación de 

una política educativa en la que se contemple una regulación propia del tema laboral de 

los dinamizadores, sobre todo de los docentes, es decir, se ha trabajado en este reto, 

existen varias discrepancias con el gobierno nacional, expuestas anteriormente. 

Este debate es principalmente suscitado por las distintas interpretaciones acerca del 

Estatus Legal de la norma SEIP que se encuentra en proceso de concertación. Por un 

lado, si se considera que este Decreto tiene un mayor nivel frente a otras normas ya 

expedidas, las disposiciones de menor nivel se tendrían que adecuar; y por el otro, se 

puede determinar que las leyes ya existentes, que regulan el aspecto laboral, como el 

Estatuto Docente, no pueden ser modificadas por esta norma. Sin embargo, como lo 

determinó el MEN, este asunto desborda un poco el tema de la Educación Propia y por 

consiguiente los retos en cuanto a la administración directa de los recursos del SEIP, por 

lo cual podría trabajarse en otra investigación que profundice este problema. 
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5.5 Infraestructura y tecnología  

Para poner en funcionamiento el SEIP es importante contar con la infraestructura y la 

tecnología necesaria, los cuales, tal como lo describe la CONTCEPI, “deben ser acorde 

con la cosmovisión y requerimientos del Proyecto Educativo Comunitario de cada uno de 

los pueblos indígenas en armonía con su plan de vida” (2013, p. 122), espacios que 

propicien el desarrollo de valores, el ejercicio del pensamiento y la implementación de 

estrategias encaminadas a mejorar la calidad de vida de una manera integral. 

Sin embargo, contar con las instalaciones físicas, los activos y los sistemas de información 

es un reto que no solo involucra de manera directa a los pueblos indígenas en cuanto a la 

gestión y responsabilidad para su adquisición, sino que es la Nación quien debe garantizar 

que sea suministrada la dotación suficiente para desarrollar el Sistema Educativo en todas 

sus dimensiones.  

Es por lo anterior que la financiación de la infraestructura y dotación educativa indígena 

propia debe ser garantizada por el Estado y Gobierno Nacional, incluyendo los elementos 

técnicos y tecnológicos que se requieran para asumir la administración del SEIP, así como 

el mejoramiento, mantenimiento en concordancia con las necesidades y la cultura de cada 

pueblo (CONTCEPI, 2019). 

Ahora bien, para poder administrar sus recursos directamente, como parte de los requisitos 

para certificar experiencia, los resguardos o asociaciones de resguardos indígenas deben 

demostrar que cuentan con los activos fijos, como por ejemplo equipos de oficina y bienes 

inmuebles, y acceso a los servicios públicos de luz, teléfono e internet necesarios para 

desempeñar sus funciones administrativas (Presidencia de la República de Colombia, 

2015).  

Sin embargo, no basta con que el territorio indígena cuente con estos bienes y servicios si 

no son utilizados debidamente. Por lo anterior, otro de los retos al cual se enfrentan los 

pueblos indígenas es el manejo adecuado de las tecnologías de la información y la 

comunicación. Al igual que en algunos de los ámbitos anteriores es esencial que los 

dinamizadores del Sistema se encuentren en la capacidad para utilizar los activos 

tecnológicos que facilitan llevar a cabo las distintas tareas, no obstante, no es suficiente 

con el solo hecho de tener acceso a los sistemas necesarios para, por ejemplo, producir 
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la información financiera y no financiera, sino que su adecuada implementación garantiza 

una gestión eficiente en el uso de los activos.  

Es aquí donde entra a jugar un importante papel el uso de las Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones, las cuales comprenden “el conjunto de recursos, 

herramientas, equipos, programas informáticos, aplicaciones, redes y medios que permiten 

la compilación, procesamiento, almacenamiento, transmisión de información” (Congreso 

de la República de Colombia, 2009, art. 6).     

Como política nacional, el Estado debe encargarse de promover el acceso a las 

tecnologías de la información y las comunicaciones, respetando siempre el libre desarrollo 

de las comunidades indígenas, al reconocer que el acceso y el uso de estas, así como la 

construcción de infraestructura, los desarrollos informáticos y la formación de capital 

humano y su transversalidad en los aspectos económicos, políticos y sociales del contexto 

actual (Congreso de la República de Colombia, 2009). 

Por su parte, como lo indica la Ley 1341 de 2009, por la cual se definen principios y 

conceptos sobre la sociedad de la información y la organización de las Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones –TIC–, se crea la Agencia Nacional de Espectro y se 

dictan otras disposiciones, las entidades territoriales también deben promover, coordinar y 

ejecutar proyectos en los que la comunidad haga uso de estos recursos, por medio del 

desarrollo de infraestructura, contenidos y aplicaciones que permitan que las personas, 

especialmente las más vulnerables y que pertenezcan a zonas marginadas se vean 

beneficiados. 
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6. Conclusiones 

El reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas respecto a la libre 

determinación, autonomía y autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos 

internos y locales, así como la disposición de medios para financiar sus funciones 

autónomas, ha sido objeto de discusión a nivel internacional, dando como resultado 

diversos acuerdos a los que se han acogido los Estados miembro de las distintas 

organizaciones defensoras de los derechos de los pueblos indígenas, de manera que han 

adaptado su legislación y han desarrollado las acciones pertinentes para garantizar, a nivel 

nacional, el respeto de los derechos colectivos e individuales de estas poblaciones. 

Colombia por supuesto no es la excepción. Como un Estado social de derecho, organizado 

en forma de República unitaria, descentralizada y con autonomía de sus entidades 

territoriales, reconoce a los territorios indígenas como tales, otorgándoles entre otras 

cosas, el manejo autónomo de su gobierno, la administración de los recursos económicos 

que le sean asignados y la participación de los ingresos nacionales. Sin embargo, el 

efectivo goce de estos derechos se ha visto opacado por la ausencia de una regulación 

más profunda que permita a los territorios indígenas actuar de forma autónoma en cuanto 

a los asuntos financieros y administrativos que les afectan.  

No obstante, los pueblos indígenas, a través de sus organizaciones, junto con el Estado 

han logrado concertar sobre algunos asuntos en materia administrativa y legislativa que 

les afectan, así como evaluar la ejecución de las distintas políticas indígenas estatales y 

realizar seguimiento al cumplimiento de los pactos acordados. Uno de los temas de política 

pública tratados es la educación “como uno de los componentes fundamentales en sus 

propuestas de autonomía y de fortalecimiento organizativo” (CONTCEPI, 2013, p. 11).  
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Al respecto, desde hace más de una década se ha propendido por la creación de un 

Sistema Educativo Propio Indígena que, a través de tres componentes, político-

organizativo, pedagógico y administrativo y de gestión, contemple el pasado, antepasado 

y presente de los pueblos indígenas, sus cosmogonías y principios, y proyecte un futuro 

en el que permanecen y perviven, involucrando los derechos, procesos, procedimientos y 

acciones que garanticen el derecho fundamental a la educación indígena propia, y 

posibilite el ejercicio de la gobernabilidad, el fortalecimiento de la autonomía de acuerdo 

con las realidades políticas, económicas, sociales y culturales de cada pueblo. 

Sin embargo, para poner en marcha esta propuesta de política pública en educación, los 

pueblos indígenas se ven enfrentados a varios retos para garantizar que las comunidades 

tengan acceso a una educación de calidad que vaya de acuerdo con sus culturas. Si bien 

es importante analizar integralmente las tres dimensiones del SEIP, debido al alcance del 

presente trabajo, los desafíos identificados se limitan al aspecto económico, 

específicamente en cuanto a la administración directa de los recursos necesarios para 

sostener el Sistema Educativo.  

Así pues, a raíz de un estudio desde el punto de vista de los pueblos y el de la legislación 

vigente, a grandes rasgos, se identificaron cinco categorías en las cuales se clasificaron 

los retos: Experiencia en administración de recursos, Contable y presupuestal, Información 

no financiera, Laboral e Infraestructura y tecnología. 

Del análisis realizado puede concluirse de forma general, que existe una relación entre una 

y otra categoría identificada, lo que conduce a que enfrentarse a un reto tiene una 

repercusión en otro de ellos. Es así como, cumplir con determinados requisitos en materia 

contable, presupuestal, laboral, de información, infraestructura y tecnología, contribuyen a 

la demostración de experiencia en administración de recursos y como consecuencia a 

conseguir la certificación como territorios indígenas. 

Asimismo, un régimen laboral basado en los requerimientos legales ya existentes en el 

país contribuye a contar con el personal adecuado para el manejo de la contabilidad y el 

presupuesto y un personal capacitado y debidamente formado hará un uso eficiente de los 

recursos físicos y tecnológicos disponibles. 

A su vez, tener la infraestructura y tecnología necesarios para cumplir los propósitos 

administrativos y pedagógicos del SEIP puede conllevar al reconocimiento adecuado de 
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los hechos económicos, que al mismo tiempo tendrá un efecto en la elaboración de los 

estados financieros del territorio indígena, información que como se mencionó es útil para 

la toma de decisiones y una gestión eficiente de los recursos públicos, y para la recolección 

de otra información no financiera necesaria para, entre otras cosas, propiciar una 

asignación de recursos más precisa y eficiente. 

No obstante, no se puede pretender que los pueblos indígenas actúen de manera aislada 

y cumplan los requisitos exigidos por la ley sin contar con la actuación del Estado. Los 

desafíos propuestos también requieren de un papel activo del Estado, quien debe brindar 

todo el apoyo necesario bien sea económico, por medio de bienes físicos o intangibles, a 

través de asesorías y capacitaciones para que, en primer lugar y como lo comento el MEN 

en sus observaciones frente a la propuesta de norma SEIP, los territorios indígenas puedan 

certificarse y posteriormente puedan ejercer la administración directa de los recursos 

requeridos para poner en funcionamiento el Sistema. 

En ese mismo sentido es importante que el gobierno evalúe las implicaciones de las 

condiciones para obtener una certificación como TIC dado que no todos los resguardos se 

encuentran organizados políticamente al mismo nivel ni tienen las mismas condiciones de 

vida que les permita cumplirlos. A pesar de los avances a nivel nacional para luchar contra 

la pobreza y cubrir las necesidades básicas insatisfechas, aún existen territorios sin acceso 

a los servicios básicos, con pésimas condiciones de vivienda, salud y educación, se 

presenta una alta vulneración de sus derechos, y son víctimas de violencia y 

desplazamiento forzado, lo cual acentúa el problema de la desaparición de los pueblos. 

Lo anterior conlleva a que para algunos resguardos o asociaciones de resguardos sea más 

difícil cumplir los requisitos, y por tanto conseguir la certificación, lo que finalmente se 

traduce en que lograr la administración directa de los recursos es casi imposible. Esto 

también trae como consecuencia que seguirán dependiendo de las demás entidades 

territoriales para ejecutar los recursos a que tienen derecho, lo cual no ha traído los 

resultados deseados debido a que más del 70% de estas no hicieron un buen uso de los 

recursos y bienes públicos, generando un impacto negativo en la calidad de vida de los 

habitantes de los resguardos indígenas. 
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Por lo anterior, es fundamental que el gobierno realice un seguimiento a los procesos de 

certificación, y no solo en cuanto a la verificación del cumplimiento de los requisitos, sino 

a las razones por las cuales existen resguardos que no han podido certificarse, qué 

necesitan para hacerlo, por qué hay comunidades que ni siquiera han solicitado la 

certificación, si conocen o no los requisitos para hacerlo, el proceso que debe llevarse a 

cabo y las implicaciones de certificarse. 

Por otro lado, en temas como el régimen laboral, vale la pena destacar que a pesar de la 

estrecha relación que guarda con el SEIP, y como lo recomendó el MEN, podría dedicarse 

otra comisión a estudiarlo ya que es un asunto que debe abarcar a todos los dinamizadores 

del sistema y no limitarse a la regulación especial de los docentes, es decir, extenderse a 

los servidores públicos administrativos, y al mismo tiempo esto puede ser útil, por ejemplo 

en otras áreas como la salud.  Cabe resaltar en este punto la importancia de considerar 

las leyes nacionales en la materia, de manera que la propuesta no vaya en contra de lo ya 

estipulado y cuente con una base legal y jurídica sólida. Esto podría ampliarse en otro 

trabajo de investigación que profundice los retos en materia laboral debido a la extensión 

del tema y su importancia en el Sistema Educativo. 

Así mismo, valdría la pena realizar un análisis en cuanto a los desafíos en materia política 

y pedagógica, de manera que, en pro de la conformación de una política pública en 

educación indígena que recoja la totalidad de sus inquietudes, tenga en cuenta sus 

características especiales y siempre propenda por el mejoramiento de las condiciones de 

vida y pervivencia de los pueblos para conservar sus usos y costumbres, considerando 

otros puntos de vista y un análisis académico. 

Finalmente, sería interesante también revisar las implicaciones y la aplicabilidad de estos 

retos en políticas públicas relacionadas con salud, saneamiento básico y agua potable, 

probablemente se obtengan conclusiones similares o mejor aún se nutra el análisis con el 

descubrimiento de otros hechos que a su vez pueden tener efectos en el SEIP. 



 

 
 

Anexo A: Resumen Actas de las reuniones de 
la CONTCEPI entre los años 2006 a 2007 y 
2010 a 2020 

Sesión Fecha 
 
Principales aportes 
 

1 
4 al 5 de mayo 
de 2006 

 

▪ Reunión para la creación de la CONTCEPI 
▪ Propuesta de Decreto de Conformación de la CONTCEPI 

y Concertación etnoeducativa para Pueblos Indígenas. 
 

2 
1 al 2 de junio 
de 2006 

 

▪ Propuesta de Decreto sobre selección de docentes 
indígenas, a la cual el MEN hizo algunas observaciones, 
se necesita un análisis conjunto.  

▪ Para esto se requiere la conformación de una 
subcomisión financiada por el MEN que estudie las 
diferencias y semejanzas de los dos documentos. 
 

3 
11 al 12 de 
diciembre de 
2006 

 

▪ Carrera docente en los pueblos indígenas. 
▪ Inconformismo frente a políticas etnoeducativas. 
▪ La Comisión Nacional de Trabajo y Concertación de 

Políticas etnoeducativas establecerá junto con el MEN los 
lineamientos para el desarrollo del proceso formativo, que 
tenga en cuenta la diversidad étnica y los proyectos y 
procesos educativos comunitarios de cada pueblo. 

▪ El MEN garantizará la realización de un encuentro 
nacional de docentes etnoeducadores con presencia de la 
CONTCEPI, de manera que sea posible socializar, revisar 
y consolidar mecanismos de implementación de la política 
etnoeducativa. 

▪ Los representantes de las Organizaciones Indígenas 
Nacionales presentaran al MEN una propuesta de agenda 
para garantizar la participación de los Pueblos indígenas 
en la construcción del Plan Nacional Decenal de 
Educación. 
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Sesión Fecha 
 
Principales aportes 
 

4 
8 al 9 de 
febrero de 
2007 

 

▪ Se acuerda el texto de decreto de conformación de la 
CONTCEPI. 
 

5 
8 al 10 de 
agosto de 
2007 

 
▪ Resolver la provisionalidad de las vacantes reservadas y 

las necesidades del servicio por ampliación de cobertura.  
▪ Se propone la concertación de un decreto para 

reglamentar esta transitoriedad y como parte de la 
reglamentación de la ley 115. 

▪ Se acordó trabajar de manera conjunta en la elaboración 
de un acto administrativo transitorio que regule los 
procesos de la educación indígena, indicados en la 
sentencia C- 208 de 2007. 

▪ Definición de metodologías para la construcción del 
Sistema Educación Indígena que incluirá además el 
estatuto docente indígena. 
 

6 
3 al 5 de 
octubre de 
2007 

 

▪ Presentación de la propuesta SEIP, en cuanto a su 
concepto, componentes y elementos, así como la 
metodología de trabajo en las comunidades para su 
construcción. 

▪ Se debe redactar una consulta formal a la Comisión 
Nacional del Servicio Civil sobre el alcance de la ley 909 
en su artículo 5, puntualizando que las características 
especiales de los pueblos indígenas deben ser tenidas en 
cuenta en la aplicación del artículo 5 de la ley 909. 

▪ Para la construcción de las políticas educativas para los 
pueblos indígenas es necesario analizar y debatir en las 
comunidades y las organizaciones indígenas los 
componentes y elementos del SEIP, sin desconocer la 
autonomía que tienen los pueblos indígenas para 
determinar desde sus cosmovisiones el contenido de 
este. 
 

14 
9 al 11 de 
febrero de 
2010 

 

▪ Se acuerda el texto definitivo del Decreto por el cual se 
reglamenta de manera transitoria la contratación de la 
atención educativa por parte de las entidades territoriales 
certificadas, con las Autoridades Tradicionales Indígenas, 
Asociación de Autoridades Tradicionales indígenas y 
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Sesión Fecha 
 
Principales aportes 
 

Organizaciones Indígenas, en el marco del proceso de 
construcción del SEIP. 
 

16 
16 al 19 de 
noviembre de 
2010 

 

▪ Consulta previa del documento SEIP. 

17 
23 al 25 de 
mayo de 2011 

 

▪ Revisión del componente administrativo en el tema 
laboral.  
 

18 
8 al 10 de 
febrero de 
2012 

 

▪ Complemento del documento SEIP en el tema laboral. 
▪ Trabajo Semillas de vida: primera infancia 
▪ Educación superior: criterios y parámetros reconocimiento 

de universidades propias. 
 

19 
24 al 27 de 
abril de 2012 

 

▪ Presentación de criterios y parámetros de reconocimiento 
de universidades propias. 
 

20 
21 al 22 de 
marzo de 
2013 

 

▪ Conformación de comisión que organice el Perfil del SEIP. 
▪ Establecimiento de una estructura metodológica para la 

consulta previa del SEIP.  
 

21 
6 al 7 de 
noviembre de 
2014 

 
▪ Conformación de una ruta metodológica para la consulta 

previa del SEIP y la revisión y concertación del 
documento SEIP componente administrativo y de 
gestión. 

▪ Las cinco organizaciones indígenas entregaron el 
presupuesto para el desarrollo de la consulta previa del 
SEIP el día 7 de noviembre de 2014 y el MEN dará 
respuesta el día 3 de diciembre.  

▪ La subcomisión conformada con delegados del MEN y 
delegados indígenas de la CONTCEPI, se encargará de 
trabajar los ajustes de la ruta metodológica para la 
consulta previa del SEIP, y retomar la construcción del 
componente administrativo y de gestión. Esta reunión se 
desarrollará los días 1 y 2 de diciembre de 2014. 
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Sesión Fecha 
 
Principales aportes 
 

22 
24 al 27 de 
agosto de 
2015 

 

▪ Concertación ruta metodológica del SEIP. 
▪ Conformación de un equipo técnico a nivel nacional para 

el diseño y construcción de la propuesta de bloques 
temáticos de consulta (los tres componentes del SEIP) y 
un bloque de temas pendientes por resolver. 
 

Extraordinaria 
15 al 18 de 
septiembre de 
2015 

 

▪ Realización de la reunión del equipo técnico nacional para 
la formulación de la ruta metodológica de la consulta 
previa del SEIP y realización de la Sesión extraordinaria 
de la CONTCEPI, con base en lo determinado en la sesión 
anterior. 
 

23 
15 al 16 de 
octubre de 
2015 

 

▪ Consolidación de la propuesta de ruta metodológica para 
la consulta previa SEIP, para proceder con la 
protocolización en mesa permanente de concertación 
conforme a la sesión 22. 
 

24 
11 al 16 de 
abril de 2016 

 

▪ Presentación del balance de las actividades realizadas en 
el marco de la consulta previa del SEIP, según el proceso 
propuesto por las distintas organizaciones nacionales 
(ONIC, OPIEAC, AICO, CIT y GOBIERNO MAYOR). 

▪ Conformación de equipo técnico nacional integrado por 
dos asesores jurídicos de la delegación indígena de la 
CONTCEPI y un delegado por cada organización con 
presencia en la Mesa Permanente de Concertación. 

▪ Programación de reuniones para consolidar la propuesta 
así: 
▪ 3 reuniones técnicas de trabajo autónomo de los 

delegados de la CONTCEPI. 
▪ Luego de consolidar la propuesta de norma del SEIP 

se convocará a una sesión de CONTCEPI para iniciar 
la tercera etapa de la ruta metodológica. 

▪ Fortalecimiento de la CONTCEPI en las regiones 
debido a las complejas situaciones frente a la 
atención educativa de la población indígena en 
diferentes regiones del país. 
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Sesión Fecha 
 
Principales aportes 
 

25 
19 al 21 de 
septiembre de 
2016 

 

▪ Definición del plazo máximo para que la subcomisión 
técnica de alimentación escolar consolide la propuesta de 
los lineamientos técnicos-administrativos del Programa de 
Alimentación Escolar (PAE) con enfoque diferencial para 
Pueblos Indígenas. 

▪ Determinación de casos prioritarios de ETC y 
comunidades indígenas en los que se requiere asistencia 
técnica por parte del MEN. 

▪ Se determinó que el nombramiento de docentes 
indígenas se hará atendiendo a la normatividad pertinente 
mientras se regula la política laboral del SEIP. 
 

26 
23 al 25 de 
mayo de 2017 

 
▪ Análisis y revisión de documento propuesta de norma del 

Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP) con base en el 
resultado de las 6 subcomisiones locales que 
complementarán las bases para la continuidad del 
desarrollo e implementación de la norma. 

 

27 
11 al 14 de 
septiembre de 
2017 

 
▪ Continuación del proceso de consolidación de la norma 

reglamentaria del SEIP. 
▪ Socialización de los avances, producto de la 

sistematización de la consulta previa del SEIP. 
▪ Revisión de los compromisos adquiridos en el marco de 

los acuerdos del PND. 
▪ Consolidación del Plan de Acción de la CONTCEPI 

enmarcado en el cumplimiento de los acuerdos suscritos 
en el marco del PND 2014-2018. 

▪ Solicitud de expedición de una Directiva Ministerial para la 
aplicación del Decreto 2277 a los docentes nombrados 
por el Decreto 804 de 1995; la Subdirección de Recursos 
Humanos del Sector se comprometió a revisar el tema en 
un espacio técnico de trabajo con algunos delegados 
indígenas de la CONTCEPTI y la Oficina Asesora de 
Planeación  

▪ Se acuerda emitir una Directiva Ministerial dirigida a las 
Entidades Territoriales sobre la correcta aplicación del 
Decreto 2500 de 2010, debido a las dificultades 
presentadas en los procesos de contratación de la 
administración de la atención educativa con las 
Secretarías de Educación. 
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Sesión Fecha 
 
Principales aportes 
 

▪ Solicitud por parte de la CONTCEPI a la Dirección de 
Calidad del Ministerio de Educación Nacional, en cuanto 
a la revisión y análisis de la aplicación de las Pruebas 
Saber, puesto que no responden a las realidades 
lingüísticas, culturales, territoriales y pedagógicas de los 
pueblos indígenas. 
 

28 
10 al 13 de 
octubre de 
2017 

 

▪ Avance en el proceso de la concertación de la estructura 
y primeros apartes de la norma del SEIP. 

▪ Definición de las estrategias de su implementación y 
desarrollo. 
 

29 
23 al 27 de 
octubre de 
2017 

 
▪ Avance en la revisión y concertación de la estructura de 

la norma del SEIP en cuanto al contenido del primer 
capítulo y su articulado. 

▪ Continuación del proceso de concertación de la estructura 
de la norma en la tercera fase de la ruta de consulta previa 
del SEIP. 

▪ Respecto al componente administrativo determinó la 
siguiente estructura: 
 

Título IV Componente Administrativo 

- Capítulo I: Aspectos generales de la autonomía en 
el componente administrativo 

- Capítulo II: La administración desde las 
autoridades indígenas 

- Capítulo III: Relacionamiento de los 
dinamizadores en el marco del SEIP, 
conceptualizaciones, cualidades, características, 
derechos y responsabilidades 

- Capítulo IV: Dinamizadores con una relación 
laboral legal y reglamentaria que son servidores 
públicos con régimen especial 

- Capítulo V: Selección y vinculación de 
dinamizadores 

- Capítulo VI: Situaciones administrativas de los 
dinamizadores del SEIP con vinculación legal, 
laboral y reglamentaria 

- Capítulo VII: Seguridad social y bienestar para los 
dinamizadores del SEIP con vinculación, legal 
laboral y reglamentaria 
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Sesión Fecha 
 
Principales aportes 
 

- Capítulo VIII: Administración autónoma de los 
procesos de formación continua y permanente en 
el SEIP 

- Capítulo VIII: Retribuciones y estímulos a los 
dinamizadores del SEIP con vinculación legal, 
laboral y reglamentaria 

- Capítulo IX: Relación dinamizadores tiempo 
espacios 

- Capitulo X:  Categorías de dinamizadores del 
SEIP con vinculación legal, laboral y 
reglamentaria 

- Capitulo XI: Financiación del SEIP 
 

30 
13 al 16 de 
noviembre de 
2017 

 
▪ Continuación del dialogo sobre el articulado y contenido 

del primer Título de la norma. 
 

31 
23 al 24 de 
noviembre de 
2017 

 

▪ Avance en la construcción de los contenidos de la norma 
SEIP, en cuanto a los principios, fines, fundamentos y 
definiciones, y sobre el proyecto educativo comunitario o 
sus procesos educativos propios equivalentes 
 

32 
4 al 6 de 
diciembre de 
2017 

 

▪ Avance en la revisión y concertación del articulado y 
contenido de la norma SEIP. 

▪ Se evidencian diferencias entre el MEN y las 
comunidades indígenas respecto al principio de gratuidad. 
 

33 
19 al 21 de 
diciembre de 
2017 

 

▪ Avance en la revisión y concertación del articulado y 
contenido de la norma del SEIP. 

▪ Se acuerda llevar a cabo 6 reuniones para continuar la 
concertación. 

▪ Se resalta que la financiación del SEIP debe estar 
orientada al cumplimiento de una educación indígena 
integral. 

▪ En relación con el principio de gratuidad se acordó que los 
procesos educativos en el marco del SEIP son gratuitos, 
de conformidad con el inciso 4 del artículo 67 de la CP. 
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Sesión Fecha 
 
Principales aportes 
 

34 
13 al 15 de 
febrero de 
2018 

 

▪ Avance en la revisión y concertación del articulado y 
contenido de la norma del SEIP, conforme a la sesión 33. 
 

35 

27 al 28 de 
febrero y 1 de 
marzo de 
2018 

 

▪ Avance en la revisión y concertación del articulado y 
contenido de la norma del SEIP, conforme a la sesión 33 
y se establece que se requiere una sesión adicional 
autónoma. 
 

36 
8 al 10 de 
mayo de 2018 

 

▪ Conclusión de la revisión y concertación del articulado y 
contenido de la norma del SEIP. 

▪ Profundización en el PAE. 
▪ Programación de una sesión autofinanciada y otra 

financiada por el MEN para revisar la norma SEIP y se 
entregada posteriormente al  
Ministerio. 
 

37 
19 al 23 de 
noviembre de 
2018 

 

▪ Definición de las garantías para la continuidad en la 
concertación y expedición de la norma SEIP. 

▪ Revisión y seguimiento para el cumplimiento de los 
acuerdos establecidos entre los pueblos indígenas y el 
gobierno en materia de educación.  

▪ Se determina que al terminar la sesión 39 debe entregarse 
el documento de norma SEIP al MEN, así como la 
protocolización de la norma debe realizarse máximo en 
julio de 2019. 
 

Extraordinaria 
17 al 20 de 
diciembre de 
2018 

 

▪ Análisis del componente pedagógico del SEIP. 
 

38 
11 al 14 de 
febrero de 
2019 

 

▪ Socialización de los avances de la norma y problemáticas 
del nivel regional y nacional. 

▪ Los delegados indígenas expusieron la necesidad de 
garantizar la realización de los estudios técnicos 
necesarios para efectos de financiación y administración 
del SEIP. 
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Sesión Fecha 
 
Principales aportes 
 

Extraordinaria 
3 al 7 de 
marzo de 
2019 

 

▪ Discusión respecto a la solución de las problemáticas 
educativas de los pueblos indígenas a nivel nacional y 
territorial. 
 

Extraordinaria 
24 al 29 de 
marzo de 
2019 

 

▪ Análisis y aporte al componente político-organizativo del 
SEIP. 
 

39 
26 al 31 de 
mayo de 2019 

 

▪ Socialización y aportes del documento norma del SEIP. 
▪ Definición de criterios y metodología de concertación del 

documento norma SEIP, junto con el MEN. 
▪ Solicitud por parte de los delegados indígenas, de 

espacios adicionales para profundizar y ajustar la norma. 
Para ello, el MEN y los delegados indígenas definieron 
crear tres subcomisiones: política organizativa, laboral y 
administrativa financiera. 
 

40 
21 al 26 de 
julio de 2019 

 

▪ Socialización de los avances de la construcción de la 
norma SEIP. 

▪ Deliberación y acuerdo respecto a los criterios y 
metodología de concertación del documento norma SEIP, 
junto con el MEN. 

▪ Revisión de los acuerdos sobre la emergencia educativa 
de la sesión del 3 al 7 marzo de 2019. 

▪ La comisión redactora presento los avances de la norma, 
pero manifiestan que aún hay temas pendientes por 
trabajar y se requieren ampliar. 
 

Extraordinaria 
8 al 13 de 
septiembre de 
2019 

 

▪ Aportes del documento norma del SEIP. 
▪ Socialización de los avances de la construcción de la 

norma SEIP. 
▪ Definición de estrategias, criterios, metodología y 

cronograma de trabajo para la concertación del 
documento norma SEIP con el MEN. 
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Sesión Fecha 
 
Principales aportes 
 

41 
8 al 13 de 
marzo de 
2020 

 
▪ Socialización de los resultados de la revisión de la 

propuesta de norma SEIP por parte del MEN y definición 
conjunta de la metodología para la concertación de la 
norma, en 4 momentos: 

- Sustento jurídico fundamentado en la Constitución 
Política, el bloque de constitucionalidad, la 
legislación educativa, etnoeducativa y propia. 

- Presentación de la estructura de la norma SEIP 
- Observaciones generales de la propuesta de 

norma 
- Propuesta de escenarios para el desarrollo de la 

norma 
▪ Importante que la norma cuente con el respaldo jurídico 

necesario para evitar cambios a corto plazo o tenga 
afectaciones políticas. 

▪ Se acordó la fecha de entrega del documento técnico 
detallado de revisión de la propuesta de norma SEIP por 
parte del MEN, un cronograma de reuniones para 
continuar con el plan de concertación de la norma, una 
dinámica de trabajo por títulos, la duración de las 
sesiones, contratar tres expertos en laboral, constitucional 
y economía, contar con 5 sabios por sesión, 
funcionamiento de una comisión redactora y la fecha 
máxima para expedir la circular con orientaciones para la 
elaboración de los estudios técnicos de planta. 
 

42 

27 al 30 de 
noviembre y 1 
al 2 de 
diciembre de 
2020 

 
▪ Poner en marcha los acuerdos suscritos en el marco de la 

Sesión 41 respecto a la concertación de la propuesta de 
norma SEIP con el gobierno nacional. 

▪ Realizar sesiones CONTCEPI durante 7 meses, la 
primera semana a partir de marzo de 2021. 

▪ Se reitera el compromiso de la realización del Congreso y 
la protocolización del SEIP, en articulación con las 
Organizaciones Nacionales Indígenas, una vez se finalice 
la concertación del proyecto de norma SEIP. 

▪ Se relacionan las subcomisiones acordadas para 
concertar la propuesta de norma. 
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